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mento del Congreso de los Diputados en materia de comparecencias. 

Comparecencia del senor Ministro de Administraciones Públicas (Almunia Amann) para informar sobre la polí- 
tica de su Departamento. 

Se abre la sesión a las cinco y cinco minutos de la tarde. 

DELEGACLON EN LA MESA DE LA COMISION DE LAS 
COMPETENCIAS QUE AL PLENO DE ESTA RECONO- 
CE EL ARTICULO 44 DEL REGLAMENTO DEL CON- 

GRESO DE LOS DIPUTADOS EN MATERIA DE COM- 
PARECENCIAS 

El señor PRESIDENTE: Señorías, se abre la sesión. 
En principio, dar la bienvenida al Ministro de Adminis- 

traciones Públicas y agradecerle su comparecencia, ante 
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esta Comisión, pero previamente a su intervención y an- 
tes también de indicar el procedimiento que seguiremos 
en la intervención del Ministro, hay un punto del orden 
del día que vamos a intentar proceder a su aprobación rá- 
pidamente, puesto que trata, según las previsiones esta- 
blecidas en el artículo.44 del Reglamento, de la delega- 
ción de las competencias de la Comisión en la Mesa, de 
acuerdo con la posibilidad establecida por una resolución 
de la Presidencia de la Cámara. 

Todo ello, ni qué decir tiene, si SS. SS. tienen a bien 
aceptarlo. (Pausa). 

Parece que hay asentimiento por .parte de los Grupos y 
no pasaremos pues a la votación. 

(Por los portavoces de los diferentes Grupos, se proce- 
de a dar cuenta de las sustituciones de señores Diputados 
en la Comisión.) 

COMPARECENCIA DEL SENOR MINISTRO DE ADMI- 
NISTRACIONES PUBLICAS (ALMUNIA AMANN) 

PARTAMENTO 
PARA INFORMAR SOBRE LA POLITICA DE SU DE- 

El señor PRESIDENTE: Pasamos, pues, al segundo 
punto del orden del día. El procedimiento que vamos a se- 
guir es el del artículo 202 del Reglamento, por el cual, en 
primer lugar, el señor Ministro te,ndrá una intervención 
por el tiempo que estime necesario para explicar la polí- 
tica de su Departamento, después habrá una interrupción 
de quince minutos para que los Grupos preparen sus in- 
tervenciones y, en segundo lugar, los señores Diputados 
podrán hacer las preguntas y observaciones que conside- 
ren convenientes. 

Las intervenciones de los portavoces de los Grupos se- 
rán de diez minutos, con la flexibilidad necesaria para 
que se pueda producir una intervención adecuada; las in- 
tervenciones de los Diputados se pretendería que fueran 
lo más concretas posible y con una duración máxima de 
cuatro minutos aproximadamente. 

Después de esas intervenciones el señor Ministro cerra- 
ría la sesión con la suya y daríamos por terminada la 
misma. 

El señor NUNEZ PEREZ: Señor Presidente, yo echo de 
menos el turno de réplica. Ya sé que no está en el Regla- 
mento, no me martirice con la lectura del artículo corres- 
pondiente. (Risas.) El único problema es que tratándose, 
como todo el mundo sabe, de un Ministerio de nueva crea- 
ción y, p r  tanto, en el que confluyen competencias que 
estaban antes separadas, evidentemente, tanto la inter- 
vención del señor Ministro como la de cada uno de los 
Grupos, van a tener dificultades para sintetizar todas las 
cuestiones que el planteamiento del seiior Ministro sugie- 
ra; además, sería aconsejable este turno para poder ma- 
tizar, en la réplica, algún punto que es posible que en es- 
tas primeras intervenciones no quedara suficientemente 
claro. 

Lo digo simplemente como uq  deseo. Ya sé que no está 
en el Reglamento y únicamente pido la flexibilidad de la 

Presidencia para ver si es posible tener el debate con este 
turno. 

El señor PRESIDENTE: En opinión de esta Presiden- 
cia la flexibilidad sería mejor en el tiempo de interven- 
ción, incluso, si hacía falta, en el tiempo de espera entre 
la intervención del Ministro y la de los Grupbs. Como es- 
toy convencido de que el señor Ministro va a comparecer 
en muchas más ocasiones en esta Comisión, o bien a pe- 
tición del Gobierno o bien a petición de esta propia Co- 
misión o de sus Grupos, creo que no hace falta que nos 
saltemos el Reglamento. Mantenemos el criterio del artí- 
culo 202 y para intervenciones de tipo más concreto o 
para asuntos que no sean de tipo general aplicaremos el 
203, con turnos de réplica. 

En cualquier caso, una ;ez que termine el señor Minis- 
tro podemos reconsiderar la posibilidad del tiempo de'es- 
pera, dependiendo, lógicamente, de las necesidades que 
tengan los Grupos para intervenir. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Administraciones Públicas. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES PU- 
BLICAS (Almunia Amann): Gracias, señor Presidente. 

Señoras Diputadas y señores Diputados, en mi primera 
comparecencia ante la Comisión del Régimen de las Ad- 
ministraciones Púbicas, debo iniciar mis palabras con un 
saludo cordial a todas S. SS. y con la expresión de mi de- 
seo de colaborar estrechamente con esta Comisión todas 
'las veces que la misma o sus distintos miembros lo de- 
seen, en la conciencia de que nuestro trabajo en común 
va a redundar en beneficio de quienes nos han traído aquí 
a representarles y a resolver los asuntos públicos en inte- 
rés de los ciudadanos. Por tanto, cuenten desde ahora con 
mi compromiso de puesta a disposición de esta Comisión 
y, por supuesto, con la de mis colaboradores para ayudar- 
les en sus tareas parlamentarias. 

El Ministerio para las Administraciones Públicas, como 
saben ustedes, fue creado por Real Decreto de 25 de julio 
de este W o  y sus tareas abarcan la preparación y ejecu- 
ción de la política del Gobierno respecto de las Comuni- 
dades Autónomas y Corporaciones Ldcales; la organiza- 
ci6n administrativa, procedimientos e inspecci6n de ser- 
vicios de la Administración del Estado y el régimen jurí- 
dico y retributivo de los funcionarios públicos. Por tanto, 
y en relación con la estructura por departamentos vigen- 
te en la legislatura anterior, el Ministerio engloba las 
competencias del anterior Ministerio de Administración 
Territorial y las que tenía encomendadas la Secretaría de 
Estado para la Administración Pública, inserta entonces 
en el Ministerio de la Presidencia. 

Después de una reciente aprobación de un Real Decre- 
to de reorganización parcial del Ministerio para dotarle, 
en particular, de una Dirección General de Servicios de 
la que carecía, el Ministerio cuenta con dos Secretarías 
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de Estado -una para las Comunidades Autónomas y otra 
para la Administración Pública-, una Subsecretaría y 
once Direcciones Generales. Dependen además del Minis- 
terio la MUFACE, la MUNPAL, el Instituto Nacional de 
la Administración Pública (INAP) y e) Instituto de Estu- 
dios de Administración Local (IEAL). 

De la descripción rápida de las competencias del Mi- 
nisterio se desprenden, a mi juicio, dos consecucncias po- 
líticas de importancia. De una parte, el intento de avan- 
zar hacia un modelo de relaciones administrativas entre 
los distintos entes territoriales que se caracterice por la 
cooperación y la colaboración, a partir de una visión glo- 
bal, de todas las Administraciones públicas. Por otra par- 
te, la adecuacion de la Administración del Estado a esta 
ordenación de relaciones interLerritoriales que establece 
nuestra Constitución en la búsqueda de un mejor servicio 
al ciudadano. 

Es cierto que a lo largo de estos años de experiencia, a 
partir de la aprobación de la Constitución, ha predomi- 
nado en las relaciones entre los distintos entes territoria- 
les una actitud orientada por la lógica de precisar y con- 
solidar los ámbitos competenciales propios que la Cons- 
titución ha atribuido a cada uno de los distintos niveles 
de las Administraciones públicas. El principio de separa- 
ción o acotamiento de lo propio ha prevalecido, y quizá 
no podía ser de otra forma, en esta fase de proceso de 
transformación del Estado, sobre el principio de la com- 
plementariedad entre los distintos ámbitos competen- 
ciales. 

El tránsito desde el estado centralista al autonómico ha 
cubierto en buena medida una primera fase inevitable, en 
la que se ha procedido a la descentralización y distribu- 
ción del poder en beneficio de las Comunidades Autóno- 
mas y los entes locales que han institucionalizado y Ile- 
nado de contenido su autonomía. Es bien cierto que la 
cuestión del deslinde y afirmación de las competencias 
entre los distintos niveles territoriales va a seguir siendo 
un componente inevitable, normal, en la vida ordinaria 
de un estado políticamente descentralizado. Pero, a mi 
juicio, hoy cobra relevancia la realización de una re- 
flexión conjunta entre Gobierno, Comunidades Autóno- 
mas y entes locales para intercambiar las experiencias 
acumuladas en estos daños y buscar fórmulas que asegu- 
ren la funcionalidad del Estado en su conjunto. 

Con España plenamente integrada en la Comunidad 
Europea, las transferencias de servicios de las Comunida- 
des Autónomas muy avanzadas y concluido prácticamen- 
te el cuadro normativo local que se deriva de la Consti- 
tución, se hace imprescindible la construcción real de un 
sistema articulado de relaciones entre las distintas Admi- 
nistraciones. Esta nueva fase no supone -y me importa 

, dejarlo bien claro desde el principi+ minusvaloración 
alguna del aspecto de distribución territorial del poder y 
de su consecuencia, el ejercicio autónomo del mismo, den- 
tro de las respectivas esferas de competencia cuya preser- 
vación y consolidación es y debe seguir siendo un elemen- 
to esencial en la construcción del Estado constitucional. 
Representa, más bien, esta segunda fase un ulterior paso 
para, partiendo desde el principio de la autonomía, evi- 

tar posibles imputaciones de disfuncionalidad del Estado 
en su conjunto y desarrollar el principio fijado en la Cons- 
titución de complementariedad en las acciones de los po- 
deres públicos. Esta visión ha de primar inevitablemente 
en la labor de este Departamento puesto que su objeto son 
las Administraciones, piezas de la estructura estatal ca- 
racterizadas constitucionalmente por las notas de instru- 
mentalidad respecto de la acción gubernamental y obje- 
tividad y sometimiento pleno al Derecho. 
. En virtud del primero de estos rasgos, las Administra- 
ciones públicas se constituyen como estructuras organi- 
zativas de apoyo a los distintos órganos de Gobierno en 
los distintos niveles territoriales. Por el segundo de esos 
rasgos, la actuación administrativa se objetiva y con so- 
metimi'ento pleno a la Ley. Esta doble dependencia de la 
Administración, de las opciones políticas a través del ór- 
gano u órganos de gobierno y directamente de la Ley y 
del Derecho, es la que hace posible su tratamiento como 
un conjunto de organizaciones con pautas de organiza- 
ción, funcionamiento y actuación comunes, sin mengua 
de su vinculación política a diferentes instancias terri- 
toriales. 

Situados en este punto y desde esa óptica global, las 
ideas motrices de cara al futuro han de ser, a mi juicio, 
las de cooperación y colaboración con vistas a lograr l a  
plena consolidación del estado autonómico. Esta consoli- 
dación funcional implica la necesidad de que el Estado 
esté en perfectas condiciones de actuar con eficacia y eco- 
nomía de medios, lo que exige actuar coordinadamente. 

Los parámetros para medir los avances en este terreno 
son, fundamentalmente, dos: hacia adentro, la capacidad 
de respuesta a las demandas de los ciudadanos respecto 
de los poderes públicos; hacia afuera de nuestras fronte- 
ras, la capacidad de adecuación al nuevo marco suprana- 
cional, en el que España se ha inscrito, lo que supone un 
reto complejo y de envergadura para todas las Adminis- 
traciones públicas. 

Desde una perspectiva finalista, este funcionamiento 
eficaz y coordinado de los poderes públicos debe, indefec- 
tiblemente, tener como objetivo la solidariedad interterri- 
torial; la solidaridad es un cauce idóneo que ofrece la nue- 
va organización territorial para combatir los fuertes de- 
sequilibrios que hemos heredado, y no podemos descono- 
cer a este respecto que una de las causas históricas de ta- 
les desequilibrios ha sido la acusada desatención por par- 
te de los poderes públicos a que se vieron sometidos los 
territorios que, por su atraso económico, tenían menor ca- 
pacidad de presión sobre las decisiones de un sistema 
fuertemente centralizado y, las más de las veces, autori- 
tario. Por ello la garantía de la solidaridad es en nuestra 
Constitución una responsabilidad directa del Estado y un 
objetivo que deben apoyar todos los entes territoriales. 

Evidentemente, el marco de relaciones en el que debe- 
mos desenvolvernos arranca del respeto a la distribución 
de competencias establecida por nuestro ordenamiento. 
No podría ser de otro modo. Pero resulta también preciso 
asumir plenamente un concepto que, de forma significa- 
tiva, ha sido acuñado precisamente en los estados políti- 
camente descentralizados. Este concepto es el de lealtad 
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constitucional,, que implica respetar los principios cons- 
titucionales básicos que estructuran nuestro Estado y so- 
bre los que se asienta la propia estructura u organización 
autonómica. Implica, igualmente, este principio asumir 
las reglas del juego establecidas por la Constitución en lo 
que afecta a la relación entre los diversos poderes terri- 
toriales, reglas que se establecen en nuestra Norma máxi- 
ma teniendo presentes los distintos planos o niveles de los 
intereses públicos que deben relacionarse entre sí. Si ta- 
les principios son la base de una auténtica colaboración, 
la manifestación inmediata de su efectivo ejercicio debe 
ser el empetio permanente en la reducción de  la confron- 
tación territorial, desechando la política de enfrentamien- 
to como recurso para solucionar los problemas y sustitu- 
yéndola por una política de diálogo, que puede ser parti- 
cularmente adecuada en el campo de la prevención de 
conflictos jurisdiccionales, para evitar la necesidad de su 
planteamiento. Además de esto, implica disenar y poner 
en práctica mecanismos operativos de actuación conjun- 
ta en las áreas en las que diversas Administraciones tie- 
nen responsabilidades que ejercer. Esta doble perspecti- 
va de evitar la confrontación territorial y establecer un 
marco de diálogo permanente y constructivo constituye, 
sin duda, la esencia del modelo de relaciones que quere- 
mos impulsar decididamente. 

Debe quedar también claro que al propugnar la profun- 
dización de este modelo de relaciones en nuestro Estado 
no estoy proponiendo un fórmula rígida o uniformizado- 
ra. Por el contrario, tengo bien presente que nuestro mo- 
delo nace de la diversidad, porque diferentes son las ca- 
racterísticas de los territorios y comunidades sociales que 
se asientan en ellos. Historia, geografía, cultura, lengua 
propia y otros muchos factores, de sobra conocidos, son 
la base de la diferenciación que se plasma en la configu- 
ración de las distintas Comunidades Autónomas y entes 
locales. 

El reconocimiento de la diversidad, de las peculiarida- 
des que concurrcn en los distintos territorios implica asu- 
mir la diferenciación de los intereses legítimamente de- 
fendibles por cada ente territorial, porque distintos son 
también los problemas a resolver y ,  consecuentemente, 
los planteamientos políticos y las actuaciones que cada 
institución de autogobierno puede y debe desarrollar. Así 
debe garantizarse el derecho a la diferencia, desde la pers- 
pectiva de un Estado autonómico, siempre que diferen- 
ciación no se entienda como derecho al privilegio y que 
la diversidad de los intereses no suponga deslealtad cons- 
titucional o confrontación territorial. 

Si se permite una recapitulación rápida de los princi- 
pios establecidos hasta ahora, estoy propugnando la asun- 
ción por todos los poderes territoriales, desde el central 
hasta el local, pasando por el autonómico, de los princi- 
pios de cooperación y colaboración entre ellos a partir de 
la distribución competencia1 llevada a cabo en la perspec- 
tiva de lograr la máxima funcionalidad del Estado. Y ello 
a través de la implantación'de un sistema operativo de re- 
laciones entre las diversas Administraciones públicas que 
tenga como objetivo legitimador la eficiencia en la-pres- 
tación de servicios y en la satisfacción de necesidades co- 

lectivas, todo ello en un marco de escrupuloso respeto a 
la autonomía de cada ente territorial y con sujeción a los 
principios de solidaridad, lealtad constitucional, reduc- 
ción de la conflictividad y respeto a la diversidad. 

Uno de los sustentos indispensables de esta forma de 
concebir la colaboración es la intercomunicación constan- 
te de las diversas Administraciones, el traslado de datos 
con fluidez, el conocimiento de las actuaciones que se de- 
sarrollan en los distintos niveles y que inciden sobre las 
tareas propias de otras Administraciones. 

En este aspecto, el traslado de información en uno y 
otro sentido adquiere una relevancia y una trascendencia 
práctica que es necesario resaltar. Constituye, desde la óp- 
tica del Gobierno, un elemento imprescindible, por ejem- 
plo, para el ejercicio de sús competencias de ordenación 
general en sectores básicos de la economía cuando la ges- 
tión de los servicios está encomendada a las Comunida- 
des Autónomas. Asimismo esta necesidad de disponer de 
los datos necesarios se acentúa como consecuencia de las 
obligaciones que competen al Estado en relación con las 
Comunidades Europeas. 

Por otra parte, la necesidad de obtener una informa- 
ción adecuada no sólo es una necesidad lógica, sino un 
mandato legal incluido en diversas normas y,  en particu- 
lar, en muchos de los Reales Decretos de traspasos. Por 
tanto, y sin menoscabo del cumplimiento de las obliga- 
ciones legales establecidas a este respecto con las normas, 
la obtención de mecanismos adecuados para el traslado 
de información entre todos los niveles de la Administra- 
ción se convierte, por necesidades funcionales del siste- 
ma, en un objetivo de la colaboración entre las distintas 
Administraciones territoriales. 

A su vez, los cauces para hacer efectivo el principio de 
cooperación también han de ser diversos y complementa- 
rios los unos de los otros y pueden adoptar diversas for- 
mas, según que sus objetivos concretos sean de carácter 
horizontal o sectorial, o se trate de coordinar las actua- 
ciones de diversas Administraciones sobre un mismo 
territorio para conseguir una más adecuada prestación de 
los servicios al ciudadano. 

Consecuentemente, desde la perspectiva de la utilidad 
pública no es concebible una acción aislada en cada nivel 
de la Aaministración; dadas las interconexiones múltiples 
que existen', determinadas acciones pueden, incluso, ser 
promovidas por una Administración y ejecutadas por 
otra. Por ello resulta imprescindible una colaboración 
continuada y en profundidad entre todas ellas; sin demé- 
d t o  de la distribución de competencias y responsabilida- 
des. Debiendo, pues, todas las Administraciones públicas 
aplicar el ordenamiento en su conjunto con objetividad, 
es claro que su actuación no puede desconocer las deci- 
siones legales, reglamentarias o concretas que hayan pro- 
ducido o vayan a producir válidamente otras instancias 
distintas, ni pueden implicar las propuestas al órgano po- 
lítico del que dependan con desconocimiento de compe- 
tencias de otros niveles y menos aún con la invasión de 
las competencias ajenas. La actuación de las Administra- 
ciones debe acomodarse al principio de lealtad con el or- 
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denamiento y, por lo tanto, con los espacios de decisión 
por él creados. . 

El Gobierno tiene a su disposición, para alcanzar los ob- 
jetivos expuestos, los títulos competenciales que prevé el 
artículo 149.1.18 de nuestra Constitución, referidos todos 
ellos al Estatuto de las Administraciones públicas, en 
cuanto a organizaciones, al de sus medios personales y 
materiales y al de sus acciones más típicas -expropia- 
ción o contratación- y sus consecuencias -responsabi- 
lidad patrimonial-. 

Concluido en lo fundamental para las instancias terri- 
toriales el diseño de su régimen jurídico, organización y 
funcionamiento, resta actualizar el de la Administración 
del Estado que ha de extraer todas las consecuencias de- 
rivadas de la construcción autonómica del mismo. Este 
régimen jurídico debe ser completado, a su vez, para la 
funcionalidad del sistema con el procedimiento común a 
todas las Administraciones, pieza decisiva para la orde- 
nación interna de cada una de ellas y lo que no es menos 
importante para la interacción recíproca de las mismas. 

Es preciso asegurar también la satisfactoria garantía 
en cualquier caso de los derechos de los ciudadanos. Pers- 
pectiva esta última que engloba LO sólo la salvaguardia 
de los derechos subjetivos e intereses legítimos individua- 
les, sino también la de derechos sociales e intereses 
generales. 

Resulta obvio que el régimen jurídico del procedimien- 
to común de las Administraciones condiciona la regula- 
ción de sus medios personales y materiales. A nadie pue- 
de ocultársele la trascendencia y,  al propio tiempo, la 
enorme complejidad del bloque normativo así esbozado. 
Se impone, pues, al abordarlo una actitud que huya por 
igual de la precipitación y de la visión partidaria y uni- 
lateral. Constituye propósito del Gobierno afrontar el res- 
to con un método adecuado al mismo, cuyos elementos 
podrían cifrarse en el desarrollo de estudios preliminares 
sobre las distintas opciones posibles, el análisis de dichos 
estudios y sus opciones junto con las instituciones intere- 
sadas -Comunidades Autónomas, Corporaci(Jnes loca- 
les-, con las fuerzas políticas y los sectores sociales que 
puedan aportar opiniones y juicios técnicos. Sólo después 
de este proceso someteríamos a consideración del ,Parla- 
mento este bloque normativo. 

Paso a continuación a informarles de las actuaciones a 
desarrollar en particular con relación a cada una de las 
Administraciones públicas. 

Respecto a la autonomía local, el Ministerio tiene ante 
sí, en este período, una doble responsabilidad. De un lado, 
completar el ordenamiento definidor del régimen local, 
en desarrollo de la Constitución y, de otro, desarrollar la 
política local implícita justamente en dicho ordenamien- 
to. 

En cuanto a lo primero hay que resaltar la importan- 
cia de la labor realizada en la legislatura anterior, a lo lar- 
go de la cual se promulgaron los dos textos legales cons- 
titutivos de las piezas básicas del nuevo ordenamiento lo- 
cal. La Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local y 
el Real Decreto legislativo 181186 por el que se aprobó el 
texto refundido. La Ley Básica ha supuesto un paso de 

enorme trascendencia en la regularización de la vida mu- 
nicipal, toda vez que, revitalizada ésta a raíz de la tran- 
sición política de la celebración de las primeras eleccio- 
nes locales, el marco jurídico en que debía desenvolverse 
se encontraba fragmentado y desfasado. La Ley Básica 
constituye, como es sabido, el régimen nuclear de vigen- 
cia en todo el territorio nacional, a partir del cual las Co- 
munidades Autónomas, en uso de su capacidad legislati- 
va, pueden aprobar desarrollos diversos, desarrollos que 
con carácter parcial ya se han producido en algunas de 
ellas, existiendo en algunas otras, en estas mismas sema- 
nas, iniciativas en curso de largo alcance. 

Por su parte, el texto refundido no tiene más finalidad 
que cubrir transitoriamente el espacio del ordenamiento 
que corresponde a la legislación autonómica, en tanto 
ésta no se produce, así como en su caso, y una vez produ- 
cida esta última, operar en calidad de norma supletoria 
del régimen local. Además con carácter transitorio y, en 
su caso supletorio del ordenamiento local, se han promul- 
gado ya acomodaciones de algunos reglamentos locales, 
concretamente los de población y demarcación territorial, 
y de bienes y entidades locales’. 

Además ( i p  9tras normas que sobre régirfien local se han 
aprobado en la anterior legislatura, en ésta queda por 
cumplir, en lo que se refiere a la tarea normativa, en pri- 
mer lugar, la acomodación de los reglamentos de organi- 
zación, funcionamiento y régimen jurfdico de las corpo- 
raciones locales, reglamento de funcionarios de la Admi- 
nistración local, el reglamento de contratación y el regla- 
mento de servicios de las Corporaciones locales. 

El texto de todos estos reglamentos, salvo el de funcio- 
narios, al que me referiré inmediatamente, se encuentran 
ya elaborados y dictaminados por el Consejo de Estado, 
pendientes, pues, de la última fase de su tramitación ante 
el Consejo de Ministros, cosa que espero que suceda de 
aquí a final de año en el caso de los tres primeros regla- 
mentos a los que me he referido. 

También están pendientes, en este caso para desarrollo 
específico de la Ley Básica, diversas normas, entre las 
cuales cabe destacar la ordenación del nuevO sistema de 
funcionarios habilitados de carácter nacional. La elabo- 
ración de la norma que establezca dicho sistema se en- 
cuentra ya avanzada. El estudio de la misma ha retrasa- 
do la aceqodación del reglamento de funcionarios, toda 
vez que hubiese sido, desde mi punto de vista, un error 
publicar este último con anterioridad a la ordenación de 
los funcionarios con habilitación de carácter nacional. Y 
lo habrfa sido porque inmediatamente se hubiera queda- 
do seriamente afectado en su vigencia por esta última 
norma. 

Una vez promulgadas todas estas normas quedará, en 
principio, agotada la tarea normativa en materia local 
que corresponde a este Departamento. Esta circunstancia 
determina que ya desde ahora puede decirse que la polí- 
tica del Ministerio a lo largo de la legislatura habrá de 
centrarse en hacer efectivo ese nuevo marco jurídico del 
régimen local. 

Bajo esta perspectiva, la política del Gobierno se cen- 
trará en los siguientes aspectos: En primer lugar, la am- 
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pliación y perfeccionamiento de la información sobre la 
realidad local en sus dos niveles, municipal y provincial. 
En este sentido quiero destacar la labor hasta ahora rea- 
lizada en la creación de un banco de datos a través de la 
Dirección General de Cooperación Local y la práctica ul- 
timación por esta Dirección General de la encuesta sobre 
servicios locales, en la cual hemos contado con la colabo- 
ración de diputaciones, cabildos y consejos insulares. 

En segundo lugar, habremos de procurar que, en el de- 
sarrollo normativo, la legislación sectorial, sea ésta esta- 
tal o autonómica, valore adecuadamente la posición y 
función de la Administración municipal y provincial en 
la organización territorial del Estado, y en concreto en el 
sistema de las Administraciones públicas, a las hora de es- 
tablecer las correspondientes competencias administra- 
tivas. 

En tercer lugar, hemos de velar, con los instrumentos 
a disposición del Gobierno, por el cumplimiento y obser- 
vancia del sistema de relaciones interadministrativas que 
establece la Ley Básica de Régimen Local, evitando su 
distorsión por poderes territoriales superiores. En defini- 
tiva, se trata de una actuación dirigida a hacer efectiva 
la garantía de la autonomía local prevista en la Ley. 

En cuarto lugar, hemos de potenciar y desarrollar el in- 
tercambio de información y la colaboración con las cor- 
poraciones locales, así como la participación de éstas a 
través de los órganos creados al efecto y en particular en 
la Comisión Nacional de Administración Local. 

Quiero detenerme un instante en la importancia que, 
como consecuencia del nuevo sistema de relaciones entre 
Administraciones, tienen los mecanismos de colaboración 
y cooperación con la Administración local, entre los que 
destaca la Comisión Nacional. A ella ha dedicado la Ley 
Básica su Titulo IX y, cn efecto, la Comisión, tal como 
queda definida en la Ley, es pieza clave para la articula- 
ción interadministrativa en tres órdenes básicos. 

'En primer lugar, para aportar el criterio de la Admi- 
nistración local a la hora de la adopción por la Adminis- 
tración del Estado de medidas que pueden afectar a los 
entes locales en su regulación y competencias, en su or- 
ganización o en sus operaciones financieras. En segundo 
lugar, para hacer llegar el Gobierno propuestas y suge- 
rencias para el perfeccionamiento del régimen local des- 
de el punto de vista competencia1 o sobre la distribución 
de subvenciones, créditos y transferencias del Estado, o 
sobre la participacion de las haciendas locales en los in- 
gresos del Estado o sobre las previsiones de los Presupues- 
tos Generales del Estado que afecten al mundo local. 

En tercer lugar, es importante la Comisión Nacional de 
Administración local porque entre sus competencias figu- 
ra la de poder solicitar a los órganos constitucionalmente 
legitimados para plantear recurso de inconstitucionali- 
dad, en la hipótesis de que haya normas -sean estatales 
o sean autonómicas- que lesionen la autonomía local. 

Finalmente, no cabe olvidar en esta enumeración de los 
principales aspectos de la política local, el desarrollo, 
flexibilización y potenciación de los plFnes provinciales 
de obras y servicios, como instrumento idóneo para arti- 
cular la cooperación interadministrativa y conseguir la 

creación de infraestructuras y servicios más directamen- 
te ligados a la calidad de vida de los ciudadanos en los 
pequeños municipios. Este último aspecto es abordado en 
el próximo Reglamento de Servicios. 

Quiero referirme, aunque no es materia propia del Mi- 
nisterio, por lo menos éste no protagoniza esta materia, 
a los'aspectos ligados a las Haciendas locales. Su impor- 
tancia no hace falta que sea resaltada, dado el carácter 
instrumental de la autonomía financiera para la efectivi- 
dad de una auténtica y sustantiva autonomía local. 

Los principios generales del Régimen de Hacienda lo- 
cales se encuentran ya recogidos en el Titulo VI11 de la 
ley de Bases de Régimen Local y en esta Legislatura se 
completará la regulación básica de las entidades locales 
en este área, la cual ha de llevarse a cabo, en plena armo- 
nía con dicha ley, en el contexto de las reformas introdu- 
cidas en la imposición del Estado y del diseño del siste- 
ma definitivo de financiación de las Comunidades Au- 
tónomas. 

Ya el Señor Ministro de Economía y Hacienda ha anun- 
ciado la próxima remisión a esta Cámara, previa consul- 
ta con la Comisión Nacional de Administración Local, de 
un proyecto de ley de financiación de entidades locales 
que, de forma global, sistematice todos los aspectos finan- 
cieros referentes a las mismas y, de este modo, complete 
la regulación de los diferentes niveles de Hacienda públi- 
ca que la organización territorial del Estado exige. 

En el estado a'ctual de nuestra legislación sobre régi- 
men local puede afirmarse, creo que sin reserva alguna, 
que España se encuentra dentro de los países que guar- 
dan mayor sintonía con la concepción europea de auto- 
nomía local. Por esta razón España fue uno de los países 
que desde el primer momento defendió, en el seno del 
Consejo de Europa, la fórmula de la convención para la 
elaboración de un .texto europeo sobre régimen local. 
También por ello, una vez ultimada la Carta Europea de 
la Autonomía Local, el Gobierno español se apresuró a 
proceder a su firma, que tuvo lugar en el año 1985. 

La Carta Europea consagra la autonomía local y la ca- 
pacidad de los antes locales para ordenar y gestionar una 
parte importante de los asuntos públicos en el marco de 
la Ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de 
sus habitantes. Exige también la Carta Europea que las 
competencias locales se atribuyan por Ley, de forma ple- 
na y completa, y según el criterio de asignar las respon- 
sabilidades públicas, preferentemente a las autoridades 
más cercanas a los ciudadanos. 

Esta es precisamente la filosofía que inspira asimismo 
la legislación española. Idéntico paralelismo cabe estable- 
cer respecto al carácter electivo de las corporaciones lo- 
cales, la protección de los límites territoriales de los en- 
tes correspondientes, las condiciones de ejercicio de las 
responsabilidades a nivel local, el cqntrol sobre los actos 
locales, el derecho de asociación de las corporaciones lo- 
cales y la protección legal de su autonomía. 

Esta condición europea del ordenamiento local español 
refuerza la idea de que la línea de renovación legislativa 
emprendida en anos pasados es plenamente acertada y, 
por tanto, procede desarrollar una política dirigida a con- 
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seguir su total consolidación, efectividad y despliegue de 
sus potencialidades. Por ello no existe ningún inconve- 
niente, sino muy al contrario, para completar la firma ya 
efectuada con la correspondiente ratificación de la Carta 
Europea de Autonomía Local que el Gobierno se propone 
solicitar de esta Cámara en los próximos meses. 

En segundo lugar, paso a transmitirles las líneas de 
nuestra política en relación a las Comunidades Autóno- 
mas. Decía en la primera parte de la intervención que en 
un sistema descentralizado, como el de nuestro Estado de 
las autonomías, la clave del funcionamiento de los pode- 
res públicos no se encuentra en la separación y el aisla- 
miento de unos respecto de otros, sino en su recíproca 
interrelación. 

La necesidad de que todo el sistema funcione global- 
mente, de modo coherente, en beneficio de los ciudada- 
nos, exige que se impongan progresivamente, en benefi- 
cio de los ciudadanos, exige que se impongan progresiva- 
mente los principios de colaboración, cooperación y soli- 
daridad entre las distintas Administraciones territoriales. 
Sin embargo, para hacer eficaz esa política de coopera- 
ción, ésta no debe responder sólo a una voluntad o a un 
voluntarismo, ha de instrumentarse a través de mecanis- 
mos y técnicas que pongan en contacto permanente a la 
Administracion del Estado con las de las Comunidades 
Autónomas, de forma que se facilite la adopción conjunta 
de decisiones y que tienda a hacer convergentes los crite- 
rios de actuación de cada uno de los niveles territoriales 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Durante las legislaturas anteriores han sido muchas las 
leyes que han previsto la implantación de un conjunto de 
órganos mixtos o plataformas de encuentro entre respon- 
sables estatales y autonómicos de las distintas áreas de 
actuacidn pública, pero, a mi juicio, no se ha avanzado lo 
suficiente hasta el presente en la profundización de esos 
instrumentos. En esa nueva etapa de que les hablaba al 
principio deben fortalecerse esos órganos de cooperación. 

Se trata de mecanismos cuya finalidad consiste en di- 
seiiar, desde una perspectiva de conjunto, políticas secto- 
riales 4’ actuaciones complementarias en los campos en 
que concurran a la vez las funciones y los intereses gene- 
rales con los propios de las Comunidades Autónomas, ha- 
ciendo partícipes a éstas últimas de las decisiones políti- 
cas a nivel nacional. 

Ya he dicho que existe un amplio abanico de órganos 
de composición mixta, estatal y automómica, tales como 
las Conferencias Sectoriales, el Consejo de Política Fiscal 
y Financiera, Consejo Superior de la Función Pública y 
muchos otros. Pero aunque algunos de estos órganos se 
encuentran actualmente desarrollando sus tareas a plena 
satisfacción, la realidad es que la mayor parte de ellos, 
por ser de creación reciente, no han superado todavía su 
fase inicial de implantación y rodaje. Una de las funcio- 
nes que va a asumir este Ministerio es precisamente la de 
impulsar y dotar de eficacia a las Conferencias Sectoria- 
les y órganos de cooperación multilateral con las Comu- 

. nidades Autónomas, tratando de organizar y agilizar su 
funcionamiento, ordenar su actuación periódica y coordi- 
nar la representación estatal en los mismos. 

Pretendemos que lasbconferencias sectoriales se reúnan 
regularmente, con una periodicidad que asegure al me- 
nos la celebración, como dice la Ley del Proceso Autonó- 
mico, de-dos sesiones plenarias al año de cada una de 
ellas, sin perjuicio de otro tipo de reuniones extraordina- 
rias o por razón de urgencia. 

La revitalización de conferencias sectoriales, en el sen- 
tido que acabo de exponer, debe producir importantes 
frutos en el campo de la cooperación del Estado con las 
Comunidades Autónomas, pues estoy convencido de que 
son plataformas idóneas para generar su espíritu de mu- 
tua colaboración y una relación fluida de comunicación 
entre todas las instancias administrativas. 

El método de trabajo de las conferencias, basado en el 
acuerdo y el consenso, debe facilitar la formulación de 
programas de actuación sectorial, la participación de las 
Comunidades Autónomas en la elaboración de proyectos 
y programas estatales, actuaciones conjuntas en áreas de 
responsabilidad concurrente y, en general, la cooperación 
y la coordinación interadministrativa. 

Partiendo del principio de solidaridad interterritorial 
entre todas las Comunidades Autónomas y de la necesi- 
dad de los mecanismos de cooperación multilateral que 
acabo de citar, no es menos cierto que las peculiaridades 
de los diversos territorios, sus circunstancias, expectati- 
vas y problemas son diversos y, por tanto, resulta impres- 
cindible profundizar en los cauces de diálogo y negocia- 
ción que resulten más adecuados para cada Comunidad 
Autónoma. 

El realismo, igual que aconseja la creación y la poten- 
ciación de instancias de contacto multilateral, aconseja 
también, y en paralelo, esta relación y diálogo bilateral 
tan profundo como sea preciso, a fin de alcanzar un cli- 
ma de acercamiento entre los poderes públicos, centrales 
y de cada Comunidad para solucionar los problemas que 
se vayan presentado. A través de estos mecanismos bila- 
terales pueden desarrollarse muy variadas tareas, desde 
las de estricto contenido político hasta las de cooperación 
entre Administraciones de carácter técnico. Entre todas 
ellas, quiero concentrar mi atención en el día de hoy en 
dos tipos de tareas, cuya experiencia hasta ahora ha sido 
positiva: la prevención de conflictos y el impulso a los 
convenios de colaboración, por dos razones. La primera, 
porque con ello se cubren los aspectos esenciales de la 
cooperación, evitando discrepancias y tensiones cuya re- 
solución por vía judicial presenta con frecuencia más in- 
convenientes que ventajas para ambas partes, y avanzan- 
do hacia el objetivo de coordinar positivamente nuestras 
respectivas políticas a través del mutuo acuerdo. La se- 
gunda razón es que para realizar este tipo de tareas los 
instrumentos más eficaces son, sin duda, los de carácter 
bilateral. 

En cuanto a la prevención de conflictos, las actuacio- 
nes a desarrollar más en profundidad por el Ministerio 
para las Administraciones públicas se establecen en dos 
fases. En primer lugar, trataremos de prevenir el surgi- 
miento de conflictos jurisdiccionales mediante el diálogo 
en la fase de elaboración de las normas, a fin de ajustar- 
las voluntariamente a los criterios de distribución com- 
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petencial. Ello facilitará, además, la sintonía en las ac- 
tuaciones estatales y autonómicas de aplicación de tales 
normas. 

En segundo lugar, la resolución de conflictos va plan- 
teados por vía extraprocesal sobre las normas ya dicta- 
das, intentando llegar a acuerdos que permitan el deses- 
timiento de acciones legales, en líneas con lo expresado 
recientemente por el Presidente de nuestro Tribunal Cons- 
titucional. A tal fin, el Ministerio va a proceder a la revi- 
sión y análisis de los procedimientos de competencias 
planteados hasta ahora por las distintas Comunidades Au- 
tónomas ante el Tribunal Constitucional, con objeto de al- 
canzar, mediante el diálogo con cada una de las afecta- 
das, los acuerdos precisos que permitan desistir de mu- 
chas de las acciones emprendidas. Este campo de actua- 
ción en la prevención de conflictos se hace más necesario 
aún en estos momentos, puesto que nos encontramos ante 
dos situaciones nuevas: la práctica culminación de los 
procesos de traspasos, que hace multiplicar el número de 
normas autonómicas, y npestra integración en la CEE, 
cuyo Derecho ha de aplicarse en nuestro Estado, respe- 
tando el ordenamiento interno a la par que la responsa; 
bilidad internacional del Estado. La multiplicidad de sec- 
tores afectados por directivas y reglamentos de la CEE 
impone, obliga a la cooperación en este campo. 

Ahora bien, mi propósito es que la cooperación bilate- 
ral no se agote en, la prevención de conflictos y en la evi- 
tación de desajustes, sino que ha de tener objetivos más 
ambiciosos que yo resumiría en la idea de conseguir una 
coordinación profunda y estable entre las actuaciones es- 
tatales y autonómicas en los distintos sectores en que am- 
bas ostentan responsabilidades. Esta coordinación, para 
ser fructífera, ha de basarse lógicamente en el mutuo 
acuerdo. En este terreno, los convenios Estado-Comuni- 
dades Autónomas han demostrado ser una fórmula suma- 
mente efectiva que por su flexibilidad permite abordar 
cualquier proyecto que quiera realizarse en común. 

El balance que ofrece hasta ahora nuestra experiencia 
en materia de convenios es un con,junto muy positivo. El 
número de convenios suscritos y vigentes con las Comu- 
nidades' Autónomas es de 421, y distribuidos por Comu- 
nidades -no les voy a aburrir con las cifras- se puede 
observar que todas y cada una de ellas han suscrito un nú- 
mero importante de convenios con la Administración del 
Estado. Por materia, los sectores que han producido más 
convenios de cooperación o de colaboración son la agri- 
cultura y la pesca, seguidos de industria y energía, traba- 
jo y Seguridad Social, cultura, educación, etcétera. Los 
convenios de financiación -una parte de los convenios de 
colaboración- han supuesto una aportación por parte del 
Estado de 100.000 millones de pesetas para esas actuacio- 
nes en común, y las Comunidades Autónomas, por su par- 
te, han aportado a esos convenios más de 3 1 .O00 millones 
de pesetas. 

Además de estos datos, de por sí suficientemente elo- 
cuentes, me interesa destacar que por medio de los con- 
venios suscritos se han podido realizar con éxito numero- 
sos proyectos en casi todas las grandes áreas de actua- 
ción, así como cubrir objetivos de muy diversa índole. Se 

podrían poner algunos ejemplos, como la promoción de 
empleo, qcic ha dado lugar a convenios entre el Estado y 
la mayoría de las Comunidades Autónomas para la reali- 
zación de obras y servicios por trabajadores, desemplea- 
dos, o convenios en el terreno de las obras públicas, de la 
cultura, de la agricultura, etcktera. Tambikn quisiera aña- 
dir que la fórmula de los convenios se ha mostrado eficaz 
para resolver en ocasiones problemas no estrictamente bi- 
laterales, ya que afectaban a la Administración del Esta- 
do y a más de una Comunidad Autónoma. También se han 
celebrado convenios en los cuales los tres niveles de la Ad- 
ministración han participado. 

En todo caso, quiero insistir en un punto que considero 
crucial. Para que se pueda efectivamente avanzar en esta 
dirección de la colaboración es imprescindible superar 
definitivamente actitudes de recelo o desconfianza. Dicho 
en otros tkrminos, la asociación de la Administración del 
Estado a las Comunidades Autónomas para la elaboración 
de proyectos en común, que en muchos casos conllevan 
importantes desembolsos de una parte y de otra, debe ir 
acompañada de un clima gcneral de mutua confianza y 
de una actitud de  transparencia informativa por parte de 
una v otra Administración, de manera que todos podamos 
conocer con precisión los datos sobre necesidades, funcio- 
namiento de los servicios, etcétera, como presupuesto prc- 
vio indispensable para la realización de tareas en común. 

Partiendo de la flexibilidad que debe imperar a la hora 
de arbitrar fórmulas de cooperación adecuadas a cada cir- 
cunstancia, considero que la elaboración y preparación 
de los convenios ha de tener como sede natural de nego- 
ciación órganos bilaterales de cooperación. Este tipo de 
órganos resulta idóneo para avanzar en la colaboración 
vía convenios, porque en ellos puede complementarse 
adecuadamente la perspectiva sectorial específica del 
tema objeto de convenio y la perspectiva global de rela- 
ciones de cooperación en su conjunto entre el Gobierno y 
la respectiva Comunidad, lo que evitará los riesgos de dis- 
persión o desajuste entre unas áreas de actividad y otras 
y facilitará el encaje de cada acuerdo en un marco de coo- 
peración general y completa. En este sentido, nos parece 
sumamente interesante y con posibilidad de extenderlo a 
otras Comunidades, la Junta de Cooperación existente en 
la Ley de Amejoramiento del Fuero de Navarra. 

Desde el punto de vista del funcionamiento interno del 
Estado autonómico -y paso a otro aspecto de la política 
autonómica- la integración de nuestro país en las Comu- 
nidades Europeas supone un reto de gran envergadura al 
que han de responder eficazmente el conjunto de los po- 
deres públicos, con objeto de contribuir, en la medida de 
sus responsabilidades y competencias, a que por parte del 
Estado se asegure una eficaz defensa de los intereses ge- 
nerales ante los órganos comunitarios y,  al mismo tiem- 
po, se cumplan adecuadamente las obligaciones deriva- 
das de nuestra condición de miembro de la CEE. 

Consciente de  ello, el Gobierno, desde el primer mo- 
mento, incluso antes de la integración, hizo patente su vo- 
luntad de cooperación en este terreno llevando a cabo mu- 
chas sesiones informativas con las Comunidades Autóno- 
mas sobre las distintas áreas de actividad afectadas por 
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el proceso de integración. Producida la adhesión españo- 
la, el Gobierno consideró que la política de cooperación 
con las Comunidades Authomas, en los asuntos relacio- 
nados con la CEE, debía plasmarse en un convenio de co- 
laboración, entendiendo que la elección de un instrumen- 
to de asociación voluntaria para las partes reflejaba en sí 
misma la voluntad de cooperación existente y, al mismo 
tiempo, ofrecía indudables ventajas de funcionamiento, 
tal como hemos podido ver en la experiencia de otros paí- 
ses. En diciembre del pasado año, el Gobierno ofertó a to- 
das las Comunidades un convenio de cooperación inspi- 
rado en toda una serie de principios. En primer lugar, ins- 
pirado en el respeto escrupuloso del sistema de distribu- 
ción de competencias establecido en la Constitución y en 
los Estatutos, que no debe verse alterado por la incorpo- 
ración a la CEE, ni hacia dentro, de manera que las Co- 
munidades Autónomas han de mantener su nivel compe- 
tencial, ni hacia afuera, lo que supone que el Estado po- 
see en exclusiva la competencia en materia de relacione: 
internacionales. Por otro lado, el proyecto de convenio se 
apoya en el hecho de que el Estado es el único responsa- 
ble ante la CEE del cumplimiento de las obligaciones con- 
traídas, con independencia de la instancia interna encar- 
gada de su cumplimiento dentro de nuestro territorio. 

Sobre la base de estos principios, cuya aceptación creo 
que no ofrece dudas, el convenio establece una serie de 
mecanismos de coordinación encaminados a promover 
una ejecución interna del Derecho comunitario coherente 
y armónica e incorporar a las Comunidades Autónomas 
al proceso de formación de la voluntad estatal ante las Co- 
munidades Europeas. Respecto a la fase de ejecución del 
Derecho comunitario a través de normas estatales y au- 
tonómicas, el convenio prevé la información recíproca so- 
bre los anteproyectos de tales normas y la celebración de 
conferencias sectoriales para facilitar, con carácter pre- 
vio a su aprobación, la coherencia entre la regulación es- 
tatal y la autonómica y, en definitiva, una más adecuada 
ejecución del Derecho comunitario. 

La oferta que hizo el Gobierno fue respondida por to- 
das las Comunidades Autónomas, y no voy a extenderme 
ahora en pormenorizar cada una de sus opiniones. Sí les 
puedo decir que la mayoría de esas opiniones expresadas 
por las Comunidades Autónomas contribuirán a mejorar 
el texto de la propuesta, y la inmensa mayorfa de las Co- 
munidades aceptan el contenido global del convenio y la 
filosofía que lo inspira. Otras Comunidades, como en el 
caso de Cataluña y Euskadi, han manifestado diferencias 
más amplias en cuanto a los procedimientos a través de 
los cuales puede incorporarse la posición de las Comuni- 
dades Autónomas a la posición española ante la CEE y so- 
bre los mecanismos que debe ser utilizados respecto del 
traslado de información y de relación de las Comunida- 
des Autónomas con los órganos comunitarios. 

Desde la óptica de cooperación que ha inspirado al Go- 
bierno la formulación del convenio, existen en este cam- 
po diversas posibilidades que pueden y deben ser anali- 
zadas. En este sentido, recordarán SS. SS. que el Presi- 
dente del Gobierno, en su contestación al portavoz del 
Grupo Minoría Catalana en el debate de investidura, ma- 

nifestó que sería posible explorar, con objeto de llegar a 
un acuerdo definitivo, el modelo alemán de articulació: 
de este tipo de cuestiones, a fin de encontrar sobre esta 
filosofía una posición común y ponernos a trabajar. 

En cuanto a las transferencias de competencias, la con- 
clusión de los procesos de traspasos que aún quedan pen- 
dientes es un objetivo, lógicamente, de nuestra política en 
relación a las Comunidades Autónomas. Al iniciarse esta 
legislatura, el proceso de transferencias había quedado 
cubierto ya con trece de las diecisiete Comunidades Au- 
tónomas mediante los oportunos acuerdos. En primer lu- 
gar, el acuerdo al que se llegó con la Comunidad de Mur- 
cia en diciembre de 1984, hasta llegar al acuerdo con la 
Comunidad de Canarias en septiembre de 1985. Falta por 
finalizar este proceso con cuatro Comunidades Autóno- 
mas: Navarra, Galicia, País Vasco y Cataluña. Este pro- 
ceso ha supuesto, entre otras cosas, la publicación de 950 
Reales Decretos de traspasos, que han formalizado más 
de un millar de acuerdos adoptados en Comisiones Mix- 
tas, dato que ilustra y valora por sí solo el resultado de 
todo este proceso de transferencias y que adquiere, si lo 
consideramos bajo una perspectiva financiera, un espe- 
cial significado con sólo constatar que en el período 
1982-1986 los Presupuestos de las Comunidades Autóno- 
mas se han más que cuadruplicado, alcanzando actual- 
mente la cifra de casi dos billones de pesetas. A los efec- 
tos de llevar adelante la voluntad del Gobierno para con- 
cluir lo antes posible los traspasos aún pendientes con 
esas cuatro Comunidades, hemos reanudado desde el Mi- 
nisterio los contactos con las mismas y deseamos impul- 
sar -y, de hecho, así se está haciendo ya en algunos de 
los supuestos- la reanudación de las tareas de las ponen- 
cias técnicas para que sus trabajos permitan obtener las 
propuestas de acuerdos que puedan ser aprobados por las 
Comisiones Mixtas correspondientes. 

En relación a Ceuta y Melilla, conocen bien SS. SS. que 
en la anterior legislatura, en el momento de disolverse las 
Cámaras, se encontraban en tramitación en las mismas 
los proyectos de estatutos para las ciudades de Ceuta y 
Melilla. Puedo indicarles que la voluntad del Gobierno es 
que los citados estatutos sean aprobados por las Cámaras 
con el máximo apoyo parlamentario posible, por tratarse 
indudablemente de una cuestión de Estado. Por ello, el 
Gobierñio’qonsidera que debe evitarse, en torno a los fu- 
turos estatutos de estas dos ciudades, cualquier plantea- 
miento partidista o de tipo electoral, buscando, en cam- 
bio, entre todos, el consenso en las posiciones de los Gru- 
p ~ s  Parlamentarios, en atención al carácter que reviste di- 
cha cuestión que antes he definido como cuestión de Es- 
tado. Esa oferta de diálogo, que ya se planteó en la ante- 
rior legislatura, se la quiero reiterar hoy a todos los Gru- 
pos Parlamentarios, a fin de intentar alcanzar el consen- 
so sobre los techos que vayan a presentarse para su nue- 
va tramitación ante estas Cortes Generales. 

No debo finalizar esta visión de la política autonómica 
sin hablar, si bien sea unas pocas palabras, de las discu- 
siones o negociaciones para la búsqueda de un sistema de 
financiación definitivo. En 1986, como saben ustedes, el 
plazo establecido por la LOFCA y los estatutos para ne- 
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gociar la financiación autonómica sobre bases distintas a 
la' del período transitorio ha comenzado a corer. También 
concurren otras circunstancias que aconsejaban pasar al 
sistema definitivo, como son la propia experiencia de los 
problemas conocidos a lo largo de la fase transitoria, la 
implantación del IVA, que ha absorbido una parte de los 
recursos cedidos a las Comunidades, y el hecho mismo de 
nuestro ingreso en la Comunidad Económica Europea, 
que supone la existencia de nuevos instrumentos de polí- 
tica regional, como es el FEDER. 

Por todo ello, el Gobierno inició a finales del pasado 
año los trabajos encaminados a diseñar fórmulas de fi-  
nanciación definitivas c inició un proceso negociador con 
todas las Comunidades Autónomas. Más adelante, y sin 
que la propuesta supusiese modificación dc la LOFCA o 
de la Ley del Fondo de Compensación, el Gobierno, en el 
seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera, el pasa- 
do mes de abril entregó una primera propuesta y en la ú1- 
tima reunión del Consejo de Política Fiscal, celebrada el 
pasado viernes día 10, el Gobierno ha presentado ya, en 
desarrollo de esa propuesta, el resultado cuantificado del 
sistema definitivo que propone a In aprobación de las die- 
cisiete Comunidades Autónomas. El objetivo del Gobier- 
no es que, sobrc la base de esa propuesta, se pueda llegar 
a un conxnso total entre todas las comunidades, que puc- 
da ser recogido a lo largo dc la tramitación parlamenta- 
ria del proyecto de Presupuestos del Estado para 1987. 

Como saben ustedes, el sistema propuesto por el Go- 
bierno ofrece una suficiencia a las Comunidades Autóno- 
mas, al garantizar como mínimo a cada una de ellas la fi-  
nanciacibn que cada una recibe en el sistema transitorio; 
dcsarrolla la autonomía financiera al incrementar la f i -  
nanciación incondicionada, por integrarse cn ella algunas 
subvenciones de una cuarta parte del Fondo de Compcn- 
sación Interterritorial; respeta los equilibrios financieros 
del Estado: determina de forma automática las asignacio- 
nes que corresponden a cada Comunidad, evitando la re- 
negociación anual de las mismas como sucede actualmen- 
te; y calcula la participación de las Comunidades Autó- 
nomas en los ingresos del Estado en funcih de variables 
socioeconómicas, como fija la Ley Orgánica de Financia- 
ción de las Comunidades Autónomas en su artículo 13. 

Paso, señorías, a la última parte de ta intervención re- 
lativa a la política del Ministerio respecto de la Adminis- 
tración del Estado. Ya he señalado al principio que la rc- 
lación del Ministerio con las Administraciones Públicas 
quiere representar un impulso decidido hacia una com- 
prensión global de las relaciones entre Administraciones 
y que, como consecuencia de ello, se abre ahora un nuevo 
horizonte de las reformas iniciadas en la pasada legisla- 
tura en esta materia. Toda reforma administrativa, a mi 
juicio, es un proceso dc reformas ininterrumpidas y su ta- 
rea no se limita a una actuación legislativa o reglamen- 
taria en un momento determinado, sino que debe tradu- 
cirse en un quehacer diario, tanto de los responsables po- 
líticos como de los servidores públicos. Rompiendo con 
una tradición secular en nuestro país de reformas admi- 
nistrativas interrumpidas apenas iniciadas -se podía ci- 
tar desdc la de Bravo Murillo del siglo pasado hasta la 

del año 1964-, en esta ocasión el Gobierno, además de 
continuar aplicando las medidas urgentes ya emprendi- 
das para seguir garantizando la profesionalización e im- 
parcialidad de los funcionarios públicos, se propone im- 
pulsar un proceso de renovación de las estructuras orga- 
nizativas y procedimientos que le den a la Administra- 
ción del Estado una dimensión de administración del bie- 
nestar, al tiempo que la van adecuando al nuevo papel 
que ha de jugar en un Estado autonómico como ha de ser 
el nuestro. 

Si bien es cierto que la adecuación al nuevo orden cons- 
titucional del régimen de funcionarios ya se acometió 
prácticamente en su totalidad con la Ley de Medidas y su 
desarrollo reglamentario, no es menos verdad que el so- 
porte organizativo de dicha función pública tiene'todavía 
connotaciones propias de una Administración centraliza- 
da. A pesar de haberse llevado a cabo reestructuraciones 
importantes en la casi totalidad de los departamentos mi- 
nisteriales, haberse suprimido más de cien organismos 
autónomos, haberse reducido servicios provinciales, la es- 
tructura y los mecanismos de funcionamiento de la Ad- 
ministración del Estado no están todavía suficientemen- 
te adaptados para esa recíproca intcrrelación de los po- 
deres públicos sobre los que se asienta un Estado políti- 
camente descentralizado. Antes bien, nucstra Administra- 
ción del Estado siguc siendo, en buena medida, una es- 
tructura organizada para la realización de tareas básica- 
mente ejecutivas. Y ello en la mayoría de sus esferas y es- 
calones jerárquicos. Pensada y organizada por y para la 
ejecución de normas, así como para la prestación de ser- 
vicios materiales, nuestra Administración toma decisio- 
nes a través de la confección de los correspondientes ex- 
pedientes, siendo pocos los Servicios de la Administración 
en los que las tareas de planificación y programación pre- 
valezcan sobre las ejecutivas, o son pocos todavía los Ser- 
vicios en los que el manejo de bases de datos y sistemas 
informáticos sean de uso corriente. 

En estas condiciones, la política a desarrollar por el Mi- 
nisterio se orienta a cubrir, de una parte, las exigencias 
derivadas del ordenamiento constitucional, en el sentido 
de garantizar que la Administración sc halla realmente al 
servicio de los ciudadanos y, de otra, que sus estructuras 
se adecuen cada vez más a un sistema de relaciones entre 
administraciones de caráctcr cooperativo y autonómico. 
Para ello se han concebido una serie de actuaciones a las 
que me referiré con brevedad y que se agrupan en torno 
a los objetivos de agilidad en la actuación de la Adminis- 
tración, transparencia, eficacia y ,  por último, una políti- 
ca de recursos humanos que se constituya en instrumen- 
to eficaz para el logro de los anteriores objetivos. 

En torno al primero de esos objetivos, la agilidad en el 
funcionamiento de la Administración, se han elaborado 
en estos meses una serie de programas encaminados to- 
dos ellos a agilizar los procesos relacionados con las in- 
versiones públicas, la gestión de determinadas prestacio- 
nes y servicios sociales y agilizar las actuaciones de la Ad- 
ministración en materia de incentivos .y ayudas a la acti- 
vidad economica. N o  se les ocultará a sus señorías las ra- 
zones por las que vamos a comenzar a actuar en estas 
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áreas concretas. Se trata de actividades que o bien afec- 
tan a gran número de ciudadanos, entre los que se en- 
cuentran precisamente aquellos que más ayuda necesitan 
del Estado, o bien son importantes para la reactivación 
de la actividad económica en el conjunto de nuestro país. 

En lo que se refiere a la agilización del proceso de in- 
versiones públicas, de acuerdo con las hipótesis de traba- 
jo que se han planteado en cuanto a los principales pro- 
blemas que pueden existir hoy en esta materia nos hemos 
fijado como meta la reducción de determinados procesos 
administrativos de inversión, de contracción de la inver- 
sión o de realización de la misma, la racionalización y 
simplificación de la normativa aplicable a esos procesos 
y la mejora en la calidad y en el control de esas inversio- 
nes públicas. Para ello en el plazo de un año se van a Ile- 
var a cabo inspecciones operativas de servicios sobre la 
organización, control interno, cualificación profesional y 
condiciones de trabajo de los principales centros gestores 
e, igualmente, se va a crear un grupo de trabajo con re- 
presenlación de todos los departamentos que tienen una 
actividad inversora importante, incorporando también a 
esos grupos a representantes del sector privado para que 
participen desde su particular percepción del problema 
en la búsqueda de soluciones que nos permitan tener en 
nuestra Administración un proceso de inversión más ágil 
que el actual. 

En relación con la agilización de prestaciones y servi- 
cios sociales, el programa que se plantea como una pri- 
mera fase de un proyecto más amplio y ambicioso ha ele- 
gido como órganos gestores sobre los que trabajar en esa 
perspectiva de agilización al Instituto Social de la Mari- 
na y al Instituto Nacional de Servicios Sociales. El pri- 
mero de ellos, porque gestiona las mismas prestaciones 
que el conjunto del sistema de la Seguridad Social, pero 
a una escala más reducida, la del colectivo de los traba- 
jadores del mar. Y en la selección del INSERSO ha pesa- 
do el hecho de que sus prestaciones van dirigidas a dos 
colectivos de características muy singulares que los hace 
acreedores de una especial atención: los minusválidos y 
la tercera edad. El programa evaluará, siempre desde la 
perspectiva de la agilidad de la gestión, la totalidad de 
los elementos orgánicos, medios personales, materiales y 
procedimiento con que se gestionan unas prestaciones 
que en el caso del Instituto Social de la Marina ascienden 
en este ano a 69.000 millones de pesetas y en el caso del 
INSERSO a 67.000 millones de pesetas, estando dirigidas 
en el primer caso, ISM, a casi 800.000 beneficiarios y en 
el caso del INSERSO a un millón de minusválidos aproxi- 
madamente y a más de cuatro millones de personas ma- 
yores de sesenta y cinco años. 

En tercer lugar, en este grupo de programas que persi- 
guen la agilización de la Administración, hemos diseña- 
do un programa de agilización administrativa en mate- 
ria de servicios educativos en cuya importancia no hace 
falta insistir. A lo anterior, a la importancia que los ciu- 
dadanos dan a un buen funcionamiento de los servicios 
educativos habría que añadir el gran volumen de recur- 
sos que el Estado dedica a esta materia. Como es lógico, 
no se trata de analizar en este programa los aspectos téc- 

nicos de la docencia -tema que tiene que ser tratado por 
el Ministerio correspondiente-, sino de analizar determi- 
nados servicios de carácter administrativo dirigidos en 
unos casos al profesorado y en otros a los alumnos o a los 
que ya han obtenido un título y servicios que pensamos 
que pueden ser mejorados en su funcionamiento. Se van 
a esFudiar los procedimientos, medios materiales, perso- 
nales, etcétera, relativos a la adjudicación de destino de 
los funcionarios docentes, a la resolución de concursos de 
traslado, a los nombramientos de profesorado interino, la 
tramitación, adjudicación y percepción de becas y ayu- 
das y, finalmente, la convalidación de estudios y expedi- 
ción de títulos. Con este objetivo de lograr la agilización 
de los procedimientos señalados, se incluyen en el progra- 
ma como actuaciones concretas inspecciones operativas 
de servicios al tiempo que la realización de estudios de 
prospección sobre la satisfacción que perciben los ciuda- 
danos por la utilización de esos servicios, dando partici- 
pación en dichos estudios a los sectores afectados en el 
correspondiente grupo de trabajo. 

En cuarto lugar, se ha diseñado un programa de agili- 
zación en materia de servicios sanitarios concebido de 
modo similar al anterior sobre servicios educativos. Sin 
entrar en las cuestiones técnico-sanitarias, se trata de ac- 
tuar sobre la infraestructura que hace posible la presta- 
ción de la asistencia sanitaria y sobre consecuencias de 
la misma, sirviendo de apoyo a los procesos de mejora 
que el propio Ministerio de Sanidad tiene en marcha. El 
programa se divide en tres bloques que se refieren, res- 
pectivamente, ai personal sanitario -vamos a evaluar y 
a mejorar la gestión de dicho personal-, a la propia po- 
blación acogida a la Seguridad Social, agilizando la per- 
cepción de las prestaciones sanitarias, y a la propia ad- 
ministración sanitaria en cuanto que se pretende mejorar' 
la gestión de los conciertos con instituciones sanitarias 
privadas. Para conseguir esos objetivos se utiliza también 
en este caso la inspección de servicios, se realizarán en- 
cuestas entre el propio personal sanitario y entre los usua- 
rios y, finalmente, también se constituirán grupos de tra- 
bajo con representación de los sectores afectados. 

Finalmente, en materia de agilización hemos elabora- 
do un último programa que se refiere a la gestión de in- 
centivos y ayudas a la actividad económica de especial 
importancia en estos momentos. En este programa se tra- 
ta de reducir o eliminar trámites administrativos, poten- 
ciar la información para lograr un mejor conocimiento de 
estas ayudas por parte de los ciudadanos y establecer sis- 
temas de control que garanticen la eficacia de esas ayu- 
das. Es éste un terreno en el que la colaboración entre las 
distintas administraciones es de capital importancia, y 
por ello se van a continuar potenciando experiencias 
como la que se está inaugurando en estos días en Madrid 
colaborando las tres Administraciones, Ayuntamiento de 
Madrid, Comunidad Autónoma y Administración central, 
en la llamada experiencia de la ventanilla única para la 
gestión de estas ayudas. 

El segundo de los objetivos después de la agilidad es el 
de la transparencia informativa. La transparencia no sólo 
es un principio de filosofía que ha de informar toda ac- 
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ción administrativa, sino que, además, ha de ser uno de 
los grandes objetivos de toda administración al servicio 
del ciudadano y en primer lugar de la Administración del 
Estado. El ciudadano tiene derecho a estar informado so- 
bre las actuaciones de la Administración para facilitar de 
esta forma el ejercicio de sus derechos y el conocimiento 
del modo en que la Administración emplea los recursos 
financieros. Ya se han producido en este campo actuacio- 
nes en la legislatura anterior, y en la actual se va a con- 
tinuar profundizando en las mismas mediante un conjun- 
to de acciones específicas que paso a enunciar de forma 
esquemática. 

En primer lugar, queremos potenciar los servicios de 
información de las distintas administraciones. Para ello 
se desarrollarán actividades tales como el replanteamien- 
to a los órganos de información administrativa de la pro- 
pia Administración del Estado, mediante el reforzamien- 
to de las oficinas correspondientes de la Administración 
central, creación de centros de información en la admi- 
nistración periférica del Estado e incluso la posible par- 
ticipación de las oficinas postales en la prestación de cier- 
tos servicios complementarios de información. En segun- 
do lugar, la coordinación con los órganos de información 
de las demás administraciones públicas territoriales me- 
diante el establecimiento de convenios de cooperación in- 
formativa y, también, la promoción de formación espe- 
cializada del personal al servicio de las distintas adminis- 
traciones públicas en relación con técnicas de comunica- 
ción con el ciudadano. 

Otro segundo bloque de actuaciones en materia de 
transparencia informativa se refiere a actividades tales 
como el planteamiento de vías alternativas y coinplemen- 
tarias de información al público mediante el empleo de 
los medios de comunicación, la ordenación de la informa- 
ción institucional para posibilitar nuevos cauces de co- 
municación, determinación de sus contenidos básicos y la 
coordinación con el resto de las administraciones de las 
actividades que se realicen en este campo. 

Un tercer bloque ligado a la búsqueda de una mayor 
transparencia trata de buscar un proceso de renovación 
del lenguaje administrativo como instrumento básico de 
la comunicación misma. Para ello se realizarán estudios 
sobre la terminología empleada por la Administración Pú- 
blica con vistas a clarificar el lenguaje que se emplea. So- 
bre esto hay experiencias en otros países europeos del 
área de la OCDE que, lógicamente, vamos a utilizar como 
guías para estas actuaciones. 

Por último, en materia de transparencia informativa 
nos proponemos revisar una serie de procedimientos ad- 
ministrativos y métodos de trabajo empleados por las ad- 
ministraciones públicas, mediante la elaboración y de- 
sarrollo de programas periódicos de simplificación de trá- 
mites administrativos que permitan agilizar y clarificar 
la correspondiente gestión y la catalogación de formula- 
rios, impresos y modelos de documentos administrativos, 
con objeto de proceder a su revisión y simplificación tan- 
to en número como en contenido. 

En tercer lugar, después de la agilidad y la transparen- 
cia, nos fijamos como objetivo la eficacia en el funciona- 

miento de las administraciones y, dentro de ese principio 
de eficacia, tratamos de desarrollar toda una serie de pro- 
gramas de actuación. 

En primer lugar, en la búsqueda de esa eficacia en la 
actuación administrativa trataremos de revisar el proce- 
dimiento de elaboración de las disposiciones de carácter 
general, buscando los filtros necesarios para que las pro- 
pias disposiciones ayuden a un funcionamiento eficaz de 
la Administración y no al contrario, como a veces sucede. 
Trataremos también de elaborar normas administrativas 
internas que regulen la realización de la supervisión téc- 
nica y control de las disposiciones generales sobre los me- 
dios instrumentales de la Administración pública, orga- 
nización, personal, procedimientos, métodos y sistemas 
de inspección. Y como consecuencia de lo anterior, nos 
proponemos confeccionar un manual de elaboración de 
disposiciones generales que facilite a los diferentes servi- 
cios administrativos la confección de normas simples, 
comprensibles y ejecutivas. 

En segundo lugar, trataremos de reordenar los órganos 
colegiados que existen hoy en la Administración del Es- 
tado mediante un estudio de los criterios de regulación 
de los mismos y un Sistema permanente de control de su 
funcionamiento efectivo, no siempre real. 

En tercer lugar, nos proponemos proceder a un análi- 
sis y perfeccionamiento de las estructuras orgánicas de la 
Administración central, a través del diseño de los servi- 
cios generales y comunes de las unidades administrativas 
y los departamentos ministeriales y del estudio, ya inicia- 
do en la anterior legislatura, de un nuevo sistema de or- 
ganización modular de la Administración central del 
Estado. 

Otro bloque de actuaciones se refiere al estudio del pa- 
pel de la Administración institucional del Estado, anali- 
zando los actuales cometidos y funciones y concretando 
un nuevo planteamiento para la misma, que deberá de- 
sembocar en la propuesta de las oportunas normas le- 
gales. 

En quinto lugar, es preciso tomar decisiones sobre la es- 
tructura y competencias de la Administración periférica 
del Estado. Por mandato constitucional, el Delegado del 
Gobierno en cada Comunidad Autónoma dirige la Admi- 
nistraciGn del Estado en ese territorio y la debe coordi- 
nar, cuando proceda, con la Administración autonómica 
correspondiente. 

A su vez, los artículos 22 y 23 de la Ley del Proceso Au- 
tonómico prevén la reestructuración de la Administración 
periférica como consecuencia de la alteración competen- 
cial resultante de la puesta en marcha de los Estatutos de 
Autonomía, y fijan esos artículos principios y criterios que 
deben presidir esa reestructuración. Bajo los principios 
de eficacia, desconcentración, coordinación y economía 
del gasto, los criterios a aplicar, según la Ley del Proceso 
Autonómico, son la reorganización de los servicios depen- 
dientes de cada Ministerio sectorial, acomodándolos a las 
funciones no transferidas, la supresión de las estructuras 
de gestión innecesarias y ,  en su caso, su adaptación a fun- 
cíones de coordinación, planificación, inspección y docu- 
mentación, la supresión de las direcciones provinciales de 
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los Ministerios afectados por el traspaso de competencias 
y su reagrupaciqn bajo la autoridad del gobernador civil 
o, en su caso, si se reagrupan a nivel regional, bajo la de- 
pendencia directa del deIegado del Gobierno. 

El ámbito de funciones que puede corresponder even- 
tualmente a los servicios periféricos de la Administración 
del Estado no se agota, sin embargo, en el desempeño de 
las competencias ejecutivas reservadas al Estado. Además 
de ello, al Estado le sigue correspondiendo una tarea de 
seguimiento sobre la ejecución por las Comunidades Au- 
tónomas de la legislación estatal, así como la puesta en 
marcha de mecanismos cooperativos con dichas Comuni- 
dades. Con objeto de atender ambos requerimientos, el or- 
ganizativo interno, en desarrollo de la Ley del Prweso Au- 
tonómico, y el de relación con la Administración autonó- 
mica, se dictará en los próximos meses un Real Decreto 
que atienda a los criterios que acabo de expresarles y reor- 
ganice la Administración periférica. 

Todos estos programas a los que me vengo refiriendo in- 
ciden, principalmente, sobre el soporte organizativo que 
sirve de base a la realización de determinados servicios 
públicos y a la prestación de los mismos del modo más 
ágil, transparente y eficaz posible. 

Como no podía ser de otro modo, todos estos cambios 
funcionales y organizativos requieren la consiguiente par- 
ticipación y adecuación de los recursos humanos disponi- 
bles en la Administración pública. Ello exige preparar an- 
tes a quienes deban ejecutar las tareas que conduzcan a 
una Administración prestadora de servicios con eficacia. 

Continuando actuaciones ya emprendidas en materia 
de función pública, hemos concebido una serie de políti- 
cas de planificación y desarrollo de los recursos humanos 
que, a modo de cierre de la política a desarrollar por este 
Ministerio, trataré de exponer a continuación. 

El objetivo de la política de planificación y desarrollo 
de recursos humanos es convertir la gestión de personal 
público al servicio de la Administración del Estado en 
algo más que la mera yuxtaposición de actuaciones de ca- 
rácter administrativo y formalista, introduciendo siste- 
mas que permitan el incremento de la productividad y 
una mayor integración, motivación y satisfacción del pro- 
pio personal. Partimos de una concepción integral de la 
política de recursos humanos en la que sus diferentes par- 
tes deben constituir un sistema con sus elementos íntima- 
mente relacionados. También partimos de una concep- 
ción de la organización y del desarrollo administrativo 
como un proceso de cambio en el cual, junto a aspectos 
como las estructuras administrativas, la distribución de 
competencias entre órganos o la simplificación del traba- 
jo, adquieren relevancia las actitudes, motivaciones y ca- 
pacidades de los agentes de las organizaciones públicas. 

En esta concepción de la organización, el papel de los 
hombres se convierte en elemento fundamental del pro- 
ceso de cambio o reforma. Sin modificaciones profundas 
en todo lo que afecta a los recursos humanos, desde su se- 
lección y formación inicial hasta sus remuneraciones, 
carrera administrativa o adiestramiento en el servicio, no 
son posibles verdaderas reformas en profundidad de la 
Administración. Todo deseo de mejorar la acción admi- 

nistrativa a gran escala debe tomar pienamente en con- 
sideración la capacidad, los valores y la actitud de los ser- 
vidores públicos. Cambiar o modificar la estructura y el 
funcionamiento del aparato administrativo sin conside- 
rar estos factores será probablemente de muy poca uti- 
lidad. 

Una actitud motivada y participativa de los funciona- 
rios públicos es requisito indispensable para el éxito de 
los esfuerzos en materia de reformas administrativas, 
cualesquiera que sean los problemas prácticos que se 
aborden. 

La función pública exige, para su más óptimo aprove- 
chamiento, una actuación continuada que persiga la me- 
jor adecuación de los recursos humanos al servicio de las 
diferentes Administraciones, con los objetivos a cumplir 
por las mismas de acuerdo con las prioridades políticas 
que se fijen. Entre las necesidades prioritarias de una po- 
lítica de personal adecuada, debe resaltarse el manteni- 
miento de una debida coordinación entre las diversas Ad- 
ministraciones públicas. La labor legislativa desarrollada 
en la anterior legislatura se ha manifestado en este aspec- 
to en la preparación y aprobación de leyes sustanciales 
para la consecución de dicha coordinación, como la Ley 
de Medidas para la Reforma de la Función Pública y la 
Ley de Bases de Régimen Local. Asimismo, las Asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas han aproba- 
do ya bastantes leyes de función pública. 

Dichas normas deben constituir un instrumento esen- 
cial para garantizar tanto la coordinación entre las dife- 
rentes políticas de personal como la homologación del 
conjunto de funcionarios y personal laboral que presta 
servicios en el sector público. 

Los registros de personal, creados por la Ley de Medi- 
das, deben constituir igualmente un instrumento que po- 
sibilite la referida coordinación, permitiendo al mismo 
tiempo el conocimiento más exacto de la realidad de nues- 
tra burocracia. La oferta de empleo público, creada por 
la Ley de Medidas, piiede y debe ser un claro y potente 
instrumento de racionalización administrativa, no tan 
sólo desde la perspectiva del ciudadano que aspira a in- 
gresar en la función pública, sino, y, sobre todo, para la 
propia Administración, ya que la oferta de empleo públi- 
co debe facilitar una visión previa y de conjunto de la or- 
ganización lo más real posible en lo referente .al personal 
a su servicio. La oferta de empleo público'debe obedecer 
a una serie de criterios o principios que, enlazados, pue- 
den exponerse siguiendo este orden. 

La Administración, como consecuencia de la idea de 
servicio público que ha de presidir todas sus actuaciones 
y organización, debe intentar prestar éste en todas sus di- 
ferentes facetas, bajo los principios de máxima eficacia 
con el mínimo coste. Esto obliga a efectuar una progra- 
mación de efectivos que, sin dejar de atender todas y cada 
una de las funciones que la sociedad demande, limite o 
modere de forma racional el crecimiento de los gastos de 
personal, con el fin de evitar la negativa incidencia que 
sobre el contribuyente se puede llegar a producir. 

Una vez determinada cuantitativa y cualitativamente 
la oferta de empleo, habrá de abordarse el problema del 
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acceso a la función pública en el que han de prevalecer 
los principios constitucionales de igualdad, mérito y ca- 
pacidad. Garantizar el cumplimiento de estos principios 
y de aquellos preceptos dictados en su desarrollo ha de 
ser tenido en cuenta por las bases de las distintas convo- 
catorias derivadas de la oferta de empleo público. 

Como actuaciones concretas para la consecución de los 
fines expuestos cabe citar las siguientes. En primer lugar, 
determinación de las necesidades de personal de las Ad- 
ministraciones públicas a corto y medio plazo, analizan- 
do la adecuada redistribución del mismo. Así se obten- 
drán las necesidades anuales de personal de la Adminis- 
tración del Estado y se elaborará la oferta de empleo pú- 
blico coordinándola con las de las restantes Administra- 
ciones. Esa oferta de empleo público se difundirá anual- 
mente en la forma más amplia a travcs de los canales de 
que dispone la Administración y de los medios de comu- 
nicación social. Queremos ofrecer la posibilidad de ingre- 
so en la Administración de aquellos sectores y especiali- 
zaciones profesionales hasta ahora poco presentes en la 
misma, incidiendo también en la necesidad de evitar la 
concentración de candidatos de determinadas áreas geo- 
gráficas, mientras que en otras existe escaso interés, por 
falta de información, en prestar servicio a la Administra- 
ción. Para ello, además de las correspondientes campa- 
nas, se va a preparar una base de datos sobre pruebas se- 
lectivas, con acceso descentralizado, desde una red de in- 
formación con base en el Centro de Información Adminis- 
trativa y en las oficinas de información de los distintos 
Ministerios y de los Gobiernos civiles. 

En cuanto al acceso a la función pública, pretendemos 
simplificar y homogeneizar los temarios de las pruebas 
selectivas para el ingreso en cuerpos y escalas de funcio- 
narios, cuando ello sea posible, a través de la elaboración 
de programas únicos o similares para aquellas materias 
comunes en diferentes pruebas, la reducción de los ejer- 
cicios a lo estrictamente necesario para garantizar el ade- 
cuado nivel de selección y la adecuación de los temarios 
a los conocimientos exigidos para el desempeño de los 
puestos de trabajo a cubrir. Se procederá realizar ejerci- 
cios unificados para el ingreso en cuerpos y escalas en 
aquellas materias que tengan gran similitud en cuanto a 
exigencias de conocimientos básicos. Se tratará de profe- 
sionalizar al Máximo los órganos de selección del perso- 
nal, dedicando a los mismos funcionarios con continui- 
dad a estas tareas. Ello no sólo va a redundar en una ma- 
yor objetividad, racionalidad y simplificación de los pro- 
cesos de selección, sino que beneficiará el mejor funcio- 
namiento de los servicios, que hoy se ven obligados, es- 
porádicamente, a ceder parte de su personal para la par- 
ticipación en órganos de selección. Por último, se anali- 
zarán los procedimientos de selección del personal, estu- 
diando las técnicas más adecuadas para proceder a la se- 
lección' de las diferentes clases de personal, partiendo de 
las vías de acceso que ofrece la normativa vigente. 

Una vez expuestos los aspectos referidos a la determi- 
nación de necesidades de personal y sistemas de acceso a 
la función pública, procede'detenerse un minuto en el es- 
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tudio de la trayectoria profesional de los funcionarios 
públicos. 

El horizonte de posibilidades de mejora, tanto en el as- 
pecto personal como en el retributivo, con que se enfren- 
ta quien accede por primera vez a un puesto de trabajo, 
debe constituir el mayor incentivo en su actividad profe- 
sional. Esto y no otra cosa constituye la carrera, que re- 
presenta un instrumento indispensable para la consecu- 
ción de un rendimiento óptimo. 

La Administración Pública española no ha sido ajena a 
la necesidad de ofrecer una carrera administrativa a sus 
funcionarios, si bien ha adolecido de la necesaria sensibi- 
lidad y quizá de los medios económicos suficientes para 
establecer unos sistemas y procedimientos ajustados a las 
características de las organizaciones públicas. En aten- 
ción a esas necesidades, la Ley de Medidas ha disenado 
una carrera administrativa con tres vertientes. En primer 
lugar, la carrera intracocporativa, que permitirá al fun- 
cionario, a través de la antigüedad y los conocimientos 
acumulados por su experiencia, acceder a los puestos de 
mayor responsabilidad y retribución correspondientes a 
los intervalos atribuidos al grupo en que figura clasifica- 
do su cuerpo o escala. En segundo lugar, la carrera inter- 
corporativa, encaminada a facilitar la promoción a pues- 
tos de mayor cualificación mediante el acceso de los fun- 
cionarios a cuerpos o escalas del grupo superior al de su 
procedencia, una vez adquirida determinada antigüedad 
y el título académico correspondiente. En tercer lugar, la 
carrera horizontal, que a través de programas de estudios 
de necesidades y mediante la oportuna preparación téc- 
nica, permitirá que los funcionarios puedan acceder a 
cuerpos o escalas del mismo nivel de titulación, pero de 
distinta especialización. 

La carrera administrativa debe estructurarse con ca- 
rácter fundamental en función de los puestos de trabajo, 
de forma que únicamente sea posible un ascenso con oca- 
sión de vacante de un puesto de nivel superior. Por otra 
parte, no es posible estructurar una carrera administra- 
tiva partiendo de cero, dado que si se pretenden alcanzar 
resultados positivos, es preciso tener en cuenta la situa- 
ción de partida con los condicionamientos que ello su- 
pone. 
Es necesario, en consecuencia, partir del conocimiento 

de la realidad más exacto posible y ,  por tanto, se consi- 
dera imprescindible disponer de datos precisos de carác- 
ter cualitativo y cuantitativo acerca de los funcionarios 
públicos que en cada momento prestan sus servicios a la 
Administración. Conocida la realidad, ésta debe adecuar- 
se a las necesidades reales determinadas en su momento 
por las prioridades citadas. Debe procederse a la defini- 
ción de aquellas actividades desarrolladas por el sector 
público que por su naturaleza deben ser encomendadas a 
los funcionarios públicos, y ello requiere la definición de 
tareas y responsabilidades de los puestos de trabajo re- 
queridos para el mejor cumplimiento de los objetivos f i -  
jados. Conocida la naturaleza de los puestos de trabajo a 
desempeñar por los funcionarios, corresponderá efectuar 
su agrupación en atención a la naturdeza de los mismos, 
determinando los cuerpos o escalas cuyos componentes 
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deben ser adscritos a ellos, bien de forma exclusiva, bien 
de forma indistinta a varios o a todos los cuerpos o esca- 
las de determinado grupo de titulación. 

Esta tarea ya se ha iniciado en años pasados a través 
de la elaboración de los catálogos de puestos de trabajo, 
y ahora debe ser completada mediante la culminación de 
la confección de relaciones de puestos de trabajo de las 
que ya se dispone en el caso de dos Ministerios, que de 
acuerdo con la Ley de Medidas contemplan la ordenación 
de los puestos de trabajo en treinta niveles, su retribu- 
ción, su adscripción a determinados grupos de titulación, 
cuerpos o escalas y su forma de provisión por concurso o 
libre designación. 

La consecución de los objetivos señalados respecto a la 
carrera administrativa requiere las siguientes actuacio- 
nes. En primer lugar, la culminación en el plazo de un 
año de la confección de las relaciones de puestos de tra- 
bajo de los departamentos ministeriales y organismos au- 
tónomos. En segundo lugar, en congruencia con lo ante- 
rior y una vez determinada la forma de provisión de los 
diferentes puestos de trabajo a través de las correspon- 
dientes relaciones, aplicar y desarrollar el vigente Regla- 
mento de provisión de puestos de trabajo, teniendo en 
cuenta la necesaria prevalencia de la vía del concurso. En 
tercer lugar, dentro de lo que he denominado carrera in- 
tracorporativa, favorecir la promoción de los funciona- 
rios dentro de su cuerpo o escala, adecuando los niveles 
de los diferentes puestos de trabajo a la posibilidad de 
que se produzca una verdadera carrera, partiendo de la 
obtención por el funcionario de su grado personal a par- 
tir del 1: de enero de 1987. En cuarto lugar, facilitar el 
paso del funcionario a cuerpos o escalas de grupo supe- 
rior al de origen, fijando unas líneas de carrera, es decir, 
los cuerpos o escalas de los distintos grupos que dentro 
de cada área constituyen los diversos escalones de pro- 
moción. 

Se evitará también que el funcionario tenga que repe- 
tir en la fase de promoción pruebas que ya le fueron exi- 
gidas para el acceso a su cuerpo o escala de origen, y se 
facilitará la preparación del funcionario para la realiza- 
ción de estas tareas a través de las correspondientes ac- 
tuaciones del INAP. 

En quinto lugar, para el establecimiento de una ade- 
cuada carrera horizontal, se determinarán los criterios 
con arreglo a los que los funcionarios podrán integrarse 
en otros cuerpos o escalas de su mismo grupo de titula- 
ción, procurando su readaptación para un mayor y mejor 
servicio al ciudadano, facilitando, al tiempo, la mejor ade- 
cuación de los funcionarios a su vocación profesional. 
Para ello se agruparán los cuerpos en diferentes familias, 
estudiando los temarios exigidos en sus pruebas de ingre- 
so, con armonización de las diferentes materias, de cara 
a una unificación de pruebas de acceso y convalidación 
de ejercicios. De este modo se posibilitará un sistema de 
cambio de cuerpo o escala que, a la vez que asegure el ade- 
cuado nivel de conocimientos, libere al funcionario de la 
obligación de volver a pasar por un nuevo proceso de 
oposición. 

Por último, y como actuación de tipo general, se pro- 

cederá a analizar y mejorar los procesos más repetitivos 
de la gestión de personal. En este punto, y además del 
correspondiente análisis de los procesos y dispodciones 
que afectan a ‘la gestión de personal, cobra especial im- 
portancia la definitiva y total implantación del registro 
central de personal, cuya normativa de funcionamiento 
fue dictada ya en la pasada legislatura. 

La posibilidad de disponer de un banco de datos inte- 
grado en el que figuren todos aquellos que reflejen la vida 
administrativa del funcionario va a constituir, sin duda, 
un instrumento eficaz no sólo en la agilización de la ges- 
tión de personal, sino en la consecución de todo el con- 
junto de objetivos que en materia de recursos humanos 
he venido enunciando. 

Me queda hacer alguna referencia a la política de in- 
compatibilidades y a la representación de los funcio- 
narios. 

En relación con las incompatibilidades, el objetico del 
Ministerio no puede ser otro que el cumplimiento de la 
Ley 53í1984, promulgada durante la anterior legislatura. 
Como S S .  S S .  saben, la Ley tiene, en materia de activida- 
des públicas, un principio básico que es el de la dedica- 
ción a un solo puesto público y la percepción de una sola 
remuneración, habiéndose establecido un tratamiento es- 
pecífico menos riguroso para la docencia universitaria y 
para la sanidad pública. 

En materia de actividades privadas, el principio de la 
Ley es el de la autorización de todas aquellas que no co- 
lisionen con la función pública o puedan impedir o me- 
noscabar la dedicación del funcionario. El volumen de 
afectados por la aplicación de esta Ley es minoritario en 
el contexto del conjunto de la función pública estatal. Hoy 
se están tramitando un total de 40.000 expedientes, sobre 
un colectivo de millón y medio de servidores públicos. 

La aplicación del régimen transitorio previsto en la Ley 
se está llevando a cabo con prudencia, vinculado al esta- 
blecimiento del nuevo sistema retributivo, de tal modo 
que se cause el menor perjuicio posible a los interesados 
y ninguna al servicio público, para lo que las resolucio- 
nes de incompatibilidad se dictan siempre previo infor- 
me del órgano gestor correspondiente. 

En cuanto a representación de los funcionarios, es uno 
de los.aspectos pendientes de regulación en materia de 
función pqblica. Como SS. SS. conocen, el Gobierno, en 
cumplimiento de la Ley Orgánica de Libertad Sindical, 
envió en la legislatura anterior a esta Cámara un proyec- 
to de ley en el que se regulaban los órganos de represen- 
tecióri y el correspondiente proceso electoral. La disolu- 
ci6n de las Cortes impidió la aprobación de dicho proyec- 
to de ley y en este momento el Ministerio, para las Admi- 
nistraciones Públicas, tiene el propósito de someter a 
aprobación del Consejo de Ministros en las próximas se- 
manas otro proyecto de ley que en líneas generales va a 
seguir las pautas del anterior. 

Unicamente quiero señalar que en este proyecto nuevo 
se procurará descargar de protagonismo a las diferentes 
qdministraciones Públicas en el proceso electoral, inten- 
tando asimilar a éste con otros procesos semejantes. Na- 
die está más interesado que el propio Gobierno en que las 
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primeras elecciones que van a celebrarse entre los funcio- 
narios públicos se realicen bajo una normativa que ga- 
rantice al máximo la claridad y la objetividad de las 
mismas. 

Para finalizar, quiero dedicar dos palabras al Estatuto 
de la Función Pública. La promulgación de la Constitu- 
ción obligó a realizar en el Estatuto de los funcionarios 
regulado por la Ley de 1964 y por el Decreto-ley de mar- 
zo de 1977, una serie de correcciones para adecuarlos a 
los preceptos constitucionales. Así en los años recientes se 
adoptaron iniciativas legislativas para racionalizar la 
función pública, con supresión o refundición de cuerpos 
y escalas, dar cabida en el régimen disciplinario a la nue- 
va regulación de derechos y deberes de los funcionarios, 
adecuar el sistema retributivo y la carrera administrati- 
va a los principios de eficiacia y de mayor atención al ciu- 
dadano, y utilizar los efectivos de personal de forma que 
la ifiplantación del Estado de las Autonomías se hiciese 
optirniLando los recursos disponibles, evitando que se 
produjeran duplicaciones. 

Por tanto, la legislación post-constitucional de funcio- 
narios -y así se expresa en la propia exposición de mo- 
tivos de la Ley 3011984- ha tenido un sentido parcial y 
de urgente adaptación a la nueva realidad planteada por 
la Constitución española, proponiéndose la tarea de ela- 
borar un estatuto propiamente dicho a que estas normas 
sectoriales permitiesen un acercamiento previo a la rea- 
lidad de nuestra función pública. 

A partir de la observación de los resultados producidos 
por la aplicación de esas normas recientes, se procederá, 
en el curso de esta legislatura, a elaborar un texto esta- 
tutario en el que se recojan las materias actualmente dis- 
persas, con la introducción en el mismo de las modifica- 
ciones que el contraste de la experiencia aconseja. 

Perdón por la longitud. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

Después de la amplia intervención del señor Ministro, 
y tal como he dicho anteriormente, el criterio de la Mesa 
y de esta Presidencia es que la suspensión de la sesión sea 
de quince minutos. En cualquier caso, si hay algún Gru- 
po que considere la posibilidad de que sea otro el tiempo, 
no tiene esta Presidencia ningún inconveniente en recon- 
siderar esa posición. (Pausa.) 

En ese caso, lo qLie pediría a los portavoces de los Gru- 
pos es que faciliten a la Mesa quién va a hacer de porta- 
voz de Grupo en las intervenciones y quiénes van a ser 
los Diputados que efectúen preguntas cuando reanude- 
mos la sesión. 

Se suspende la sesión durante quince minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Quiero indicarles que acom- 
pañan al señor Ministro en la Mesa, en esta comparecen- 
cia, la Secretaría de Estado para las Comunidades Autó- 
nomas, doña María Izquierdo, que también forma parte 
de esta Comisión, como SS. SS. saben, así como el Secre- 

tario de Estado para las Administraciones Públicas, que 
no está en la Mesa, pero sí en la Sala, don Teófilo Serrano. 

Según me consta, han pedido la palabra, en principio, 
todas las Agrupaciones y Grupos, excepto el Grupo Mix- 
to. No sé si me equivoco. (Pausa.) 

Procederemos a las intervenciones empezando por la 
Agrupación Izquierda Unida, con tiempos de diez minu- 
tos, aunque con la flexibilidad a la que he hecho re- 
ferencia. 

Por Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Significarle que el nombre 
de la Agrupación es Izquierda Unida-Ezquerra Catalana. 

El señor PRESIDENTE: Aceptada la corrección. 

El señor ESPASA OLIVER: Nuestra intervención, 
como no podría ser de otra forma, va a iniciarse con nues- 
tro más cordial saludo al Ministro de Administraciones 
Públicas, augurarle un feliz trabajo en el desempeño de 
sus funciones y asegurarle nuestra colaboración, nuestra 
crítica cuando ello sea necesario y nuestra oposición, si 
es que no nos queda otro remedio que practicarla. 

Señor Ministro, este es un debate absolutamente asirné- 
trico, como antes ha apuntado ya un Diputado en el tur- 
no previo a su intervención, tanto en el tiempo como en 
las posibilidades réplica y contrarréplica. Por otra parte, 
usted nos ha hecho una larga -larguísima, diría yo- di- 
sertación, que más que un enunciado de propuestas polí- 
ticas era --creo que es legítimo, pero también creo que es 
legítimo apuntarl- un programa de la asignatura, un 
programa delo que debería hacerse en el Ministerio, pero 
no una priorización política señalando cuáles serán los 
elementos políticos guía de esta necesaria actuación, en 
la línea de los principios generales que usted ha expresa- 
do, en los que prácticamente todos habremos de coinci- 
dir, aunque no tanto en cómo se hará, cuándo y con qué 
criterios. 

Por lo tanto, este Diputado no va a pretender hacer aho- 
ra un discurso global y alternativo por la falta de sime- 
tría, ya que éste no es un debate de totalidad, no es un de- 
bate simétrico. Me limitaré a señalar algunos aspectos 
que creo relevantes y que en buena medida, en algunos ca- 
sos, contradicen lo que han sido sus expresiones de bue- 
na voluntad y sus exposiciones de motivos y de programa. 

Voy a empezar por donde usted ha acabado, señor Mi- 
nistro, por el tema de la función pública, de la Adminis- 

-tración Pública, referida a todas las administraciones pú- 
blicas, pero más en concreto a la del Estado. Para dar sólo 
un botón de muestra me referiré a recursos humanos y, 
para ceñirme aún más, a métodos de provisión de plazas 
de los recursos humanos. Voy a los datos porque tengo 
poco tiempo. 

Desde la promulgación de la Ley 30/1984, es decir, des- 
de el 2 de agosto, hasta el 1 .O de octubre del presente año, 
recorriendo todos los ((Boletines Oficiales del Estadon, se 
puede aseverar que se han asignado -no se han creado, 
se han asignad- 2 1.23 1 puestos de trabajo, al amparo 
de la Ley 30/1984,.y he de decir que, con los datos que 
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este Diputado tiene en la mano, los 21.231 puestos de tra- 
bajo han sido asignados por libre designación, todos. 

Si nos cefiimos a los dos únicos Ministerios que, como 
usted ha dicho, han expuesto y elaborado la relación de 
puestos de trabajo (que no es lo mismo que el catálogo de 
puestos de trabajo, como usted muy bien ha señalado), es 
decir, el Ministerio de Administraciones Públicas y el Mi- 
nisterio de Industria y Energía, vemos que en el último 
período, en Administraciones Públicas, se han asignado 
90 plazas, todas por libre designación, ninguna por con- 
curso. Dentro de estas 90 plazas, el 66 por ciento es de ni- 
veles inferiores al 26 y sólo el 33 por ciento de niveles su- 
periores al 26. En Industria y Energía se han asignado 56 
plazas, de ellas el 71 por ciento de niveles inferiores al 26, 
y sólo el 28 por ciento de niveles superiores .al 26. 

Creo que estos datos son más elocuentes que todos los 
deseos -que no pongo en duda, señor Ministro- que us- 
ted nos ha explicado sobre métodos racionales de provi- 
sión de plazas, catálogo, puestos de trabajo, transparen- 
cia, eficacia, etcétera, todo lo que usted nos ha dicho lo 
comparto a nivel de formulaciones generales, pero estoy 
en la obligación de citar este contundente y creo que las- 
timoso ejemplo, que contradice, en gran medida, lo que 
ha sido una buena parte de su exposición y,  sobre todo, 
lo que parece ser es la orientación política de este Gobier- 
no y, en parte, del anterior, puesto que el período anali- 
zado es, de casi dos años. La práctica totalidad de desig- 
nación, no de creación, de nuevas plazas ha sido por libre 
designación, cuando la Ley 30184 dice que lo habitual será 
el concurso y lo extraordinario la libre designación. 

Pasando a otros temas, relacibn y coperación de todas 
las Administraciones públicas, es evidente que lo que han 
sido las formulaciones generales de la necesaria coopera- 
ción y solidaridad este Diputado no puede hacer más que 
compartirlas en su nivel más general. Especialmente sa- 
ludo el reconocimiento -veremos en qué grado se aplica 
este reconocimiento hoy formal en esta Comisión- del 
principio de la diversidad en la construcción del Estado 
autonómico, aunque, naturalmente, entendiendo esta di- 
versidad sin menoscabo de la solidaridad. De todas for- 
mas, quiero subrayar, en este caso en positivo, la enun- 
ciación de este principio. He de decir que la práctica de 
la relación de la Administración del Estado con algunas 
Comunidades Autónomas especialmente yo puedo ha- 
blar con conocimiento de causa de la catalana- no ha es- 
tado presidida, hasta ahora al menos, por el reconoci- 
miento de este principio o derecho a la diversidad, insis- 
to, sin menoscabo del otro principio de )a solidaridad. 

En el tema de la relación con las corporaciones locales, 
yo diría, señor Ministro, que aquí hay un principio polí- 
tico básico en el que usted no ha entrado y que debería 
clarificar. ¿Se trata de que las corporaciones locales ten- 
gan relación directa y estable con la Administración del 
Estado? 20 se trata de que las corporaciones locales en 
un sistema más armónico y piramidal tengan una prime- 
ra y fundamental relación con las Comunidades Autóno- 
mas? Este sí que es un principio fundamental de organi- 
zación y de simplificación administrativa del Estado, so- 
bre el que usted no ha dicho absolutamente nada o ha pa- 

sado de puntillas. Más bien yo diría quevusted no ha di- 
cho nada, porque según como sea la relación de los entes 
locales, ayuntamientos y provincias, con la Administra- 
ción Central del Estado, se produce un puente0 o una la- 
minación de lo que son y deben ser competencias autonó- 
micas de proximidad y relación de los poderes públicos 
de todas las Administraciones lo más cercanos posible con 
los administrados. 

Por tanto, en mi opinión política, la relación privilegia- 
da de las corporaciones locales debería ser con las Comu- 
nidades Autónomas y no directamente con la Administra- 
ción Central del Estado, sin menoscabo, evidentemente, 
de la normativa básica, como, por otra parte, ya está ela- 
borada por la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local. 

Usted también ha mencionado poquísimo, por no decir 
casi nada -y eso va ligado, en mi opinión, con una insu- 
ficiencia importante en la estructura orgánica de su Mi- 
n i s t e r i e  la necesidad de un proyecto de Ley de finan- 
ciación de los entes locales. Esto ligaría con lo que pare- 
cía que iba a ser la adscripción a su Ministerio de la Di- 
rección General de Gastos de Personal y de la Dirección 
General de Coordinación de las Haciendas Territoriales, 
hecho que no se ha producido y que, en nuestra opinión, 
va a menoscabar en mucho la eficacia -que no dudamos 
a nivel personal pueda existir-, la eficacia política de su 
Ministerio en ausencia de la integración de estas dos Di- 
recciones Generales, como parecfa que se había impulsa- 
do y -me atrevería a decir-, hasta se había prometido, 
a la hora de configurar la estructura del nuevo Ministerio 
y hasta la hora de pensar en su posible responsabilidad. 

Es evidente que esta inexistencia de Direcciones Gene- 
rales hace que una parte importante de esta relación y 
cooperación entre Administraciones publicas no va a pa- 
sar a la hora de la verdad, señor Ministro, por su Minis- 
terio, sino que va a ir por otros derroteros, generalmente 
más reacios a dotar de base econbmica lo que es el reco- 
nocimiento jurídico y político de la autonomía local o po- 
lítica en el caso de las Comunidades Autónomas. Sin la 
existencia y la coordinación estrecha de estas responsabi- 
lidades polfticas, personificadas en estas Direcciones Ge- 
nerales que acabo de mencionar nos tememos que va a 
quedar muy limitada la labor de este Ministerio. 

Con respecto a las Comunidades Autónomas, volvemos 
a estar en lo mismo, señor Ministro; por una parte, la 
enunciación de los principios generales, en algunos casos 
novedosos -ya he citado el reconocimiento de la diversi- 
dad-, el de buscar el acuerdo y el consenso previo, el de 
desconflictivizar las a veces difíciles relaciones jurídicas 
entre Administraciones públicas. Es de todos sabido el nú- 
mero, demasiado elevado, de contenciosos que existen en- 
tre algunas Comunidades Autónomas y la Administración 
Central, depositadas en el Tribunal Constitucional. Creo 
que esto es un buen augurio, un buen anuncio, pero, en 
definitiva, he de decirle que vamos a estar muy atentos, 
que vamos a seguir muy de cerca la iealización de lo que 
hasta ahora nos parecen unos buenos y bellos principios, 
pero que no han sido la práctica política del Gobierno an- 
terior. Por tanto, hemos de ponerle una. cautela hasta ver 
si realmente estos propósitos se van a realizar en la línea 
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que usted ha anunciado, tanto en la cooperación sectorial 
como en los acuerdos y consensos de tipo bilateral, y la 
voluntad de desconflictivización a través de implementar 
y fomentar los acuerdos políticos, que debería ser el prin-, 
cipio fundamental de actuación, de cooperación y de co- 
laboración entre todas las Administraciones públicas en 
nuestro Estado; la voluntad inequívoca de cooperación 
política, no sólo, que se da por descontada, la lealtad cons- 
titucional que usted ha mencionado, sino la voluntad por 
todas las partes, incluso por la más fuerte - e n  este caso 
la Administración de todo el Estado- de acuerdo políti- 
co permanente con todas las Administraciones públicas 
del Estado. 

En cuanto a las transferencias, usted ha dicho que es- 
tán prácticamente resueltas 13 de las 17, ha mencionado 
cuatro de las Comunidades Autónomas que aún tienen 
transferencia pendientes, pero aquí ha habido ausencia 
de pronunciamientos políticos puntuales importantes, 
porque dan la nota de si lo que se dicc está de acuerdo 
con la realidad. Mi pregunta en este sentido es absoluta- 
mente concreta. ¿Por qué no se han traspasado aún las Cá- 
maras Agrarias a la Comunidad Autónoma de Cataluña, 
cuando desde hace más de dos anos hay acuerdo en firme 
de la Comisión Mixta de Transferencias, y ello obliga al 
Gobierno? ?Por qué? 

En cuanto al sistema de financiación definitivo, la úl- 
tima fórmula propuesta acerca mucho más que al princi- 
pio el ideal de una financiación que asegure la autonomía 
cn el gasto y la soberaria política para la propia Comuni- 
dad Autónoma; quedan aún importantes tramos a deba- 
tir para llegar a una plena satisfacción, al menos en opi- 
nión no de este Diputado, sino de todas las fuerzas polí- 
ticas de una determinada Comunidad Autónoma, la cata- 
lana, en este caso, pero se ha producido un avance. Noso- 
tros nos tememos que en el plazo cortísimo de la trami- 
tación de los Presupuestos Generales del 87 va a ser difí- 
cil, si no hay realmente una voluntad de mayor amplitud 
de miras y de estudiar la posibilidad de ampliar en el fu- 
turo y en el tiempo la actual fórmula de financiación que 
sc propone, es decir, transformarla en una fórmula pro- 
visionalmente definitiva, va a ser difícil, repito, incluir 
esta voluntad política en lo que será la tramitación de los 
Presupuestos Generales del Estado para 1987. 

Y señor Presidente -creo que estoy agotando ya mi 
tiempo-, yo he echado en falta también en su exposición 
elementos políticos importantes que permitiesen esperar 
una real mejora del funcionamiento del conjunto de la 
función pública y de las Administraciones públicas. Us- 
ted no nos ha dicho nada de una posible elaboración de 
una ley de procedimiento, de una ley sobre la jurisdicción 
contenciosa o de una ley de régimen jurídico. Al menos 
yo no he podido, en su larga exposición, comprobar si so- 
bre estas leyes pendientes aún va a haber actuación. 

Volviendo a la Ley 3011984, señor Ministro, usted nos 
ha venido a decir que éste va a ser el camino fundamen- 
tal de implementación y mejora de las Función Pública 
en todas las Administraciones, en cuanto tiene de ley mar- 
co, y especialmente en la Administración Central del Es- 
tado. Yo he de decirle que, según reciente sentencia del 

Tribunal Supremo de 2 de julio de 1986, se declaran nu- 
los artículos importantes de esta Ley y Decretos que la de- 
sarrollan. Por lo tanto, parece que el camino de la am- 
pliación y mejora de la propia Ley 3011984 se está hacien- 
do realmente difícil. Sobre esto he visto que usted no nos 
ha dicho nada. También hemos podido ver cómo en el ar- 
tículo 15 del proyecto de Ley de Presupuestos Generales 
del Estado se introducen normas que, en realidad, debe- 
rían estar en la Ley de Reformas Urgentes de la Función 
Pública, como, por ejemplo, el que se reconoce... 

El señor PRESIDENTE: Señor Espasa, le pediría con- 
creción; no estamos en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado. 

El señor ESPASA OLIVER: No, pero está referida a lo 
que aquí nos atañe, señor Presidente, en la que vemos que 
no va a ser necesario haber consolidado el grado para ac- 
ceder a plazas de nivel superior. Es decir, se utilizan me- 
canismos legales distintos a los propios de la función pú- 
blica y los que marca la Ley 3011984 para introducir me- 
joras, en todo caso contradictorias con lo que era el espí- 
ritu de la Ley. 

Y ,  para terminar -ahora sí, señor Presidente- otro 
dato que no podré cuantificar por falta de tiempo, aun- 
que, en caso de posible replica sí podría hacerlo, en las re- 
tribuciones de los funcionarios, dicho de forma corta y 
brevemente, lo que se ha producido es, a través de distin- 
tos incentivos y especialmente el de la productividad. es 
que ha aumentado el abanico salarial dentro de los fun- 
cionarios. Contra esto, en principio, no tendríamos una 
posición fundamental o dogmáticamente en contra, pero 
sí que la tenemos en la medida en que este aumento se 
ha producido a base de que los funcionarios de niveles 
más bajos han quedado congelados en sus haberes o en 
muchos casos se les han bajado, aunque sea poco -sim- 
bólicamente mil pesetas- y los funcionarios de niveles al- 
tos han subido muchísimo en su nivel retributivo. Esta- 
mos encantados de que esto haya sido así para los funcio- 
narios de nivel alto, pero nos duele y queremos denunciar 
que esto no se haya producido para los funcionarios de ni- 
vel bajo. Y como muestra un botón: en un Instituto que 
depende de su Ministerio, MUFACE, el cien por cien de lo 
destinado a productividad se distribuye sólo en el 16,7 
por ciento de los funcionarios, que casualmente estan to- 
dos por encima del nivel 24. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Espasa. 
Por la Agrupación del PDP, el señor Núñez tiene la 

palabra. 

El senor NUÑEZ PEREZ: Gracias, señor Presidente, se- 
ñoras, señores Diputados, señor Ministro. 

En primer lugar, saludarle muy afectuosamente en esta 
comparecencia como Ministro para las Relaciones con las 
Adrninistraciones Públicas y desearle sinceramente el ma- 
Sor inventario de aciertos en su gestión. Estamos dispues- 
tos a colaborar lealmente, pero también a hacer la labor 
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de oposición que, efectivamente, estamos obligados a 
hacer. 

En su discurso hay tres ideas-fuerza que estoy comple- 
tamente convencido que todas las fuerzas políticas y to- 
dos los representantes de los distintos partidos aquí pre- 
sentes aceptan sin ningún tipo de duda. Estas ideas-fuer- 
za son una Administración objetiva y con sometimmien- 
to pleno a la Ley, lealtad constitucional y huír de toda vi- 
sión partidaria y unilateral. Son palabras que usted ha 
pronunciado, al exponer lo que el señor Espasa calificó 
muy bien como un programa, programa que yo califica- 
ría de voluntarista, pero que evidentemente tiene pocas 
demostraciones en la realidad. El mostrar cómo aquí se 
hace imperioso, y nosotros hubiésemos querido que en el 
discurso del señor Ministro nos hubiera dado unas mues- 
tras claras de cambio de actitud, de voluntad en la apli- 
cación de determinadas disposiciones que han producido 
serios perjuicios en los funcionarios, pero también en el 
funcionamiento de las Administraciones. Vamos a ver si 
ese nuevo horizonte que el Ministro nos ha dibujado esta 
tarde, ese proceso de reformas ininterrumpidas que él ca- 
lificó como resúmen de la actuación de su Ministerio lle- 
gue a unas metas sensiblementz distintas y, si me apura, 
señor Ministro, contrarias de las conseguidas hasta ahora. 

No voy a hacer aquí, ni mucho menos, un análisis de 
todos los puntos y aspectos de su exposición, porque, en- 
tre otras cosas, no vamos a tener tiempo, y es posible que 
el señor Presidente me tenga que llamar al orden, pero yo 
vuelvo otra vez a confiar en su generosidad. En todo caso, 
los temas autonómicos serán objeto de preguntas puntua- 
les por mi compañero señor Ollero. 

Sí quisiera, antes de entrar en lo que considero impor- 
tante, que es el desarrollo de la aplicación de la Ley 
30í1984, hacer unos breves comentarios sobre el tema 
local. 

Efectivamente, y también lo decía el señor Espasa, hay 
algo sobre lo que usted pasó de puntillas. Cuando se de- 
batió el proyecto de ley de Bases de Régimen Local que- 
dó claro que establecía, o que era poco decidida en el re- 
conocimiento de la autonomía local, con tutelas solapa- 
das, vergonzantes por parte del Estado y de las Adminis- 
traciones autonómicas para los ayuntamientos. 

El nuevo Estado de las autonomías exige una clarifica- 
ción en estos temas que, evidentemente, redundará en el 
mejor funcionamiento de cada uno de los tres poderes. 

Háy también en la Ley -y usted tampoco habló de este 
tema-, y la práctica de la Ley ya ha dado ejemplos ma- 
los, poco respeto al principio de representatividad. Sabe 
usted, señor Ministro, que las Comisiones de Gobierno, 
Ayuntamientos y Diputaciones pueden ser nombradas por 
el Alcalde o por el Presidente sin respeto al pluralismo po- 
lítico. Sabemos cómo se ha utilizado esta facultad y qui- 
siéramos saber qué es lo que piensa el señor Ministro de 
este fallo de la Ley. 

Hay también una minimización de las competencias de 
las Diputaciones, no tienen competencias propias, sino 
delegadas, en contra de lo que dice -y usted lo citó esta 
tarde, yo me alegro de que usted lo haya citado- la Car- 
ta Europea de Autonomía Local, firmada por nuestro Go- 

bierno en 1985 -ya la discutiremos aquí en el momento 
en que este Congreso tenga que decir su palabra-, y cuyo 
principio básico ha expuesto usted con mucha claridad. 
Las competencias locales deben ser asignadas por Ley. La 
posible reforma de los Estatutos de 1988 -ya sabe usted 
que en ese plazo o en esa época pueden ser modificados 
los Estatutos de muchas Comunidades Autónomas- pue- 
den corregir este gran fallo de la vigente Ley de Régimen 
Local, y también nos hubiera gustado conocer su criterio 
respecto a este tema. 

Dejando el tema autonómico, del que habría muchísi- 
mo que hablar en temas puntuales por parte de mi com- 
pañero señor Ollero, vamos a entrar en lo que constituye 
de verdad la gran preocupación de los funcionarios y,  so- 
bre todo, de los ciudadanos que tienen que tener, cada día 
más, unos mejores servicios públicos. 

Yo no sé hasta qué punto usted valora si eso de que el 
Estado funcione, la Administración funcione, que fue un 
«slogan» muy afortunado de la campaña electoral de 
1982, ha llegado a unas cuotas admisibles para ustedes, 
aceptables para todos. 

Yo recuerdo, con respecto ya a la Ley 3011984 que, como 
apuntaba su predecesor en una parte de su cargo, el se- 
ñor Moscoso, los objetivos reseñados justificaban una ley 
urgente, efectivamente, aunque tuviera que dejar fuera de 
su ámbito aspectos tan importantes del mandato consti- 
tucional como las peculiaridades del ejercicio del derecho 
de sindicación de los funcionarios, a lo que luego nos re- 
feriremos, la regulación de sus derechos y obligaciones, 
las garantías de imparcialidad en el ejercicio de sus fun- 
ciones, es decir, cuantos aspectos forman parte del Esta- 
tuto de los funcionarios, al que usted se refirió en la últi- 
ma parte de su intervención. 

A pesar de tales ausencias y de que a la altura en que 
estamos las mismas siguen vigentes, la Ley en su conjun- 
to -se lo digo sin ningún tipo de reserva- encierra as- 
pectos positivos que nos parece lógico reconocer. Entre 
ellos, hay que destacar el cambio de acento en la valora- 
ción del puesto de trabajo que se desempeña por encima 
de la pertenencia a un cuerpo o escala determinado. Po- 
dría citar otros. El problema se plantea a la vista de la 
manera cómo se va desarrollando y aplicando la Ley, de 
las l a m a s  que subsisten y, sobre todo, de las desigual- 
dades quexse derivan para los funcionarios como conse- 
cuencia de unos mecanismos de aplicacibn durante los 
dos primeros años que cabe calificar cuando menos de ex- 
traños, y creo que soy bastante benévolo en el adjetivo. 

En diversas comparecencias, su antecesor en el cargo 
señor Moscoso trató de aclararnos las dudas que en la an- 
terior legislatura nos asaltaron a casi la totalidad de los 
Grupos parlamentarios en relación con la marcha de esta 
Ley. Tengo que empezar afirmando que en pocas ocasio- 
nes logró su propósito, por no decir en ninguna, para re- 
conocer a continuación que a menudo era explicable su 
llamada a la comprensión del Parlamento por lo ingente 
y complicado de la tarea, y en una primera etapa así lo 
reconocimos. Con ocasión de la interpelación del Grupo 
Popular sobre la reforma de la Administración pública es- 
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pañola el señor Moscoso llegó a decir que habría que te- 
ner más paciencia. 

Pues bien, a la altura en que estamos y en base al ca- 
lendario que ustedes mismos se trazaron, empieza a ago- 
tarse el razonable tiempo concedido para tener paciencia 
y empieza a agotarse no tanto por el prurito de acosar al 
Gobierno exigiéndole el cumplimiento de sus promesas 
como por la circunstancia de que aplazar má,- 3 1 as cosas 
crea situaciones de inseguridad para muchos funciona- 
rios, repercute de manera sustancial en su carrera admi- 
nistrativa y lesiona su «status» retributivo. No voy a de- 
cir ahora aquí que también repercute, cómo no, usted lo 
sabe muy bien, en la buena marcha de la Administración. 
Si a lo anterior añadimos que esta situación de transito- 
riedad y retraso en la aplicación plena de las medidas pre- 
vistas en la Ley 30/84 alberga serias sospechas de benefi- 
ciar a otros funcionarios de manera poco acorde con los 
principios de objetividad, profesionalidad y racionalidad 
fijados en la Ley, la urgencia de ponerle fin se hace evi- 
denle, y usted de esto no nos ha dicho nada, y era lo que 
yo hubiera esperado oír de usted más que cualquier otra 
cosa. 

Para analizar y exponer sucintamente las circunstan- 
cias apuntadas y llevar al ánimo del señor Ministro y del 
Gobierno la ineludible necesidad de clarificarlas y darles 
salida justa, me voy a permitir hacer una consideración 
previa. Quiero partir de la base de que el Gobierno socia- 
lista, cuando presentó el proyecto de ley que el Parlamen- 
to aprobó, no albergó la tentación de hacer tabla rasa de 
la trayectoria de los funcionarios hasta esa fecha. Apuntó 
este sentimiento por cuanto circunstancias objetivas que 
luego se han dado podían inducir a pensar en otro senti- 
do, y lo apuntó sobre todo porque ello me hace confiar en 
que, constatadas dichas circunstancias objetivas deriva- 
das del peculiar proceso del desarrollo de la Ley, el Go- 
bierno del PSOE se encontrará en buena disposición para 
ponerles remedio. Cada uno de nosotros y cada uno de los 
Grupos parlamentarios tendrá su opini6n sobre la valo- 
ración que le merece el comportamiento de los funciona- 
rios hasta la fecha de entrada en vigor de la Ley, pero no 
creo estar muy alejado del sentir de la mayoría si digo 
que los funcionarios han de ser juzgados socialmente por 
su comportamiento hasta dicha fecha con los mismos pa- 
rámetros que el resto de los colectivos sociales significa- 
tivos, y si para todos hubo transición política consensua- 
da bajo la dirección de los primeros gobiernos de Unión 
de Centro Democrático, ningún colectivo, por que vea su 
«status* regulado con posterioridad por gobiernos de otro 
signo debe escapar a las consecuencias de ese gran con- 
senso que fue la transición. Con ello quiero decir que nin- 
guna ley referida a la Función Pública debe significar una 
ruptura con la situación individual de cada funcionario y 
con lo que hasta ese momento fuera su carrera adminis- 
trativa. Los numerosos funcionarios en las filas del Parti- 
do Socialista Obrero Espaiiol como en las de otros parti- 
dos, con brillantes trayectorias profesionales, serfan los 
primeros en sonrojaue ante una tal presunta intenciona- 
lidad. No podemos olvidar que con anterioridad a la Ley 
el acceso a la Función Pública se hacía generalmente bajo 

el prisma del mérito y la capacidad. Esto ha sido recono- 
cido en esta Cámara en líneas generales por la totalidad 
de los Grupos parlamentarios, y a los Diarios de Sesiones 
me remito. 

Sentadas tales premisas, llamo la atención al señor Mi- 
nistro y a sus señorías sobre la quiebra que de tal modo 
de ver las cosas se viene produciendo con la aplicación de 
la citada Ley, y la llamo con el propósito y la convicción 
de que, como me niego a creer que ello pueda responder 
a una táctica premeditada, se ponga pronto remedio. 

Voy a tratar de exponer los efectos que sobre la carraa 
administrativa y,  por tanto, sobre los emolumentos de los 
funcionarios está teniendo la aplicación de la referida Ley 
tal como el Gobierno del PSOE la viene entendiendo. Los 
puestos de trabajo conforme al artículo 20 de la Ley se 
pueden proveer por concurso de méritos, sistema normal, 
o mediante libre designación o convocatoria pública. El 
Gobierno ha explicado las razones por las que hasta el 
presente el único sistema empleado ha tenido que ser el 
de libre designación, fundamentalmente por la falta de 
confección de las relaciones de puestos de trabajo, pero 
ya hemos visto, y me remito a los datos del señor Espasa, 
que incluso para aquellos ministerios donde estas relacio- 
nes se han publicado, se sigue aplicando el sistema de li- 
bre designación. No compartimos las razones del Gobier- 
no, pero por lo que ahora me interesa exponerles, voy a 
darlas por buenas. Confío en que, publicadas las relacio- 
nes de los puestos de trabajo -usted me ha dicho que to- 
davía falta un año para terminarlas todas y largo nos lo 
fiáis, señor Ministro- comience a funcionar con norma- 
lidad el concurso de méritos. 

Lo manifestado supone que desde la entrada en vigor 
de la Ley hasta ahora se ha procedido a cubrir los pues- 
tos de trabajo con niveles superiores a los básicos de cada 
grupo mediante la libre designación. Como el artículo 21 
de la Ley referido a la promoción de los funcionarios en 
base al método de asignación del grado personal no ha en- 
trado hasta ahora en vigor, ocurre que por el procedi- 
miento de libre designación los funcionarios pueden ac- 
ceder a los niveles más altos de su grupo sin necesitar de 
la previa consolidación por el ejercicio de dos años con- 
secutivos o tres discontinuos ni con el requisito de ascen- 
der de dos en dos niveles. Como quiera que en tales cir- 
cunstancias consolidan grado personal, nos encontramos 
con que el funcionario que el 1 de enero de 1985 fue nom- 
brado por el sistema de libre designación para un p ~ s t o  
de nivel 30 procedente del 11, y hay muchísimos ejem- 
plos, puede cesar el 1 de enero de 1987 consolidando el ni- 
vel 30 y con el derecho a que se le respete de por vida el 
mínimo nivel 28. Usted que ha sido Ministro de Trabajo 
me dirá si esto, de verdad, puede tener una fácil ex- 
plicacibn. 

Veamos la otra cara de la moneda. Un funcionario que 
durante toda su carrera administrativa haya ocupado 
puestos de alto nivel de responsabilidad con eficacia, pue- 
de haber pasado, durante el transcurso de estos dos últi- 
mos años, del nivel 30 al nivel 11, y hay muchísimos ca- 
sos, también como consecuencia del cese discrecional. 
Pues bien, este desafortunado funcionario, si entra el 1 de 
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enero de 1987 con el nivel 11 se verá obligado a ascender 
de dos en dos niveles por el transcuro de dos años conti- 
nuos o tres discontinuos para cada tramo, y tranquila- 
mente puede llegar a la jubilación sin volver a alcanzar 
el nivel .que ocupaba con anterioridad a la entrada en vi- 
gor de la Ley. ¿Se puede imaginar alguien mayor des- 
propósito? 

Se perfilan así dos colectivos de funcionarios, lo quie- 
ran o no lo quieran ustedes, pero se perfilan dos colecti- 
vos de funcionarios, el de los agraciados y el de los casti- 
gados, en base al procedimiento de aplicación y desarro- 
llo de la Ley y en especial de sus normas transitorias tal 
como el Gobierno lo ha interpretado hasta ahora. Que la 
intención del Gobierno fuera otra me gustaría oírselo de- 
cir al sefior Ministro. He venido esta tarde fundamental- 
mente a escucharle esto, y todavía creo que en la réplica 
puede haber alguna referencia al famoso Decreto «rejilla» 
y si usted lo hace, fíjese, soy el primero en aplaudirle, pero 
en la actualidad lo que estoy describiendo se está dando: 
funcionarios que hace dos años tenían el nivel 11 conso- 
lidarán el 1 de enero de 1987 el grado personal con el ni- 
vel 30; ya nunca podrán bajar del 28. Por contra, funcio- 
narios que el día de hoy ocupan 21 nivel 30 si son cesados 
antes del 1 de enero de 1987 -y ha ocurrido, repito, en 
miles de casos- pueden pasar al nivel 11, encontrándose 
con una verdadera carrera de obstáculos para llegar a la 
situación anterior. (Es a esta carrera administrativa a la 
que usted se refería, señor Ministro? ¿Es así como se con- 
sigue de verdad no solamente la eficacia, la confianza y 
la lealtad de los servidores públicos, sino sencillamente 
el mejor funcionamiento de la Administración? 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, le ruego vaya 
abreviando, si es posible. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Sí, señor Presidente, lo que 
pasa es que estoy seguro que me va a tener usted que cor- 
tar o interrumpir, porque esta materia es excesivamente 
interesante y en esta mi primera intervención, señor Mi- 
nistro, ya dije antes de empezar en una cuestión de orden 
que no teníamos más remedio que, por lo menos, agotar 
uno de los temas, no de los tres bloques de temas que tan 
brillantemente nos ha expuesto el señor Ministro. Por tan- 
to, ruego, de verdad, en este momento, señor Presidente, 
me deje terminar la exposición; quizá pueda descontár- 
melo usted en futuras comparecencias. 

El señor PRESIDENTE: Es difícil, señor Núñez. Lo úni- 
co que le digo es que lleva el tiempo más de un 50 por 
ciento sobrepasado. 

El señor NUÑEZ PkREZ: Se me ha pasado el tiempo 
muy rápido, será que son temas que nos preocupan 
mucho. 

Imagino que, repito, por su profesión y por su proce- 
dencia, señor Ministro, le,resultará difícil entender todas 
estas cosas, y yo espero, repito también, poder oírle algu- 
na aclaración que me saque de dudas, que me dé tranqui- 
lidad y se la lleve a los miles de funcionarios afectados. 

Yo tengo aquí una serie de cosas que voy a pasar por 
alto, las diremos en otro momento, pero sí quiero volver 
a insistir en que, a la vista del famoso Real Decreto de 9 
de diciembre de 1985, el llamado ude rejilla», y, en con- 
creto, su disposición transitoria primera, cabe abogar por 
la interpretación que venimos haciendo, pues cuando dice 
que hasta el 31 de diciembre de 1986 no se exigirá el re- 
quisito del grado consolidado para el desempeño de los 
puestos de trabajo, da por sentado que tal grado se puede 
tener consolidado por el mecanismo transitorio de la dis- 
posición de tal naturaleza, séptima de esta Ley. 

Pero lo que parece lógico y justo no se viene producien- 
do, o al menos no nos consta ni les consta a los funciona- 
rios afectados que se venga operando en este sentido. 

Yo comprendo lo álambicado de todos estos datos y ra- 
zones, y he procurado exponerlos con la mayor claridad. 
Aquí creo que puedo poner punto final en este tema y de- 
jar las cosas para que el señor Ministro nos conteste de 
la forma que yo espero, sin duda, que nos va a contestar. 

Hay otra cuestión que me proponía tocar y lo voy a ha- 
cer muy brevemente. El artículo 103.3 de la Constitución 
dice que “la Ley regulará el Estatuto de los Funcionarios 
Públicos, el acceso a la función pública», etcétera. son las 
Leyes de Medidas para la Reforma de la Función Pública, 
de Incompatibilidades y de la anunciada respecto al De- 
recho de Sindicalización, se ha cumplido parte de este 
mandato. Falta, a mi entender, uno muy importante, el 
Estatuto de los Funcionarios, al que se refirió el señor Mi- 
nistro, y yo espero que en esta legislatura, y con él al fren- 
te del debate, podamos tratar tema tan importante. 

Imagínese cómo, a la vista de estas consideraciones he- 
chas sobre los problemas surgidos respecto a la promo- 
ción de los funcionarios, pueden éstos confiar en que su 
imparcialidad quede garantizada. El puesto que ocupan 
lo es normalmente por libre designación y, por tanto, de 
libre destitución. Se encuentran, además, en trámite de 
consolidar su carrera administrativa y de evitar caídas de 
nivel estrepitosas. Con intencionalidad o sin ella, se lo po- 
nen difícil para mantener de manera exquisita su im- 
parcialidad. 

¿Nos referiremos al tema de retribuciones? Yo tengo 
aquí unos datos y cifras que también me ahorra decirlas 
el señor Espasa. 

El señor 5PRESIDENTE: Señor Núñez, yo le ruego que 
vaya terminando. 

El señor NUÑEZ PEREZ: No las voy a decir, señor Pre- 
sidente, pero evidentemente los datos serían muy elocuen- 
tes y seguramente les gustaría oírlos a los restantes miem- 
bros de la Comisión; pero, repito, en otra ocasión lo 
haremos. 

No tengo más remedio, eso sí, que referirme al tema sin- 
dical, y aquí me va usted a dejar dos minutos, porque las 
elecciones sindica!es se están produciendo en estos mo- 
mentos. En febrero de 1984 debatíamos, con usted de Mi- 
nistro de Trabajo, el proyecto de Ley Orgánica de Liber- 
tad Sindical, y no cabe exagerar si digo que tienen uste- 
des desde entonces como asignatura pendiente la sindi- 
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cación de los funcionarios, no sólo en lo que a la elección 
de sus representantes sindicales se refiere, sino a lo que 
podría denominarse acción sindical. ¿Recuerda usted lo 
de la acción sindical, que también regula la citada Ley Or- 
gánica? Y buen cuidado pusieron ustedes en que así íue- 
ra, y que para los funcionarios tendría que regularse es- 
tableciendo peculiaridades sobre todo en dos aspectos 
muy importantes, y lo sabe usted: el derecho a la nego- 
ciación colectiva y el derecho de huelga. Si ahora me vie- 
ne a la memoria la asignatura pendiente es, repito, por- 
que estamos en plenas elecciones para todos los trabaja- 
dores, excepto para los funcionarios. 

Han pasado ocho años después de promulgada la Cons- 
titución, y casi tres (dos y pico) de vigencia de la Ley Or- 
gánica de Libertad Sindical, y aún estamos esperando la 
Ley Reguladora del Derecho de Sindicación de los Fun- 
cionarios, hcrramienta jurídica imprescindible para po- 
der convocar y celebrar las elecciones. No me diga usted, 
señor.Ministro (ya mc lo dijo, pero no me lo vuelva a re- 
cordar) que habían remitido el proyecto a las Cortes y que 
no pudo debatirse por la disolución de éstas. De aquel pro- 
yecto es mejor no hablar, y usted, que tiene una gran ex- 
periencia en el mundo del trabajo, tiene que mandarnos 
otro proyecto; ese no sirve. ¿Por qué? Porque bosquejaba 
una regulación francamente mala y carecía de obje- 
tividad. 

Yo espero de usted, señor Ministro, excelente conoce- 
dor del mundo sindical, un provecto mejor. ¿Cuándo nos 
lo enviará el Gobierno; cuándo serán las elecciones sindi- 
cales en la Administración pública? Y dos cuestiones más 
que me preocupan profundamente: ¿Va a tenerse en cuen- 
ta el cómputo conjunto de los votos de los delegados del 
sector privado y del sector público, de los empleados la- 
borales y de los funcionarios dentro de los mismos ámbi- 
tos? iQuC entiende el señor Ministro por centro de traba- 
jo, a efectos electorales, dentro de la Administración 
pública? 

Finalmente, icómo el señor Ministro cree que en la Co- 
misión Nacional de Elecciones están perfectamente rcpre- 
sentados la mayoría de los funcionarios? ¿Lo crec de vcr- 
dad? A mí me gustaría que me lo contara. 

Y ya termino, señor Presidente, señoras y señores Di- 
putados. Me da la sensación de que se ha roto el consenso 
en materia de regulación de la función pública y de todas 
las medidas que la desarrollan. No voy a recordar que la 
Ley Maura de 19 18 sirvió para sucesivos Gobiernos, libe- 
rales, conservadores, directorios, republicanos, etcétera. 
Ustedes han hecho las cosas a su medida, pero, lo que es 
más grave, las han aplicado también a su medida, y creo 
que han errado profundamente. 

Tengo un montón de cifras que se refieren concretamen- 
te a la oferta pública de empleo de la que usted habló. 
¿Sabe cuántos de estos ciudadanos, hombres y mujeres, 
que han accedido a puestos de trabajo por esa oferta pú- 
blica en estos cuatro años son de un grupo y de otro? De 
los 170.000, 132.000 son contratados laborales; 38.000 son 
funcionarios que entraron por oposición. Solamente estos 
últimos pudieron acceder a la publicidad y ,  por tanto, a 
tener acceso en libertad y en igualdad de condiciones; 10s 

otros se enteraron por anuncios en centros directivos o 
porque algún amigo de un Ministerio o de un centro di- 
rectivo se lo contaba. 

Son datos que están ahí, yo no los he inventado, y me 
gustaría no tener que traerlos a colación esta tarde. 

Me da la sensación, señor Ministro, que tendríamos mu- 
cho de qué hablar; tendríamos que hablar de muchas co- 
sas. Yo termino ya aquí, señor Presidente. Le agradezco 
su amabilidad y lo único que le pido al señor Ministro es 
un gran acierto, porque tiene usted un reto muy grande, 
como es el corregir los graves errores cometidos en el de- 
sarrollo y aplicación de la famosa ley, en la peculiar ma- 
nera, sobre todo (por no calificarla de nociva), con que se 
abordaron y se están abordando las situaciones transito- 
rias. Haga usted un esfuerzo en esto, y lo demás le ven- 
drá dado por añadidura. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Vasco, el señor 
Zubía tiene la palabra. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Gracias, señor Presi- 
dente. Espero que no me descuente del tiempo la inter- 
vención del señor Núñez. (Risas.) Vaya por delante mi fe- 
licitación más sincera al señor Ministro en esta su prime- 
ra intervención ante esta Comisión, felicitación en nom- 
bre propio y en nombre, por supuesto, de mi Grupo. Fe- 
licitación que tiene que ser más cordial, si cabe, tras el 
tono e incluso el contenido de su amplia exposición. 

Y digo esto porque en la primera parte de su interven- 
ción, dirigida fundamentalmente a explicar la política 
que piensa seguir su Departamento en relación con las Co- 
munidades Autónomas, el señor Ministro ha puesto de 
manifiesto que espera en esta próxima legislatura conso- 
lidar el sistema autonómico. Ha hablado de la política de 
diálogo que va a imperar en su Departamento, del marco 
de diálogo permanente, en otro momento de su interven- 
ción, y de temas tan importantes (al que hacía referencia 
hace escasos momentos otro interviniente) como el de la 
no fórmula uniformadora en esa política a seguir por su 
Departamento y ,  en consecuencia, el reconocimiento de 
la diversidad. 

Decía también el señor Ministro que en las Comunlda- 
des Autónomas se sigue un sistema de descentralización, 
que debe existir una recíproca interrelación, que la polí- 
tica que va a guiar su Departamento va a ser en base a 
los principios de colaboración, cooperación y solidaridad; 
hacía referencia también a la potenciación que pretende 
dar a las conferencias sectoriales, su intención de evitar 
conflictos dentro de lo posible, y,  en definitiva, de elimi- 
nar recelos y desconfianzas mutuas. 

Evidecternente, estos son conceptos que a nosotros nos 
suenan bien, y con ellos coincidimos plenamente. Es tam- 
bién cierto que muchas de estas exposiciones no son nue- 
vas y ,  desde luego, el resultado en anteriores ocasiones no 
ha sido, a la vista está, muy favorable para nuestra co- 
munidad Autónoma, pero, en cualquier caso, como no 
queremos poner en tela de juicio la biiena disposición del 
scñor Ministro, a la espera de concreciones quedamos, y 
momentos suficientes tendremos de debatir si realmente 
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se llevan a buen término estas propuestas, estas líneas ge- 
nerales del señor Ministro. 

Pero tengo que incidir especialmente en el tema de las 
transferencias pendientes a las Comunidades Autónomas. 
Ya el señor Pons Ir.azazába1 (en el momento actual digno 
Presidente de nuestra Cámara), con motivo de su, creo re- 
cordar, primera intervención (y creo que incluso la últi- 
ma también) ante esta Comisión, cuando fue designado 
Ministro de Administración Territorial, ponía de mani- 
fiesto (era el 22 de octubre de 1985, es decir, hace prácti- 
camente un año) que en aquel momento había finalizado 
ya el traspaso de competencias, y que únicamente esta- 
ban pendientes de cerrarse los procesos transferenciales 
en las tres Comunidades históricas y en Navarra. Añadía 
el señor Pons en aquella intervención que, en cualquier 
caso, los procesos en estas tres Comunidades históricas es- 
taban extraordinariamente avanzados y próximos a la 
culminación. 

Ha transcurrido desde entonces, a la vista está, prácti- 
camente un año y es justo reconocer que en tal período 
de tiempo no se ha producido ni un solo hecho digno de 
mencionar que nos haga pensar que realmente este pro- 
ceso de culminación estS llegando a su fin. 

Siguen sin resolverse transferencias no residuales -re- 
firiéndome ya concretamente a nuestra Comunidad Autó- 
noma vasca-, sino de la importancia y la trascendencia 
de materias como las de empleo, Seguridad Social, inves- 
tigación y tecnología, estadística, turismo, obras hidráu- 
licas, etcétera, muchas de las cuales, obvio es decirlo, le 
son perfectamente conocidas al actual señor Ministro de 
Administraciones Públicas. 

Es por ello que, a la vista de sus manifestaciones y ha- 
ciendo nuestras sus palabras de que se han reanudado 
contactos y que espera que exista un rápido relanzamien- 
to de las transferencias pendientes, confíamos en que así 
va a s t r  y que, de una vez por todas, en este próximape- 
ríodo legislativo, realmente podamos llegar a la culmina- 
ción del proceso de transferencias de nuestra Comunidad 
Autónoma. 

Es de esperar también que este clima de diálogo al que 
se refería el señor Ministro, de diálogo permanente que 
debe guiar la actuación de la Administración del Estado, 
llegue también a las cuestiones relacionadas con el con- 
cierto económico y con el cupo. N o  quiero ahondar en el 
tema, pero creo que el señor Ministro conoce y sabe per- 
fectamente hacia donde me dirijo. En consecuencia, lo 
único que pretendo en este momento decir es que espero 
que esa buena voluntad y ese clima de diálogo también 
alcance y albergue esa preocupación para nosotros evi- 
dentemente importante. 

En un segundo bloque de la intervención del senor Mi- 
nistro se ha hecho referencia a la política local y se ha 
puesto de manifiesto el amplio desarrollo legislativo se- 
guido en la pasada Legislatura. Efectivamente, durante 
la pasada Legislatura se aprobó en esta Cámara una Ley 
tan importante como la reguladora de las Bases del Ré- 
gimen Local y, como sin duda SS. SS. saben y el señor Mi- 
nistro también, en dicha Ley existe una disposición adi- 
cional, concretamente la segunda, que fue objeto de am- 

plio debate como consecuencia de una enmienda de nues- 
tro Grupo Parlamentario, y por la misma se establecía en 
uno de sus puntos, concretamente en el 9, que para la for- 
mación por el Instituto Vasco de las Administraciones Pú- 
blicas (IPAV), de los funcionarios a que se refería el artí- 
culo 92.3, concretamente se refería a secretarios, interven- 
tores y depositarios, sería necesario establecer un conve- 
nio entre este Instituto Vasco de Administración Pública 
y el Instituto de Estudios de Administración Local. 

Hoy es el día en que ha transcurrido prácticamente año 
y medio desde que se aprobó dicha Ley de Bases, y tam- 
bién hoy es el día en que todavía no se ha cumplido con 
el precepto de esa disposición adicional y.hoy es el día en 
que todavía no se ha establecido ese convenio entre am- 
bas instituciones. Han existido contactos, efectivamente, 
pero los mismos están interrumpidos prácticamente des- 
de el mes de marzo último. Es por ello que sería mi deseo 
conocer, dentro de lo posible, cuáles son las previsiones 
que tiene el Ministerio de cara al total y perfecto cumpli- 
miento de esta disposición adicional segunda de la Ley de 
Bases de Régimen Local. 

Por último, senor Presidente, en la ter;cera parte de su 
intervención el señor Ministro se ha referido a la Admi- 
nistración del Estado y a la necesidad de llevar a cabo 
una reorganización de las estructuras, lo que denomina- 
ba el señor Ministro la adecuación al nuevo régimen cons- 
titucional. Terminaba el señor Ministro diciendo que era 
necesario que hubiera una reestructuración de la Admi- 
nistración periférica del Estado. 

Efectivamente, haciendo nuestras las palabras del se- 
nor Núñcz, consideramos que es una asignatura pendien- 
te que todos tenemos el llevar a cabo una auténtica ade- 
cuación de la actual Administración del Estado al nuevo 
modelo de las autonomías, y sobre todo y fundamental- 
mente llevar a cabo una modificación de las estructuras 
de la Administración periférica del Estado. 

Es por ello, y sobre todo en base,a las líneas que según 
el señor Ministro piensa llevar a cabo para la consecución 
de esa política, y que eran las de agilidad, ttiansparencia 
y eficacia, por lo que yo me atrevo a preguntar al señor 
Ministro si entra realmente en los planes de su Ministe- 
rio, dentro de esta reestructuración que piensa llevar a 
cabo de la organización periférica del Estado, el suprimir 
la fig);rsi de los gobernadores civiles y,  consiguientemen- 
te, la derogación del Estatuto de gobernadores civiles y 
la consiguiente modificación de la Ley reguladora de la 
figura de los delegados del Gobierno. 

Es una pregunta, senor Ministro, muy concreta que me 
atrevo a formularle en función concretamente de los tres 
requisitos a que usted aludía con anterioridad que iban 
a guiar su política en la reforma de la Administración: 
agilidad, transparencia y eficacia, habida cuenta de que 
entendemos -mi Grupo siempre lo ha puesto de mani- 
fiesto- que en este momento la figura de los gobernado- 
res civiles poca razón de ser tiene, si tenemos en cuenta 
que parte de sus competencias han sido asumidas por las 
Comunidades Autónomas y que, incluso, existe en éstas 
una figura de alguna manera superpuesta como es la de 
los delegados del gobierno. 
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Eso es todo, señor Presidente, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Zubía, sobre 

Por el Grupo de Minoría Catalana, la senora Cuenca Va- 
todu por haber vuelto al orden del tiempo. 

lero tiene la palabra. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señor Presidente, se- 
ñores Diputados. Muchas gracias, seiior Ministro, por es- 
tar hoy en esta Comisión de Administraciones Públicas 
para informar de la política dc su Departamento y ,  sin- 
ceramente, le agradece Minoría Catalana el esfuerzo que 
ha hecho en elaborar su programa para estos cuatro años, 
puesto que hace poco tiempo que usted es titular del Mi- 
nisterio de Administraciones Públicas. Le agradecemos cl 
esfuerzo y Ic felicitanios por e l  discurso que nos ha pcr- 
niitido conocer las líneas de su política. 

Su discurso me ha parecido completo cn cuanto a que 
creo que hace una enumeración casi exhaustiva de los di- 
ferentes temas objeto de su Departamento. También le he 
de d k i r  que me ha parecido demasiado pormenorizado 
en algunos puntos e ,  incluso, le diría aburrido. En algu- 
nos momentos me ha parecido más propio de una clase 
en el Instituto Nacional de la Administración Pública de 
Alcalá, que no una exposición para abarcar las grandes Ií- 
neas políticas de su política -valga la redundancia- en 
estos cuatro anos. 

En su discusión también he encontrado, porque he leí- 
do  otras comparecencias de los anteriores titulares, una 
filosofía diferente que guiara su actuación cn estos cua- 
tro anos. Espero que pueda decir lo mismo cuando estas 
líneas políticas que ha explicado aquí se ejecuten. Confío 
que así será, señor Ministro. Sé dc su actuación en el Mi- 
nisterio de Trabajo v confío sinceramente en que La eje- 
cución de las líneas políticas de su discurso y la diferente 
filosofía con respecto a sus titulares seguirá esa misma 
línea. 

De todas formas, no quiero pasar por alto que en su dis- 
curso ha olyidado totalmente la actuación de su Gobier- 
no, 10s cuatro anos anteriores. Es un Gobierno del Parti- 
do Socialista, no es  un Gobierno de signo diferente, y us- 
ted ha olvidado la política en cuanto a Administraciones 
Públicas, es decir, la política que se llevó a cabo en e l  Mi- 
nisterio de Administración Territorial y en el Ministerio 
de Presidencia. 

Usted ha utilizado un nuevo mensaje y le he de decir 
que me ha parecido que su exposición es mucho más com- 
pleta que el propio programa del Partido Socialista del 
año 1986. No mas completo que el programa del Partido 
Socialista en 1982, que n o  se cumplió, pero sí más com- 
pleto que el programa del Partido Socialista en el 86. Es- 
peremos que en esta legislatura, a pesar de que el progra- 
ma es más corto y menos cxplicativo, pueda llevar a cabo 
la política que nos ha expuesto. 

Yo, señor Ministro, he notado un lenguaje diferente en 
un tema tan usado como es el de la reforma administra- 
tiva, y le dirí. por qué. De todas formas, no me ha qucda- 
do claro si usted propone políticas administrativas o sim- 
ples transformaciones de las Administraciones Públicas. 

Usted sabe que hay un debate fuera de España, en Euro- 
pa y en Estados Unidos, y ya  no hablan de reforma ad- 
ministrativa, que está en desuso, sino de política de fun- 
ción pública, de políticas públicas. Tengo su discurso, me 
ha parecido que el encabezamiento d~ la parte de ((Admi- 
nistración del Estado» iba en la línea de políticas admi- 
nistrativas y no de simples reformas administrativas, 
pero no lo he sabido ver concretamente. 

Le decía, señor Ministro, que ha olvidado la actuación 
de su Gobierno durante cuatro anos (no me gusta hacer 
demasiadas referencias al pasado, pero sí cuando el Go- 
bierno es del mismo signo político). Es cierto que era muy 
difícil acometer una reforma de la Administración, siem- 
pre lo es ,  dura mucho, en el tiempo, sobre todo porque ha- 
bía que partir de una democratización en una crisis eco- 
nómica, con un proceso de transferencias, es decir, trans- 
formación del Estado centralista en uno autonómico; 
también estaba pendiente la adhesión a la Comunidad 
Europea y era un momento de renovación tecnológica. 
Para todo ello hacía falta, y esto creo que sí se podía ha- 
ber hccho, o al menos iniciarlo, una política de personal, 
de estímulo a los funcionarios, diría casi una política si- 
cológica, que concienciase a los funcionarios de los cam- 
bios en curso para que se sintieran motores y pudieran Ile- 
var a cabo estos cambios, y no lo han hecho, ni el Gobier- 
no socialista lo planteó. Durante cuatro años se ha hecho 
una política absolutamente improvisada en cada momen- 
to, se han hecho actuaciones puntuales muy de noticia te- 
levisiva. como las ventanillas, etcétera, pero ha habido 
una descoordinación total dentro de los diferentes Minis- 
terios. Usted hablaba en su discurso de coordinación de 
las diferentes Administraciones territoriales. Yo le digo, 
señor Ministro, que todavía falta por coordinar su Minis- 
terio, que ahora es doble, que suma Administración Terri- 
torial y Presidencia; falta por coordinar con el Ministerio 
de Economía. Y pregunto, señor Ministro: jsu Ministerio 
se coordinará con el Ministerio de Economía? Si no, la 
descoordinación y la imposibilidad de llevar a cabo la re- 
forma administrativa o una nueva política pública será 
imposible. 

En estos cuatro años no sé si el desorden heredado, el 
desorden de la Administración franquista que, al menos, 
todos hemos leído y estudiado, se ha transformado en un 
nuevo orden o en un nuevo desorden. En este momento 
tengo la sospecha de que no sé qué es lo que hemos trans- 
lormado, hasta tal punto que creo -y, al menos, en los 
departamentos de la Universidad se comenta- que se ha 
llegado a un desprestigio en la reforma de la Administra- 
ción; parece que cuando se habla de la reforma de la Ad- 
ministración, de los criterios de eficacia y de agilidad en 
la Adniinistración, hay una cierta sonrisa por parte de la 
sociedad y también por parte de los políticos. Creo que e l  
desprestigio ha llegado quizá al fin de esta rctorma ad- 
ministrativa. No sé si esto tiene remedjo. Me ha parecido 
que usted quiere remediarlo, y me parece que, entre to- 
dos, si las líneas políticas que ha expuesto las lleva a cabo, 
podremos despertar el interés de la sociedad y no sólo de 
ésta, sino de toda la clase política, por la Administración. 

Su Gobierno, señor Ministro, hace muchos anos que vic- 
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ne hablando, por otra parte, de la reforma de la Adminis- 
tración pública. En el preámbulo de la Ley de Medidas 
de la Función Pública ya se hablaba de la reforma como 
urgente y acuciante; no se ha hecho, y usted ahora pro- 
pone que se va a hacer, al menos, una política pública. 
En relación a este debate que usted propone y que creo 
que es absolutamente necesario, porque la reforma no se 
puede hacer solamente desde las estructuras tecnocráti- 
cas, déjeme que le diga que se han perdido cuatro años, 
y que me parece un poco difícil que en estos cuatro años 
pueda usted hacer el debate y llevar a cabo la reforma, re- 
forma a la que, le he de decir también, le pongo un gran 
interrogante, porque vamos tan lentos que seguramente 
cuando la reforma esté hecha -para lo cual han de pasar 
muchísimos años, porque no es una cosa de debatirla, re- 
flexionarla y comenzarla a aplicar-, los cambios socia- 
les y tecnológicos habrán cambiado la sociedad y los tiem- 
pos, y hará falta otra reforma. En la mayor parte de paí- 
ses donde se ha llevado a cabo la reforma administratri- 
va, ya no se habla hoy de reforma administrativa, sino de 
nueva política pública, con vistas más al futuro, para que 
la reforma administrativa no vaya siempre a remolque de 
los cambios de la sociedad. 

Un estado moderno es un estado que, ya sabe usted, se- 
ñor Ministro, se organiza de manera que la Administra- 
ción, como instrumento de esta política, funciona de for- 
ma adecuada a la sociedad, ofreciéndole satisfacciones 
propias de los tiempos en que vive, es decir, una Admi- 
nistración de bienestar, como usted bien decía. Eso es lo 
que hemos de hacer, y si esta reforma se lleva a cabo tan 
poco a poco, la sociedad habrá cambiado y estaremos des- 
fasados en cuanto a la reforma de Ia Administración. 

Le pregunto si usted habla de nuevas políticas o de re- 
forma de la Administración, porque esta nueva política 
pública sí que necesita una reflexión. La Administración 
pública es una realidad muy poco conocida por los agen- 
tes sociales y realmente hace falta impulsar un debate del 
que, seguro, surgirán ideas y un interés por la Adminis- 
tración, y no se verá por parte de los ciudadanos, como 
se ve ahora, que la Administración es un problema 
irresoluble. 

Me preocupa, señor Ministro, lo que usted ha dicho so- 
bre que ya se ha hecho prácticamente todo en el tema de 
la función pública -tema que, por otra parte, ha tratado 
de manera exhaustiva-; que con la Ley 30 se hizo la ade- 
cuación constitucional del régimen funcionarial. Esta es 
una afirmación, señor Ministro, que le pido que medite, 
puesto que esta Ley -según dice el preámbulo- es una 
Ley de bases coyuntural y provisional, y me parece un 
poco grave que la adecuación al orden constitucional se 
haga por una ley coyuntural que contiene -según dice la 
misma Ley- medidas provisionales. Esto me confirma 
una sospecha, y es que, cuando finalmente se elabore el 
estatuto de la función pública, ya no habrá nada más que 
regular, puesto que las normas provisionales y coyuntu- 
rales habrán sido la ordenación de la función pública, ha- 
brá sido el estatuto de la función pública. Creo, señor Mi- 
nistro, que esta afirmación la tendría que meditar, aun- 
que pienso que quedan muy pocos aspectos por tratar, 

porque esta Ley del año 1984 tendrá una vigencia aún más 
larga en el tiempo. Además, le voy a decir una cosa. Con 
esta Ley -y he leído uno de los debates de cuando se pre- 
sentó la Ley- se pretendía el paso de una estructura de 
función pública de cuerpos a una estructura de puestos 
de trabajo; eso no se ha conseguido, pero creo que por pri- 
mera vez en el Estado español se ha conseguido con esta 
ley la generalización sin precedente del sistema burocrá- 
tico funcionarial y, lo que es peor, este esquema se ha tras- 
ladado a las Comunidades Autónomas y, en algunos ca- 
sos, con dudosa -si me lo permite- legalidad. 

Sobre el estatuto de la función pública le pregunto, 
jcuándo? Creo que es urgente, y creo que el estatuto de- 
bería producir la ordenación de la función pública al or- 
den constitucional, a la Constitución. 

Tengo otros temas, señor Ministro (dejo ya el tema de 
la reforma). No le voy a preguntar por la Ley Orgánica 
de Libertad Sindical, puesto que ha habido ya preguntas 
sobre ello: sin embargo, tengo una concreta, que no'se ha 
formulado, que es si la Ley que regule los órganos de re- 
presentación en las elecciones sindicales permitirá el de- 
sarrollo posterior por las Comunidades Autónomas, es de- 
cir, si serán unas bases que permitan desarrollo por las 
Comunidades Autónomas o serán unas normas cerradas. 
Usted sabe, señor Ministro, que las normas básicas no son 
básicas por el hecho de que la ley lo diga, sino por el con- 
tenido material, y, hasta ahora, la legislación de funcio- 
narios está plagada de normas que formalmente son ba- 
ses, pero materialmente no lo son. Mi pregunta es, si se 
respetará o se dará posibilidad a que las Comunidades Au- 
tónomas puedan desarrollar esta Ley de órganos de re- 
presentación sindical. 

En esta misma línea sobre lo que son o no son bases, a 
pesar de que estén en una ley calificadas como tal, le pre- 
gunto si es criterio de su Ministerio que la disposición de- 
cimoquinta de la Ley 30, respecto a la creación de Cuer- 
pos docentes, es posible por parte de las Comunidades Au- 
tónomas; si es posible que las Comunidades Autónomas 
creen cuerpos docentes. Señor Ministro, la disposición de- 
cimoquinta se introdujo en el Senado -aunque no conoz- 
co todavía mucho la mecánica parlamentaria- por una 
enmienda, cuando parece que era propio de una proposi- 
ción de ley más que de una enmienda; en todo caso, la 
ley está aprobada; una disposición que no se debatió en 
el Conpeso y creo que es de aquellas normas que por su 
contenido material no son bases, pero sí por la forma, por- 
que así está establecido en la propia ley. 

Sobre las transferencias a las Comunidades Autónomas, 
dividiría en tres bloques los problemas que hay pendien- 
tes con la Generalidad de Cataluña. El primero, señor Mi- 
nistro, sería si es posible que, aquellas transferencias que 
están pendientes de resolución sobre problemas técnicos, 
se aceleren, porque están completamente al ralentí. i v a  
usted a dar impulso a estas transferencias? Hay otras que, 
cómo sabe el señor Ministro, están pendientes de una sen- 
tencia del Tribunal Constitucional y otras que están pen- 
dientes de decisión política. Creo, señor Ministro, que ha 
de hacer un esfuerzo, plantear y resolver la transferencia 
del INEM y del INSS. 



Respecto a las relaciones de las Comunidades Autóno- 
mas con la Comunidad Europea, el señor Ministro ha ex- 
presado que, a finales del ano 1985, creo, presentó a las 
Comunidades Autónomas un proyecto de convenio. Usted 
ha señalado los diferentes principios que inspiraban este 
convenio. También ha dicho que Cataluña no estuvo de 
acuerdo. Señor Ministro, hay un tema pendiente -que su- 
pongo que usted conoce, a pesar de que no era entonces 
titular de Administraciones Públicas que es el de la apli- 
cación de las directivas europeas. He oído cn la prensa y 
me han informado unos representantes de la Comisión 
Mixta de la Gen-eralidad que se pensaba hacer una Ley de 
bases para asegurar el cumplimiento por parte de las Co- 
munidades Autónomas de las diferentes directivas comu- 
nitarias. Senor Ministro, el Estado puede elaborar las ba- 
ses sobre lo que es su competencia, pcro no puede clabo- 
1-ar bases sobre competencias que la Constitución no le 
da .  Por tanto, hay un tema pendiente. Los principios son 
los que u.sted ha explicado, pero le pregunto, señor Minis- 
tro, ¿Ley de bases para el cumplimiento de las directivas 
por parte de las Comunidades Autinomas? 

Por otra parte, le pregunto más concretamente por la 
participación de las Comunidadess Autónonias en las ins- 
tancias de decisión comunitaria, primero en la formación 
de la voluntad española y después en la formación de la 
voluntad comunitaria. Si cuando en la Comunidad Eco- 
nómica Europea se trate un tema que afecte a las compe- 
tencias de las Comunidades Autónomas, i-stas podrán cs- 
lar  presentes en la negociación. Este es un tenia que, como 
ustcd ha dicho, el portavoz de Minoría Catalana planteó 
al Presidente del Gobierno y dijo que era un tema de cs- 
tudio. Yo le pregunto si csc estudio está ya  más avanzado. 

En el tema de financiación no entraría. Yo creo que es 
un tema en el que parece que se ha avanzado, pero va a 
ser largo y me temo que quizá no pueda resolverse antes 
de la aprobación de los Presupuestos de 1987. 

Le voy a hacer un ruego, señor Ministro. El año pasado 
se produjo la transkrencia de las Universidades a la Ge- 
neralidad de Cataluna, pero e11 los Presupuestos de 1986 
estuvo mal incluida. Pues bien, vuelve a estar exactamen- 
te igual en los Presupuestos para 1987. Si el tema dc la 
financiación de las Comunidades Autónomas no  está re- 
suelto a principios de año, las universidades catalanas 
volverán a pasar otra vez por el mismo calvario que este 
ano con sus Presupuestos. 

El señor PRESIDENTE: Senora Cuenca, y o  dejaría esos 
temas para la Ley de Presupuestos y para las enmiendas 
correspondientes que su Grupo sin duda podrá presentar. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Perdón, va he ter- 
minado. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, setiora Cuen- 

Por el Grupo CDS ticne la palabra el señor Santos 
ca. 

Miñón. 

El señor SANTOS MINON: Señor Ministro, es obliga- 

do iniciar la exposición en nombre del Grupo Parlamen- 
tario Centro Democrático y Social agradeciendo su pre- 
sencia y deseándole éxito en su gestión. 

Nos ha dado a conocer las grandes líneas sobre las que 
va a centrar su actuación futura. De la información que 
sc nos ha propicionado y las perspectivas enunciadas ex- 
traemos como consecuencia la existencia de un ánimo de 
continuidad en la actuación y de ir progresivamente com- 
pletando el marcu legislativo en que debe desenvolverse 
la Administración pública, considerada en su más amplio 
sentido. No  obstante, en nuestra estimación, siendo los ex- 
puestos los criterios que marcarán la pauta, con funda- 
mento en lo ya realizado, quedan un tanto en el aire al 
no  poderse exponer con toda amplitud el contenido de los 
proyectos enunciados y el momento de su realización. 
Tampoco se han dado a conocer los principios básicos que 
deben inspirar todo el quehacer administrativo, por lo 
que, aunque creemos en su buena voluntad, todo ello que- 
da  aún en el aire. 

Hasta ahora, en todas las comparecencias, la actuación 
de los grupos políticos, salvo el que apoya a l  Gobierno, 
ha sido de crítica a la exposición y a los proyectos anun- 
ciados, conteniendo en muy escasas intervenciones pro- 
puestas alternativas o complementarias que puedan enri- 
quecer la labor pendiente de realizar. Dado que quienes 
nos han precedido han aportado los datos y hecho la crí- 
tica a su intervención, con los que coincidimos en su ex- 
posición, es intención del Grupo que represento introdu- 
cir un nuevo elemento que ya hemos anunciado v hacer 
que esta comparecencia se convierta, por la delicadeza de 
los temas que se tratan, en una aportación de nuestra opi- 
nión política sobre las modificaciones y correcciones a in- 
troducir en lo ya hecho v sentar las bases para la confec- 
ción de cuanto queda por realizar, de forma tal que las 
nuevas disposiciones sean, en realidad, unas normas 
consensuadas. 

Estimamos, por tanto, que previo el consenso de todas 
las fuerzas políticas para sacar adelante la ingente tarea 
que lleva consigo'la adecuación de la Administración a 
un Estado moderno y progresista, con las implicaciones 
que la adhesión a la Comunidad Europea está originando 
y que, al propio tiempo, provoca la urgcnte necesidad de 
adaptacich de nuestras estructuras a las comunitarias, los 
fundamentos en que debe inspirarse la puesta a punto que 
se propugna han de pasar forzosamente por los siguien- 
tes, que esquematizamos. 

Pocas áreas del quehacer político precisan tanto Icvan- 
tar la bandera de la ilusión y el progreso como la refor- 
ma de la Administración pública, de acuerdo con la Cons- 
titución de 1978 y teniendo como telón de fondo la pro- 
pia noción del Estado de las Autonomías, sin el cual cual- 
quier paso que se dé carecerá necesariamente de con- 
gruencia y de generalidad. En los últimos años se han su- 
cedido programas de modificación y cambio que, por no 
haberse ultimado o precisamente por'haberse llevado a 
la práctica, han sumido a las Administraciones públicas 
cn un estado lamentable, en el que a la falta de estímulo 
de sus servidores se une un deterioro funcional del que es 
apremiante salir. Ese horizonte de confusión y falta de efi- 
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cacia se ha agravado de forma importante en los últimos 
tiempos, en los que la forma de regir la Administración 
parece transportarnos, a través del túnel del tiempo, a 
momentos y pautas de conducta que parecían ya defini- 
tivamente desterrados de nuestra vida administrativa y 
social. 

La moderna concepción del Estado precisa modificar 
las normas que rigen muchos de sus aspectos, pero la re- 
forma no puede quedarse sólo en un cambio legislativo. 
Es preciso romper con viejas dinámicas para imponer un 
nuevo estilo, una nueva forma de hacer las cosas, marca- 
da por el sello del servicio a la sociedad. Debe imprimir- 
se un giro que abarque los aspectos esenciales del funcio- 
namiento de las Administraciones públicas. En la norma- 
tiva que regula sus procedimientos y formas administra- 
tivas predominan los mecanismos rituarios que, aunque 
concebidos como garantía de los administrados o como 
consecuencia de la preeminencia del interés general, han 
acabado convirtiéndose en mecanismos retardatarios de 
la actuación u obstáculo para una rápida acción de la jus- 
ticia. Tal es el caso de la exigencia del recurso previo a 
la vía judicial, los trámites de ctntralización de las com- 
pras en los organismos, los mecanismos de intervención 
de los gastos y las múltiples autorizaciones y verificacio- 
nes de actividades económicas y sociales. Son principios 
que deberían regir su vida los de jerarquía, descentrali- 
zación, coordinación, legalidad, participación de los ciu- 
dadanos, imparcialidad y objetividad, así como la digni- 
ficación de las instituciones. Han de revisarse las normas 
de funcionamiento de las Administraciones para agilizar 
las tramitaciones y descargar los procedimientos, exigien- 
do sólo como ineludibles los trámites esenciales que cons- 
tituyan auténticas garantías de los ciudadanos e incre- 
mento de eficacia de la Administración. Para ello debe in- 
vertirse el espíritu de muchas normas nacidas del recelo 
al funcionario y de la desconfianza en el ciudadano. 

incluinlos ahora el tema relativo a función pública por 
considerarlo más adecuado en este momento. Respecto a 
ello hemos de decir que ha de variarse el concepto mis- 
mo de funcionario. En concordancia con el cambio en los 
métodos de actuación debe buscarse un nuevo concepto 
de funcionario que huya del criterio clasista y encasilla- 
do en el conservadurismo con que se ha contemplado a es- 
tos servidores públicos durante años. El funcionario es, 
ante todo, un ciudadano normal que carece de privilegios. 
Las únicas peculiaridades existentes en su régimen labo- 
ral derivan de las exigencias del interés general persegui- 
do por la Administración en la que desarrollan su tarea. 
La dignificación del funcionario debe provenir de la fun- 
ción desempeñada, pero nunca de las ventajas procura- 
das en razón de su oficio. Ha de distinguirse entre quié- 
nes deben de estar dentro del Estatuto de la función pú- 
blica y quiénes no. Por ello ha de partirse de un profundo 
conocimiento profesional y humano del conjunto del per- 
sonal que presta sus servicios en las Administraciones pú- 
blicas. Todas las medidas que se han adoptado en los ú1- 
timos años se han elaborado desde un profundo descono- 
cimiento de la realidad cuantitativa y cualitativa del sus- 
trato humano. 

Si el elemento subjetivo es, en gran medida, descono- 
cido no lo es menos el elemento objetivo: los puestos de 
trabajo. Prácticamente no hay un solo Ministerio en que 
exista una plantilla orgánica que defina los puestos de tra- 
bajo, que especifique las circunstancias profesionales de 
las personas llamadas a ocuparlos y los procedimientos 
para seleccionar a sus titulares. Si acaso existe una plan- 
tilla presupuestaria que manifiesta por grandes grupos el 
número de funcionarios y el de plazas dotadas. No se tie- 
ne hoy conocimiento exacto del total de puestos que com- 
ponen el ámbito de las Administraciones públicas. 

La bien reciente reforma del sistema retributivo de los 
funcionarios constituye el último y notorio error de con- 
secuencias desgraciadamente incalculables entre el pa- 
quete de medidas legislativas que se han desencadenado 
sin coherencia alguna sobre la Administración y la fun- 
ción pública. Una reforma que pretende hacer descansar 
el sistema retributivo sobre el puesto de trabajo sin un es- 
tudio previo, profundo y serio de los mismos y, lo que es 
más grave, sin cohesionar dicho sistema con la legislación 
general de funcionarios, por cierto apenas estrenada, no 
podrá conducir más que al caos en que se está convirtien- 
do la lucha por el complemento. 

En la Constitución se contienen unos principios esen- 
ciales que han de inspirar el funcionamiento y estructura 
del aparato administrativo. Contiene, además, tajantes 
determinaciones que no han sido escuchadas hasta ahora 
al encarar la reforma de la Administración. Tal es el caso 
del mandato del artículo 103, según el cual la ley regula- 
rá el Estatuto de los funcionarios públicos. Enumera a 
continuación sus más importantes aspectos: acceso, sin- 
dicación, incompatibilidades y garantías de imparciali- 
dad. No obstante, hasta ahora sólo se han dictado medi- 
das parciales y fragmentarias. 

Es evidente que la reforma de la Administración y de 
la función pública puede contemplarse en forma integral 
o parcial, pero consideramos que el aparato administra- 
tivo es el sistema en el que se integran sus aspectos sub- 
jetivos y objetivos conforme a unos principios generales 
que exigen una contemplación global. Difícilmente podre- 
mos evitar, si se toca un mecanismo complejo en una de 
sus piezas, que no se resienta la armonía del conjunto. Por 
ello debe partirse de la necesidad de afrontar la reforma 
como un todo, lo cual no quiere decir que se produzca un 
cambio simultáneo y radical, sino que las medidas se pro- 
yecten en forma sucesiva en los tiempos necesarios, pero 
como desarrollo o ejecución de un proyecto concebido en 
la integridad de sus múltiples facetas. En consecuencia 
planteamos las siguientes consideraciones. 

La reforma de la Administración pública debe tener 
como línea maestra el estricto cumplimiento de los prin- 
cipios establecidos en el artículo 103.1 de la Constitución. 
La plena responsabilidad de cada órgano administrativo 
y, por tanto, de sus titulares, debe constituir uno de los 
ejes fundamentales de la reforma. La plena asunción del 
principio de legalidad, núcleo fundamental del Estado de 
Derecho, exige la adopción urgente de medidas legislati- 
vas que posibiliten el acceso inmediato de los ciudadanos 
a los tribunales, suprimiendo los actuales trámites que 
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han dejado de ser garantías del administrado para con- 
vertirse en obstáculos al restablecimiento de la legalidad. 
La responsabilización de los órganos de las Administra- 
ciones públicas y el respeto al ciudadano nos deben lle- 
var a un cambio de la filosofía que preside las relaciones 
de éste con la Administración, mediante la creación de 
cauces participativos carentes de rigidez y la extensión de 
instituciones que, como el silencio administrativo positi- 
vo, tienen todavía carácter excepcional. 

En congruencia-con los postulados anteriores debe aco- 
meterse la reforma de la legislación que regula el proce- 
dimiento administrativo, el régimen jurídico de las Ad- 
ministraciones, la jurisdicción contencioso-administrati- 
va y la expropiación forzosa. 

En CDS considera absolutamente preciso un análisis 
profundo y una exposición seria de los hechos y realida- 
des que constituyen las Comunidades Europeas, así como 
del modelo autonómico que la Constitución ha creado. Es 
a partir de ese conocimiento cabal, y no por la fácil vía 
de la Simplificación, desde donde se puede y debe adop- 
tar una posición política determinada. Así las cosas, 
corresponde fijar ahora una relación de determinaciones. 

El hecho de la adhesión y la sucesiva integración de Es- 
paña en las Comunidades Europeas, que constituye un va- 
lor específico en sí mismo de transcendencia histórica en 
el presente y para el futuro, no ha de suponer desviación, 
merma o distorsión alguna en el sistema institucional y 
competencia1 que el Estado de las autonomías ordena y 
establece, ya que el modelo, desde la Constitución y los 
estatutos, contiene virtualidad fáctica y jurídica suficien- 
te para su adecuación y su adaptación a la realidad 
europea. 

La atribución, prevista en la Constitución y referida en 
los estatutos, a las Comunidades Europeas del ejercicio 
de competencias derivadas de aquélla, en que la adhesión 
y la sucesiva integración consisten, sean del Estado o de 
las Comunidades Autónomas, según los respectivos esta- 
tutos, implica la obligatoriedad para todos los poderes en 
que se estructura la nación de los efectos y consecuencias 
de la adhesión-integración y, por tanto, la incorporación 
al ordenamiento interno del Derecho comunitario deriva- 
do de los tratados y de la aplicación de los mismos. 

Las Comunidades Autónomas tienen un amplio margen 
de actuación en el desarrollo y aplicación de la normati- 
va comunitaria, según la naturaleza de las disposiciones 
existentes o preexistentes en las Comunidades Europeas 
y las competencias estatutarias de aquéllas, sus clases ex- 
clusivistas o concurrentes y los sectores o actividades a 
las que afecte. En todo caso comparten la tarea histórica 
de la integración. 

Corresponde al Estado la garantía del cumplimiento de 
los tratados y del Derecho comunitario, conforme a la 
Constitución y los convenios internacionales. Asmimismo, 
el desarrollo y aplicación del proceso en los términos que 
resulten de las competencias que constitucionalmente le 
están atribuidas, directamente o a resultas de los es- 
ta tutos. 

Teniendo en cuenta que el modelo autonómico es de los 
de naturaleza cooperativa y de colaboración, habrán de 

utilizarse y fomentarse todas las técnicas y los medios de 
entendimiento y coordinación precisos entre las institu- 
ciones del Estado y las de las Comunidades Autónomas, 
a fin de facilitar el proceso de integración y su aplicación 
con un mínimo de conflictividad y un máximo.de concier- 
to y sosiego. 

Asumimos y nos empeñamos en ese propósito de enten: 
dimiento, rigor y realismo, considerando que son perfec- 
tamente compatibles la realización y consolidación del 
Estado de las autonomías y la integración de España en 
las Comunidades Europeas-, aun partiendo de las comple- 
jidades de ambos procesos no concluidos y cuyos objeti- 
vos iniciales y futuros comportan modernidad y progreso 
con las que nos identificamos y en las que creemos. 

Finalmente, extraemos las siguients conclusiones. Pri- 
mera, reafirmación de los principios y directrices que con- 
figuran, desde nuestra Constitución, una política territo- 
rial progresista y nueva, y que son: en cuanto a la políti- 
ca autonómica, el de libertad, el de igualdad, el de respe- 
to constitucional y estatuario, el de necesidad de enten- 
dimiento político y el de rigor; en cuanto a la política lo- 
cal, el de regionalización, el de autonomía, el de demo- 
cratización y el de suficiencia económica, y en cuanto a 
ambas políticas, el de solidaridad. 

Segunda, la adhesión y la integración de España en las 
Comunidades Europeas, que en todo caso exige un esfuer- 
zo colectivo de conocimiento y rigor, constituye una ta- 
rea histórica y solidaria de todos los poderes del Estado, 
siendo perfectamente compatible con la consolidación y 
realización del Estado de las autonomías. 

Tercera, en política local, asumidos y comprendidos 
por la ciudadanía los principios constitucionales que la ri- 
gen, corresponde ahora la solución de los problemas in- 
mediatos y cotidianos de cada ciudad o pueblo, lo que 
debe traducirse en facilitar la vida a los vecinos y ciu- 
dadanos. 

Cuarta, la cuestión económico-financiera de las autono- 
mías y de los municipios, provincias e islas debe afron- 
tarse decididamente y con vocación de perdurabilidad, 
garantizando legalmente su suficiencia, automatismo y 
objetividad, primando el criterio participativo en los in- 
gresos del Estado, complementado con el de imposición 
propia, la cedida y los ingresos que tienen un origen 
patrimonial. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Popular han pedido la palabra el señor Calero y el señor 
De la Vallina, que se dividirán el tiempo que corresponde 
a su Grupo. 

Tiene la palabra el señor Calero. 

El Señor CALERO RODRICUEZ: Señor Ministro, el 
Grupo de Coalición Popular no es ajeno a las exigencias 
de la cortesía parlamentaria y ,  en este sentido, expresa- 
mos también nuestra gratitud y felicitación por su com- 
parecencia aquí, siempre que esto se entienda como una 
expresión de cortesia parlamentaria en el más estricto 
sentido de la expresión, porque, señor Ministro, su obli- 
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gación ,es venir a rendirnos cuentas y nuestra obligación 
es pedírselas continuamente. Más aún, yo le animo a que 
venga mucho más a la Comisión de Régimen de las Ad- 
ministraciones Públicas porque, tal como ha expuesto us- 
ted en su discurso, creo que le vamos a tener que pedir 
muchas cuentas a lo largo de esta legislatura. 

Nosotros podemos discutir de su Ministerio todo, señor 
Ministro, empezando por la propia constitución del mis- 
mo. Si en el debate de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 1986 se nos hubiera hecho caso, cuando 
se deslegalizó la creación de ministoios y se atribuyó al 
Presidente del Gobierno la posibilidad de crear los minis- 
terios que estimase oportuno en un año que iba a ser glec- 
toral, si se nos hubiese hecho caso -repito- hubiésemos 
tenido aquf, en primer lugar, una ley para ver cómo se 
configuraba ese Ministerio que suma el de la Presidencia 
y el de Administración Territorial y que, evidentemente 
- c o m o  ha senalado algún compañerc-, no está debida- 
mente coordinado con otros departamentos ministeriales 
en alguno de los aspectos más importantes, por ejemplo, 
en lo que respecta a la política de personal al servicio de 
la Administración pública, incluso a la Administración 
del Estado. 

Dicho esto, que no lo podemos discutir por cumplimien- 
to de la Ley General de Presupuestos, sin embargo sí po- 
demos señalarle, señor Ministro, que el Grupo de Coali- 
ción Popular ha expresado su decepción en el breve pe- 
riodo de quince minutos que hemos tenido para reflexio- 
nar sobre su larga intervención; decepción porque su dis- 
curso, señor Ministro, es un conjunto de intenciones, es 
un conjunto brillantemente escrito y muy deprisa leído, 
pero, al fin y al cabo, sólo intenciones. Las intenciones 
que el Gobierno ha expresado ya en otras épocas no nos 
satisfacen porque luego no suelen cumplirse. Aquí, señor 
Ministro, ya hay una herencia que procede de dos Depar- 
tamentos ministeriales y de tres Ministros: el señor Mos- 
coso, Ministro de la Presidencia en la anterior legislatu- 
ra, el señor De la Quadra, primero, y el señor Pons, ac- 
tual Presidente de las Cortes, que supongo que no dejaría 
en estado ruinoso el Ministerio de Administracibn Terri- 
torial. 

Señalada esta decepci6n le tenemos que decir, señor 
Ministro, que ésta radica fundamentalmente no sólo en 
que su exposicidn ha sido un catálogo de intenciones, sino 
porque no facilita, en absoluto, la funci6n de control que 
corresponde a los grupos de la oposici6n. Una labor de 
control, señor Ministro, s610 puede ejercitarse, s6io pue- 
de tener su verdadero sentido parlamentario en cuanto 
que el Gobierno exponga unos objetivos concretos a con- 
seguir durante su mandato constitucional, y a esas obje- 
tivos, además, se les señale un sesgo y un ritmo para la 
actividad política que se ha de desarrollar para con- 
seguirlos, 

Señor Ministro, en su discurso esta tarde en la Comi- 
si611 de Régimen de.las Administraciones Públicas ni se 
han precisado objetivos ni se ha señalado el utimingn, el 
ritmo y el sesgo de la actividad política que va a desarro- 
llar su nuevo Departamento ministerial para conseguir 
esos objetivos. Este es el principio general desde el cual 

nosotros enjuiciamos su discurso de esta tarde porque si 
analizamos pormenorizadamente las cuestiones que us- 
ted ha expuesto a lo largo de ese discurso, evidentemente 
ha comenzado con el señalamiento de una serie de prin- 
cipios generales: lealtad constitucional, evitar la confron- 
tación territorial, política de diálogo, que se supone que 
tiene que ser así. Estos no es señalar unos objetivos con- 
cretos. Es señalar el marco general en que debe desenvol- 
verse la política democrática en un país pluralista, en un 
Estado como el españól pluralista y complejo, y que im- 
plica relaciones no sólo con distintas fuerzas políticas, con 
distintas corrientes de opinión dentro de una sociedad, 
sino incluso, en lo que respecta a las Administraciones pú- 
blicas, con Administraciones autonómicas que están regi- 
das por fuerzas políticas de signo distinto al del propio 
Gobierno. 

El señor Ministro ha señalado que era preciso estable- 
cer -y cito textualmente- un sistema operativo de rela- 
ciones entre las Administraciones públicas. Realmente lo 
que nos hubiera gustado a los Diputados de los distintos 
Grupos de la oposición es que concretara esa expresión. 
¿Qué es un sistema operativo de relaciones entre las Ad- 
ministraciones públicas? Señor Ministro, con todos los 
respetos, después de la experiencia de cuatro añor de Go- 
bierno socialista esto nos parece un «viva Cartagena» ca- 
rente de contenido. ¿Qué es un sistema operativo de rela- 
ciones entre las Administraciones públicas? Porque des- 
pués no lo ha concretado. Después nos ha dicho algo que 
nos ha recordado al señor Moscoso, que no es porque lo 
tengamos siempre en la cabeza pero nos lo ha recordado. 
Ha dicho que su Ministerio se propone desarrollar el ar- 
tículo 149.1.18 de la Constitución. Ya en 1983, en la pri- 
mera comparecencia del señor Moscoso, le ofmos decir lo 
mismo, y a lo largo de diversas intervenciones en el Con- 
greso, en Pleno y en Comisión, le pedimos que por favor 
se cumpliese este mandato constitucional y se desarrolla- 
se el artículo 149.1.18. 

Usted ha señalado que se van a hacer unos estudios pre- 
liminares -a buenas horas-, unos estudios preliminares 
después de cuatro años de gobierno socialista, que se van 
a negociar con las fuerzas políticas y que s610 después 
-sin que se señale cuál va a ser ese después- se envia- 
rán al Qrlamento. Eso pueden ser tres, cuatro, diez o los 
veinte ados,que quizá tengan ustedes previsto gobernar. 

En cualquier caso, señoria, lo que le quiero significar 
es que en un Estado de Derecho, como es el Estado espa- 
fiol, es fundamental que un Ministerio de Administracio- 
nes Públicas se imponga como prioridad política absolu- 
ta el desarrollo del artículo 149.1.18, porque es ahí justa- 
mente donde están salvaguardados los derechos de los 
ciudadanos. A mí me parece muy bien que el Ministerio 
esté preocupado por la eficacia administrativa y que tra- 
ten de aplicar técnicas informáticas a la racionalizacidn 
de la Administraci6n. Desde hace 20 años se está dicien- 
do eso en la Administraci6n espadola, y hay planes de im- 
formática desarrollados por el Ministerio de Hacienda 
desde hace 20 años. Mucha informática, mucha raciona- 
lizacidn para conseguir mayor eficacia administrativa, 
pero en un Estado de Derecho, además de la eficacia es 
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necesario salvaguardar por encima de cualquier cosa el 
principio de legalidad, porque la Administración no es 
una empresa normal, la Administración es una empresa 
que ejerce el poder público y como lo hace, tiene que es- 
tar amparada básicamente en la legalidad. 

Dígame, señoria, cómo se puede conseguir una coordi- 
nación o una colaboración entre las Administraciones pii- 
blicas si no tenemos una ley de procedimiento adminis- 
trativo, y no es porque los.trámites no sean importantes, 
porque S.  S. sabe perfectamente que las normas procedi- 
mentales en la Administración pública son la garantía de 
los derechos de los asdministrados. No existe una ley de 
procedimiento administrativo, aunque lo ordena ia Cons- 
titución, y ustedes han tenido cuatro años para presentar- 
la ante este Parlamento. 

¿Por qué no existe una ley de régimen juridico de las 
Administraciones públicas que sustituya a la vieja Ley de 
1957? ¿Por qué existe esta Ley que adapte el régimen ju- 
rídico. de las Administraciones públicas a nuestro sistema 
constitucional y que permita establecer estos principios 
claves consensuados con todas las autonomías, pero que 
establecan claramente cuál es ese régimen jurídico por el 
que se aplican básicamente a todas las Administraciones 
públicas? Tampoco existe. 

¿Por qué no existe una ley de responsabilidad de la Ad- 
ministración que permita a cualquier cuidadamo, cual- 
quiera que sea la Administración pública que por un fun- 
cionamiento normal o anormal de un servicio público le 
cause daños y perjuicios en su patrimonio o en su perso- 
na, poder exigir esa responsabilidad? Esta es una cues- 
tión muy importante que afecta directamente a los ciu- 
dadanos, y la Administración tiene que sevir a los ciuda- 
danos con todas las consecuencias que implica la aplica- 
ción de ese principio de legalidad; eso está también en el 
artículo 149.1.18 de la Constitución. 
¿Y la ley de Expropiación forzosa que evitaría los dis- 

lates de alguna Comunidad Autónoma regentada por el 
Partido del gobierno, como Extremadura, que evitaría de- 
terminados conflictos y que muchos ciudadanos tuvieran 
que acudir a los tribunales de justicia teniendo que gas- 
tar tiempo, energía y sobre todo bilis y descargas de adre- 
nalina? Todo eso podría conseguirse si la Administración 
y el Gobierno, que usted ha heredado -porque esta vez 
ya no hay Gobierno de otro signo distinto- hubiese man- 
dado a las Cortes esas leyes importantísimas para los ciu- 
dadanos. Porque se puede decir que hay un plan de infor- 
mática y que el Instituto Social de la Marina se va a in- 
formatizar a efectos de determinar los baremos de efica- 
cia, pero el ciudadano lo que quiere saber es cómo se pro- 
tegen sus derechos en esta Administración y cómo el po- 
der se controla mediante un conjunto de leyes que hagan 
eficaz el principio de legalidad; y ustedes esas leyes no 
las han dictado. 

Por tanto, señor Ministro, permítame que le diga de su 
discurso que muchas alharacas pero pocas realidades. En 
definitiva, lo que preocupa a los ciudadanos es que se ga- 
ranticen y se defiendan sus derechos, y usted ha señalado 
un plazo muy largo después de mucho consenso. Yo le voy 
a decir una cosa: ni la ley de procedimiento administra- 

tivo, ni la ley de régimen jurídico, ni la ley de responsa- 
bilidad administrativa, ni la ley de expropiación forzosa 
requiere tantos consensos. Lo que requiere son buenos ju- 
ristas que establezcan unos conceptos científicos, y esos 
conceptos Científicos desde el punto de vista jurídico-ad- 
ministrativo que garanticen e1 principio de la legalidad 
no van a encontrar discusión por ninguna fuerza política 
sensata de las que hay en este país. 

Señalaba la Ley de Régimen Local y dice que ha dicta- 
do dos disposiciones en esta materia, una la ley y otra el 
texto refundido. Eso lo habrá dicho como un lapsus, por- 
que efectivamente la Ley y el texto refundido, si sale el De- 
creto que recoja el texto refundido, realmente no puede 
considerarse como un mérito del Gobierno. Existe una 
Ley'y se hace un texto refundido mediante un Decreto. 
En cualquier caso, nos agrada muchísimo haber oído que 
los reglamentos que van a desarrollar esa Ley se van a dic= 
tar con prontitud - e s t o  como no hay que pasarlo por el 
Parlamento parece que sí se va a hacer deprisa-. Tam- 
bién en esto pediríamos consenso, porque la Ley es im- 
portante pero el reglamento también. No tenemos que re- 
cordar viejas frases de viejos parlamentarios en lo que res- 
pecta al desarrollo ejecutivo que los reglamentos signifi- 
can con respecto a las leyes. Esos reglamentos sí debían 
ser consultados a las federaciones de municipios, porque 
realmente sí les afectan y cuando suele surgir un proble- 
ma en un municipio, señor Ministro, no es por interpre- 
tación de la ley, normalmente es por interpretación de un 
reglamento que no suele ser tan claro y tan preciso como 
la ley. 

Se ha dicho que se va a velar por la garantía de la au- 
tonomía local, como uno de los objetivos del Gobierno. 
En este sentido ha pronunciado el señor Ministro una fra- 
se iapidaria. Ha dicho que para conseguir la colaboración 
de las Administraciones públicas y para garantizar la au- 
tonomía de las distintas Administraciones públicas hay 
que superar el recelo. Evidentemente el recelo no se pue- 
de predicar, en ningún caso, como actitud psicológica de 
personas jurídico-públicas, como son las Administracio- 
nes; no se puede predicar el recelo de organización. El re- 
celo se puede predicar de personas físicas porque es una 
actitud psicológica. En este sentido le doy la razón, señor 
Ministro. El recelo es una actitud psicológica que proce- 
de en muchos casos del sectarismo de algunas autorida- 
des administrativas. 

Señor Ministro, hay algún delegado de su Gobierno, 
amparado por cierto en la Constitución -podríamos dis- 
cutir también la creación del Delegado del Gobiernw, 
que es hostil, que es beligerante con las corporaciones lo- 
cales que co están gobernadas por el partido de su signo 
político. Le haré la denuncia más concreta y se la haré en 
privado, si S .  S .  quiere, pero esa hostilidad es la que crea 
recelo, esa falta de neutralidad, esa falta de objetividad, 
eso de convertirse en el delegado del Gobierno del parti- 
do socialista y no en el delegado del Gobierno de todos 
los españoles es lo que crea recelo en las corporaciones lo- 
cales no gobernadas por los socialistas. Por tanto, hay que 
empezar cambiando actitudes personales de algunos di- 
rigentes de su partido. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Calero, le recuerdo que 
tiene otro compañero de Grupo que tiene que intervenir. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Brevemente, siendo 
este el Grupo más numeroso de la oposición, no vamos a 
abusar de la cortesía del Presidente, pero vamos a pedir, 
por lo menos igual que nuestro compañero Núñez, que en 
estos asuntos tan importantes se nos deje el tiempo nece- 
sario, porque aún es muy temprano y nosotros queremos 
hablar de muchas cosas importantes. 

Vamos a ayudar a su Ministerio en todo lo que sea pre- 
ciso para asumir ese reto de gran envergadura que es 
nuestra integración plena en la Comunidad Económica 
Europea, mediante las adaptaciones legislativas y los 
principios que inspiran los regímenes democráticos de las 
Administraciones públicas en toda Europa. En eso va a 
contar con todo el apoyo del Grupo Popular, y estamos 
dispuestos a trabajar en todo lo que se nos pida por parte 
de esta Administración, porque ese reto de incorporarnos 
a Europa es un reto de todos los españoles, independien- 
temente de las regiones en que habiten e independiente- 
mente del partido a que pertenezcan. 

También estamos de acuerdo con S. S. en que Ceuta y 
Melilla requiere que se lleve a cabo wia labor de consen- 
so entre todas las fuerzas políticas y que se cumpla la dis- 
posición transitoria quinta de la Constitución. Y estamos 
dispuestos a hacer ese consenso. Pero estamos dispuestos 
a haccr el consenso en Ceuta y Melilla, no en Madrid. No- 
sotros creemos que hay que llevar ese consenso a los pro- 
pios Ayuntamientos de Ceuta y Melilla, regidos, por cier- 
to, por socialistas, a los propios parlamentarios que han 
salido de Ceuta y Melilla y a las propias fuerzas sociales 
de Ceuta y Melilla. Nosotros creemos que ese consenso bá- 
sicamente tiene que arrancar de allí, porque al no arran- 
car de Ceuta y Melilla, en la anterior legislatura se pro- 
dujeron los problemas que S . S .  debe conocer perfec- 
tamente. 

En cuanto a la financiación de las Comunidades Autó- 
nomas, señor Ministro, esperamos que el proyecto que se 
va a presentar tenga éxito, del cual se está elaborando la 
propuesta concreta para definitivamente señalar la finan- 
ciación de las Comunidades Autónomas. Pero tenemos 
que expresarle lo que S .  S .  sabe perfectamente, que son 
las dudas, el escepticismo que existe sobre esta materia, 
porque es muy difícil establecer definitivamente un siste- 
ma de financiación que se produzca como consecuencia 
del consenso de todas las Comunidades Autónomas. No 
obstante, nuestra fuerza política va a apoyar todo lo que 
sea preciso a la fuerza política del Gobierno y a las de- 
más fuerzas políticas para que este consenso sea posible. 

Para dejarle ya la palabra a mi compañero, señor Mi- 
nistro, con respecto a la Administración del Estado esta- 
mos de acuerdo, porque así estaban de acuerdo desde 
hace ciento cincuenta años todas las personas que hablan 
de Administración pública, desde Santa María de Pare- 
des a cualquier otra administrativista brillante que pue- 
da haber en esta sala; estamos de acuerdo en los criterios 
de eficacia, en los criterios de celeridad y en los criterios 
de agilidad, palabras que ya están dichas tantas veces que 

suenan a huecas. Pero, señor Ministro, con respecto a la 
transparencia -para entrar sólo en un punto- de la ges- 
tión administrativa de las Administraciones, nosotros le 
pedimos una cosa a su Gobierno, se lo volvemos a pedir, 
se lo volvemos a rogar: manden ustedes la ley de funcio- 
namiento del Tribunal de Cuentas, porque, señor Minis- 
tro, a mí lo que hace una Administración pública me im- 
porta mucho que lo haga deprisa, pero también quiero sa- 
ber cómo se gasta el dinero público, y tal como está el Tri- 
bunal de Cuentas, sin una ley de funcionamiento, su Me- 
moria tiene un evidente valor histórico, pero no tiene nin- 
gún valor político, ya que se refiere a años cuyos prota- 
gonistas políticos suelen estar en su casa ejerciendo otras 
actividades más lucrativas que la política. 

Por lo tanto, señor Ministro, manden ustedes esa ley o 
los parlamentarios del Grupo Popular tendremos que en- 
viar de nuevo otra proposición de ley, como ya hicimos 
en la anterior legislatura. Porque no se puede hablar de 
transparencia de la Administración pública si no hay 
transparencia en el gasto público, y eso es lo que funda- 
mentalmente va a animar a los ciudadanos: saber que se 
está gastando su dinero con eficacia, que esa eficacia ad- 
ministrativa se consigue con una gran transparencia y el 
pueblo español conoce las cuentas generales de la Admi- 
nistración del Estado y de las demás Administraciones 
públicas con absoluta seguridad. 

No quiero hablar de los recursos humanos o de la po- 
lítica de personal, porque ya se ha referido bastante a 
ellos el señor Núñez. Solamente quiero decirle una cosa, 
señor Ministro: yo suscribo, como representante en este 
momento del Grupo Popular, todo lo que ha dicho el se- 
ñor Núñrz, con el cual, además, comparecimos con el mis- 
mo programa de gobierno a las elecciones; suscribo todo 
lo que ha dicho el señor Núñez, pero quiero añadir algo 
más,.señor Ministro, y es que en la Administración Públi- 
ca existen esas dos clases que muy brillantemente ha di- 
cho él: funcionarios agraciados con la «loto» socialista y 
funcionarios no agraciados. En los funcionarios no agra- 
ciados, señor Ministro, hay miedo, y esto se lo digo muy 
seriamiente, porque es una cuestión de Estado e históri- 
ca. Si usted no fuera Ministro podría irse a cualquier ne- 
gociado, podría hablar con los funcionarios que no son de 
su partido y vería usted cómo tienen miedo, miedo a que 
les redúzcen sus ingresos, miedo a que los releguen en su 
carrera administrativa, y el miedo no es una buena for- 
ma de incentivar a la gente en la carrera administrativa. 

Señor Ministro, yo podría decirle muchas cosas más, 
pero en atención a que el ilustre catedrático y parlamen- 
tario don Juan Luis de la Vallina va a intervenir, termino 
aquí mi modesta exposición. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor De 
la Vallina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Señor Presiden- 
te, señorías, señor Ministro, yo también quiero agradecer- 
le su comparecencia en esta Comisión de Régimen de las 
Administraciones públicas, pero, compartiendo la expre- 
sión de mi compañero Calero, tengo que decir que su in- 
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tervención, ciertamente, me ha decepcionado. No hay ob- 
jetivos serios de una política de Gobierno en su plantea- 
miento, ni hay tampoco un calendario, que me parece que 
es algo básico que debe ser pedido en una comparecencia 
de este tipo, para que los distintos Grupos Parlainenta- 
rios puedan ejercer la función de control parlamentario 
del Gobierno que les corresponde. Simplemente ha habi- 
do referencias, en el mejor de los casos, a unas semanas, 
un año, a esta legislatura, pero ha faltado concreción, no 
se ha ahondado en la raíz política de los problemas que 
presentan nuestras Administraciones públicas en los ac- 
tuales momentos y en las soluciones a esos problemas. Se 
queda en el plano, en unas ocasiones, puramente jurídi- 
co-formal y ,  en otras, en unas consideraciones generales 
que no sirven ciertamente para descubrir cuál es la polí- 
tica del Gobierno, los objetivos del Gobierno en relación 
con las Administraciones públicas y,  como antes decía, el 
calendario de las mismas. 

Partiendo de ello, me va a permitir que le haga algu- 
nas consideraciones dentro de la brevedad que soy cons- 
ciente que debo tener en esta intervención y plantearle al- 
gunas concreciones, por si estima oportuno dar respuesta 
a ellas, para que efectivamente podamos, como antes de- 
cía, ejercer esa función que nos corresponde de control 
parlamentario del Gobierno. 

En relación con la Administración local, he de decir que 
la primera parte de su intervención es la mejor de su dis- 
curso. Ha leído un discurso, desde el punto de vista téc- 
nico, bien construido, pero que se queda en esa conside- 
ración puramente jurídico-formal del ordenamiento local. 
No tengo nada que decir, comparto totalmente ese plan- 
teamiento puramente jurídico-formal que nos ha expues- 
to, pero ciertamente los problemas de raíz que tiene nues- 
tra Administración local, y que parten del encuadramien- 
to constitucional, no están planteados. Para hacer posible 
esos principios de lealtad constitucional que la Ley Bási- 
ca de Régimen Local diseña en distintos preceptos de la 
misma, habría que acudir, por una parte, al desarrollo 
-y ya se ha apuntado- del artículo 149.1 no solamente 
en el número 18, sino en otros muchos, que hacen refe- 
rencia a esa legislación básica del Estado en los distintos 
ámbitos de competencias sectoriales, que es donde está la 
madre del cordero en relación con los temas de la auto- 
nomía local. Es ahí, a través de esa legislación básica -y 
la propia Ley Básica de Régimen Local lo establece- don- 
de hay que concentrar la posición que, en el plano insti- 
tucional y de relaciones con otras Administraciones pú- 
blicas, tienen las Administraciones locales, y sólo partien- 
do de ese desarrollo de la legislación sectorial -y no ha 
habido ninguna referencia a ello- es posible acercarse 
mínimamente a los problemas que hoy día tiene la Admi- 
nistración local. 

El otro tema comprendo que es una cuesti6n que no 
afecta íntegramente a su competencia, pero usted la apun- 
taba, y es el tema de las Haciendas Locales. Un instru- 
mento fundamental para que la posición de las Corpora- 
ciones Locales pueda tener sentido, dentro de esos prin- 
cipios de lealtad constitucioríal, es una nueva ley de la fi- 
nanciación de las Haciendas Locales, ley que se ha pro- 

metido en distintas ocasiones por el Gobierno anterior, 
pero que todavía no ha llegado a esta Cámara. El señor 
Ministro se ha referido a ella en esta comparecencia, pero 
tampoco ha concretado nada. Comprendo que no es de su 
competencia íntegra, pero me parece que, dada la rúbri- 
ca de su Ministerio -y ahí también coincido con algunos 
de los planteamientos del señor Calero- sí que se perdió 
una ocasión de hacer una reforma seria de la Administra- 
ción del Estado, y a ello me voy a referir en estos 
momentos. 

Para la Administración del Estado, para la Administra- 
ción estatal, me parece que hay una cierta confusión en 
el planteamiento del señor Ministro entre el plano orga- 
nizativo y el plano funcionarial. planos que, efectivamen- 
te, están íntimamente relacionados, es obvio, pero que 
hay que plantearlos con diferencias sustanciales. 

Desde el punto de vista organizativo, esa organización 
que muchas veces sufren los propios funcionarios da la 
sensación de que la Administración del Estado no se ha 
enterado todavía prácticamente de que estamos dentro 
del Estado de las autonomías; no se ha acomodado, no se 
han operado las transformaciones que exige ese Estado 
de las autonomías. La Ley del proceso autonómico esta- 
blecía una serie de principios en relación con la reforma 
administrativa. Establecía -y es una ley del Gobierno so- 
cialista anterior- en su artículo 22 unas obligaciones que 
el anterior Gobierno no cumplió, que todavía estoy espe- 
rando que éste vaya a cumplirlas, y esta comparecencia 
del señor Ministro pudiera aprovecharla para ello. El ar- 
tículo 22 -se lo voy a recordar- señala que el Gobierno 
dará cuenta al Congreso de los Diputados, cada seis me- 
ses, de las medidas de reforma que en relación con los ser- 
vicios de los departamentos ministeriales y organismos 
de ellos dependientes haya adoptado en el período inme- 
diatamente anterior para acomodar su estructura a las 
exigencias del proceso autonómico. Nada de eso se ha he- 
cho nunca, y yo se lo recuerdo al señor Ministro de Ad- 
ministaciones Públicas por si tiene a bien cumplir con 
esta obligación legal dando cuenta al Parlamento de esa 
reforma administrativa en alguna ocasión. Probablemen- 
te sea este el motivo de que no se haya dado esa rendi- 
ción de cuentas. Se ha hecho muy poco en relación con la 
reforma de la Administración del Estado. Efectivamente, 
este Decreto de reorganización del Gobierno, este Decre- 
to en virtud de la deslegalización que la Ley de Presu- 
puestos establece, hubiese sido una ocasión para llevar a 
efecto esa reforma administrativa, empezando por el pro- 
pio departamento de Administraciones Públicas. 

El sefior Espasa se refería a algunos problemas que sus- 
cita esa mala coordinación o distribución de competen- 
cias entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de las 
Administraciones Públicas. Teniendo en cuenta la breve- 
dad que se me exige en esta intervencih he de señalar, 
respecto al tema de los funcionario$, respecto al tema de 
la función pública, que hay una serie de contradicciones 
en el planteamiento que esta tarde hace el señor Ministro 
-perdbneme, señor Ministro, pero al menos a mí así me 
lo parece-, contradicciones consigo mismo, contradiccio- 
nes con su antecesor, fundamentalmente el entonces Mi- 
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nistro de la Presidencia, señor Moscoso, e incluso lo que 
pienso que puede ser mas grave: contradicciones con el 
propio Presidente del Gobierno. 

Por una parte, empezaba diciendo que en materia de la 
función pública ya se había producido la adecuación al 
nuevo orden constitucional con la Ley de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública de agosto de 1984. Pien- 
so que hay una contradicción porque el propio Ministro 
reconocía más adelante que era necesario un estatuto que 
desarrollase adecuadamente la Constitución y establecía 
como plazo para este. estatuto la legislatura. Me parece 
que es un plazo demasiado amplio. El estatuto de la fun- 
ción pública es urgente y necesario, la Ley de Medidas, 
en su propia exposición de motivos -esta tarde se ha re- 
cordad+ señala que es no la reforma, sino que es una 
ley para la reforma, como su propia denominación pone 
de manifiesto. Es necesaria la reforma y esa reforma es 
ese estatuto de la función pública al cual alude el artícu- 
lo 149.1.18. El Presidente del Gobierno -también existe 
la contradicción en este punto con el Presidente del Go- 
6ierno- ha dicho en los discursos de investidura, en los 
discursos de los debates sobre el estado de la Nación que 
era compromiso del Gobierno remitir ese conjunto de le- 
yes básicas que son competencia del Estado, debido a lo 
que se señala en ese número 18, del apartado 1, del ar- 
tículo 149 de la Constitución. Por tanto, hay una contra- 
dicción con el Presidente del Gobierno v, por supuesto, 
hay una contradicción con las numerosas comparecencias 
del señor Moscoso, que siempre había hecho referencia a 
la necesidad de una pronta promulgación de ese estatuto 
de la función pública. Dentro de ese estatuto de la fun- 
ción pública está el tema de la carrera administrativa, so- 
bre el que no voy a insistir, la provisión de puestos de tra- 
bajo por libre designación en contra del sistema normal 
del concurso, con todas las corruptelas que eso lleva con- 
sigo y con todas las consecuencias negativas que el señor 
Núñez exponía antes y en las cuales me reitero. Por ello, 
le pediría al señor Ministro que concretase esa necesaria 
reforma de la función pública, que se plasme en un nue- 
vo texto estatutario en unos términos, en unos plazos dis- 
tintos al de esta legislatura, que fue el tiempo que inicial- 
mente se estableció 

En relación con la planificación de los recursos, con la 
oferta de empleo público, dicha oferta-puede ser un ins- 
‘trumento adecuado, un buen instrumento si se utiliza 
convenientemente, pero más que decir en qué consiste ese 
instrumento, que fue lo que nos expuso el señor Ministro 
esta tarde, me hubiera gustado escucharle decir cuál es 
la experiencia que ha sacado de una oferta de empleo pú- 
blico ya agotada, la de febrero de 1985, y be otra oferta 
de empleo público que está en marcha. Eso es lo que de- 
bería exponernos esta tarde aquí: cómo se ha desarrolla- 
do esa oferta de empleo público y, dentro de ella, conec- 
tado con el tema de la Admministración Local, también 
me atrevería a preguntarle por qué no se convocan las 
oposiciones de ingreso en los cuerpos antes nacionales de 
Administración Local, en los funcionarios de habilitación 
nacional, porque si el señor Ministro aludía a un regla- 
mento regulador de estos cuerpos de funcionarios con ha- 

bilitación nacional, que estaba en marcha, entiendo que 
para la convocatoria de estas plazas no es necesaria la 
promulgación de esa norma al amparo de los artículos 
correspondientes reguladores de este tipo de funcionarios 
pertenecientes a la Ley Básica de Régimen Local, ya que 
hay marco legal suficiente para esa convocatoria. Esa 
carrera administrativa exige cambiar con urgencia ese 
sistema de libre designación, que es una verdadera 
corruptela, en contra de la propia Ley que promulga el 
Gobierno socialista en agosto de 1984 y que incumple en 
ese punto de los concursos, porque si no he entendido mal, 
el señor Ministro considera que sólo a partir de un año, 
cuando esté elaborada la descripción de puestos de tra- 
bajo, podrá comenzar a aplicarse el sistema normal del 
concurso. 

Estas son, señor Ministro, algunas de las preocupacio- 
nes que me suscita su intervención y que me lleva a ha- 
cer estas matizaciones y estas concreciones. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor Caldera. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Pretendo en 
este turno fijar la posición del Grupo Parlamentario So- 
cialista ante la intervencion del señor Ministro de Admi- 
nistraciones Públicas en esta comparecencia. No debo ir, 
por supuesto, más allá sin sumarme a las muestras de 
agradecimiento y felicitación al señor Ministro por la ra- 
pidez con que ha hecho real esta convocatoria y esta com- 
parecencia, aunque ya sabemos que es una obligación 
suya, pero quiero ceñirme a sus palaras introductorias en 
el sentido de su ofrecimiento, incluso personal, que ima- 
gino que va a dar pie para que todas sus señorías le to- 
men la palabra y sepamos, nos congratulemos, que está 
a nuestra entera disposición para debatir, discutir y ha- 
cer real la función que a esta Comisión le compete dentro 
del sistema parlamentario porque así está encomendado. 

Por situarnos en el plano de la realidad, la exposición 
del señor Ministro nos parece al Grupo Parlamentario So- 
cialista llena y plena de contenido. Singularmente, cree- 
mos que hay que hacer una valoración en su conjunto de 
todo lo que el señor Ministro nos ha expuesto aquí esta ’ 

tarde. Caeríamos en una contradicción terrible si a la luz 
de lo que aquí he escuchado a algunos señores parlamen- 
tarios pensáramos o emitiéramos quejas acerca de su- 
puestos aburrimientos o de supuestas actitudes farrago- 
sas en el discurso del señor Ministro. Creemos, desde el 
Grupo Parlamentario Socialista (salvandp la legitimidad 
de toda postura e intervención), que la función básica de 
esta Comisión y del Parlamento es recibir información, es 
controlar la acción gubernamental y tanto mejor se po- 
drá hacer, tanto más positiva será ésta cuando las inter- 
venciones y comparecencias de los señores Ministros, en 
este caso del señor Ministro de Administraciones Públi- 
cas, sean prolijas, detalladas, contundentes y algo que a 
nosotros nos merece una especial atención: llenas de con- 
tenido político y de compromisos concretos. 

No sería yo, señor Presidente (recuperando una vieja ex- 
presión constitucional muy utilizada en este Parlamento), 
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justo ni benéfico si obligare a SS. SS. a escuchar un ro- 
sario de planteamientos acerca de la intervención del se- 
ñor Ministro, pero desde luego sí debo hacer referencia a 
algunas: cuestiones que, utilizando la expresión de un se- 
iior intcrviniente portavoz de un Grupo, ya se ha dicho an- 
teriornientc: esas ideas-fuerzas que, a nuestro juicio, se 
ven desarrolladas en la intervención del señor Ministro. 

Nada hay más grato, señor Ministro, para un Diputado 
que habla en nombre de un Grupo Parlamentario, que ver 
reflejado en la comparecencia, en el programa de gobier- 
no de un Ministerio concreto, las materias que contenía 
el programa electoral del partido al que este Diputado 
pertenece, que, dicho sea entre comillas, obtuvo la con- 
fianza mayoritaria de los ciudadanos en las pasadas elec- 
ciones legislativas. Ello no sólo desde el punto de vista 
teórico, porque también hemos escuchado (y es posición 
de  este Grupo considerar ese extremo) que la intervención 
del señor Ministro es voluntarista. Ciertamente, a noso- 
tros' también nos lo parece así. Pero es que este modesto 
Diputado no conoce otro cauce para traducir las concep- 
ciones teóricas a la realidad social, una VCZ diseñado el cs- 
quema, que la voluntad de llevarlas a cabo con conipro- 
misos concretos, como esta tarde aquí sc nos han puesto 
de manifiesto. Por tanto, me congratulo de que el señor 
Ministro no estG afectado de una abulia o falta de volun- 
tad que, lógicamente, sí que nos preocuparía a todos. 

Esas ideas-fuerzas a las que hacía referencia (porque 
esta intervención, dada la hora en que estamos, no puede 
ser muy extensa) parten de  un eje político de actuación 
que ha sorprendido gratamcntr a este Grupo Parlamcii- 
tario. Hablaba el senor Ministro de que, entre sus objeti- 
vos básicos o prioritarios, estaba la realización dc una rc- 
flexión conjunta del Gobierno, comunidades Autónomas 
y Entes Locales (y son palabras textuales) para intercani- 
biar experiencias acumuladas tras estos años y para bus- 
car fórmulas quc aseguren la funcionalidad del Estado 
como conjunto. Evidentemente, es una declaración de ca- 
rácter teórico, pero, en mi opinión, todo lo que aquí se 
nos ha explicado esta tarde, vuelvo a repetir, prolijo y pro- 
fundo, avala perfectamente esta postura del señor Minis- 
tro y nosotros la consideramos como tal. 

También nos ha hablado de la complementariedad de 
las acciones de los poderes públicos, objetivo básico que 
este Grupo Parlamentario también se plantea, del princi- 
pio de solidaridad interterritorial (algo en lo que yo creo 
que todos en este Parlamento estamos de acuerdo), de per- 
seguir y evitar la confrontación territorial y establecer un 
marco de diálogo permanente y constructivo, y un tema 
que a nosotros también nos ha llenado de profunda satis- 
facción, como es el escuchar al señor Ministro una decla- 
ración que ya sabíamos que estaba en su ánimo, por la ac- 
ción gubernamental de estos últimos cuatro años, con el 
escrupuloso respeto a la autonomía de cada ente terri- 
torial. 

Dicho esto, es evidente que tengo que concretar a los 
grandes ámbitos de la exposición del señor Ministro esta 
mi intervención, y lo voy a hacer de forma muy rápida. 

Con respecto a las Comunidades Autúnomas, hemos es- 
cuchado (y creemos que se ha abierto un hálito de espe- 
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ranza en las intervenciones de otros portavoces de Gru- 
pos Parlamentarios) que está muy avanzado ya el siste- 
ma definitivo de financiación puede realmente dar solu- 
ción al problema mismo que hoy aqueja a las Comunida- 
des Autónomas, del cual se hacen manifestaciones, y que 
es voluntad política del Gobierno plasmarlo y llevarlo 
adelante para los Presupuestos Generales del Estado de 
1987. Hecha está la declaración, existe la voluntad, tene- 
mos antecedentes de esos planteamicntos, de ese camino 
iniciado y, por tanto, compete a otros el completar la fase 
de esa voluntad. 

Ha hablado también el señor Ministro de algo que yo 
estaba seguro (que a nosotros políticamente siempre nos 
ha preocupado mucho) y es que desde el mundo de la Ad- 
ministración local le va a resultar de gran agradecimien- 
to por parte de sus responsables. Porque en esto hay algo 
básico, que al menos los socialistas es lo que normalmen- 
te hacemos, señor Ministro, y es preguntar a los respon- 
sables de la vida local, a sus representantes, a sus orga- 
nizaciones más representativas, dentro de su asociacio- 
nismo,.cuál es su postura y cuáles son las necesidades rea- 
les de la Administración local españpla. 

La Ley Reguladora de las Bases de Régimen.Local san- 
cionaba un espíritu de autonomía local que está perfec- 
tamente diseñado dentro del llamado bloque de constitu- 
cionalidad, y a nosotros hoy nos parece muy significativo 
que el señor Ministro intervenga en el sentido de que el 
Gobierno no se va a quedar solo cn respetar escrupulosa- 
mente los mandatos legislativos, sino que va a velar (que 
e s  alguiia dc las grandes Preocupaciones de la Adminis- 
tración local) porque su sistema competencialw vea res- 
petado, porque no existan interferencias en el desarrollo 
y ejecución de sus competencias, y porque la armoniza- 
ción perseguida, en definitiva, parz todas las Administra- 
ciones públicas garantice definitivamente al  mundo de la 
Administración local esta autonomía que tiene atribuida 
por ley. 

Nos ha hablado también el senor Ministro de las Co- 
munidades Europeas y de la oferta que el Gobierno rea- 
lizó en ese sentido; la propuesta de convenio de coopera- 
ción que consideramos, en nuestra opinión, que respeta 
debidamente la distribución de competencias y que aco- 
ta una-materia que a este Grupo Parlamentario le parece 
fundamental, cual es la de asumir, por parte del Estado, 
la responsabilidad última de las obligaciones contraídas 
con la Comunidad. 

Voy a terminar (porque, repito, sería muy prolijo el que 
entrara en analizar todas y cada una de  las manifestacio- 
nes de la exposición del señor Ministro) haciendo referen- 
cia a otra gi-an idea-fuerza que nosotros querríamos sig- 
nificar en este trámite. 

Sc ha hablado mucho, por parte de todos, de la Admi- 
nistración del Estado. Se ha hablado mucho de los meca- 
nismos de reforma impulsados a partir de la Ley de agos- 
to de 1984, de Medidas Urgentes para la Reforma de la 
Función Pública, y se ha hecho, en nuestra opinión, 'evi- 
tando (aunque vo creo que no era la intención de quienes 
así lo han hecho) entrar en dno de  los grandes aspectos 
que el señor Ministro ha significado aquí. Se  ha hablado 



- 
COMISIONES 

559 - 
14 DE OCTUBRE DE 1986.-NÚM. 17 

sólo de la relación interna de lo que marca la Ley para la 
Reforma de la Función Pública con respecto a los funcio- 
narios públicos. Pero es que esta Ley tenía otro gran ob- 
jetivo; esta Ley tenía el objetivo de conseguir una Admi- 
nistración, con los criterios que aquí se han estipulado, 
que permitiera ser el cauce de solución de los problemas 
de los ciudadanos, y a esa cuestión es a la que querría re- 
ferirme al decir que, históricamente, en la Administración 
española (a pesar de ciertas manifestaciones que he escu- 
chado aquí esta tarde) se ha dado un proceso que todos 
hemos conocido: ese proceso endogámico de atender casi 
imperativamente sólo al ejercicio de la poteStad.de au- 
toorganización, al ejercicio de funciones internas en el 
seno de la Administración, olvidando la necesidad del ad- 
ministrado, la necesidad del ciudadano normal de que 
esta Administración debe ser un aparato a su servicio 
para transformar la realidad social y para atender a sus 
más inmediatas reivindicaciones. Eso se ha dicho aquí 
esta tarde, y eso quedará reflejado en el ((Diario de Sesio- 
nes», para satisfacción, evidentemente, de este Grupo 
Parlamentario. 

Yo estoy seguro de que mi intervención va a provocar 
irónicas sonrisas en los rostros de algunos de los señores 
parlamentarios; estamos, entre otras cosas, acostumbra- 
dos a ello. Pero, desde luego, no quiero terminar sin pe- 
dir sinceramente a todas SS. SS. que cuando la interven- 
ción que hemos escuchado aquí esta tarde. se publique en 
el ((Diario de Sesiones)) nos la volvamos a leer todos, por- 
que se ha pasado muy por encima de cantidad de cues- 
tiones que ahí se han abordado, y se han hecho críticas, 
cn nuestra opinión, injustas. 

Por último, tomando la palabra el señor Presidente, es- 
peramos que las comparecencias del señor Ministro sean 
tan interesantes como ésta y que sean muy numerosas en 
esta Comisión. 

El señcr PRESIDENTE: Para contestar a los Grupos 
Parlamentarios, tiene la palabra el señor Ministro para 
las Administraciones Públicas, que ha pedido la palabra 
para ello. 

El señor MINISTRO PARA LAS ADMINISTRACIO- 
NES PUBLICAS (Almunia Amann): Pido la palabra un 
poco cohibido, porque ha habido algunas acusaciones de 
aburrimiento en la intervención inicial, y comprenderán 
que responder a tantas intervenciones va a ser más 
aburrido todavía, aparte de que son las nueve y cuando 
empecé a hablar eran las cinco. Pero es mi obligación tra- 
tar de responderles a todas y cada una de las observacio- 
nes, preguntas, peticiones de aclaración o posiciones con- 
tradictorias que ustedes han expuesto. 

En primer lugar, agradezco a todos ustedes las pala- 
bras de saludo y agradecimiento que espero que sigan 
siendo norma en el inicio de nuestras intervenciones res- 
pectivas a lo largo de las próximas reuniones, que no se 
limite sólo a la primera reunión el buen entendimiento 
en las formas, aunque haya discrepancias de fondo. 

Tratando de seguir el orden de las intervenciones, el se- 
ñor Espasa ha empezado por un tema que también han; 

tocado otros intervinientes, el tema de la provisión de 
puestos de trabajo..Se dice que desde el 2 de agosto de 
1984, fecha de la entrada en vigor de la Ley de Medidas 
de la Función Pública, hasta el 1 ."de octubre, veintiún mil 
y pico puestos de libre designación han sido comunicados 
vía ((Boletín Oficial del Estado)) al resto de la sociedad. 
Eso es así, me imagino que quien haya hecho las cuentas 
las habrá hecho bien. Lo que no es así es que ésos sean 
los únicos puestos que se han provisto en la Administra- 
ción y creo que quienes han hecho defensa de la legisla- 
ción vigente anterior a la Ley 30í84, y a la que esta Ley 
ha venido a sustituir, sabe perfectamente como yo, o me- 
jor que yo muchos de ustedes, que también en el sistema 
anterior a la Ley 30184 -que es el que en realidad se está 
aplicando todavía, salvo en los supuestos en que ya exis- 
te relación de puestos de trabajo- hay una parte de pues- 
tos que se proveen por libre designación, que son la mi- 
noría, y que hasta la Ley 30184 ni siquiera se comunica- 
ban vía ((Boletín Oficial del Estado)) cuando salían las 
convocatorias y para qué tipo de puestos se utilizaba la 
libre designación, ahora se pueden contar. Es lo que ha 
atiadido la Ley 30184, pero la mayor parte de los puestos 
de trabajo que se proveen día a día en nuestras Adminis- 
traciones públicas se proveen por concurso, y en una es- 
timación que es imposible que sea exacta, pero que sí se 
mueve en un orden de magnitud cercano a la realidad, 
creo que en el mismo período que ustedes han citado, en 
el cual se han provisto 20 ó 21.000 puestos por libre de- 
signación, se habrá provisto no menos de 100.000 puestos 
por la vía del concurso. 

Como les he anunciado en la intervención inicial que 
en un plazo de doce meses a partir de ahora van a estar 
finalizadas las relaciones de puestos de trabajo -y tiem- 
po hubo para finalizar lo que en la legislación anterior 
eran plantillas orgánicas y venían a ser lo mismo que las 
relaciones de puestos de trabajo y a nadie anterior al Go- 
bierno socialista se le ocurrió llevarlo a cabo- una vez 
que las relaciones de puestos de trabajo en doce meses es- 
tén finalizadas, les aseguro a ustedes que un porcentaje 
muy inferibr al 10 por ciento del total de los puestos de 
trabajo que se provean en la Administración lo serán por 
libre designación. Es lógico que así sea, siempre va a ha- 
ber puestos de confianza, pero la inmensa mayoría de los 
puestos, en un porcentaje muy superior al actual, incluso 
se proveerán por concurso, y lo he dicho así en mi inter- 
vención inicial. 

Por tanto, hay que despejar esa falsa idea, que podía de- 
ducirse de algunas de sus intervenciones, de que hoy sólo 
se proveen puestos por libre designación y que eso antes 
no pasaba. Nada más alejado de la realidad. Ha pasado, 
cada vez pasa menos y pasará menos en el futuro, en cuan- 
to vayamos aprobando y enviando al ((Boletín Oficial» las 
correspondientes relaciones de puestos de trabajo. 

Me preguntaba el señor Espasa sobre el modelo no de- 
masiado explicitado en la intervención inicial, de relación 
entre Corporaciones locales, Comunidades Autónomas y 
Gobierno de la Nación o poder central, como quieran de- 
nominarlo. Creo que lo he dicho en la intervención, quizá 
no he desarrollado mucho la idea, pero mi idea, que creo 
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que es la de la Ley de Bases de Régimen Local, y la de la 
Constitución, es que nuestro modelo  constitucional no es 
un modelo que sí existe en otros países europeos, donde 
las Corporaciones locales no tienen en ningún caso rela- 
ción directa con el Gobierno de la Nación y siempre pa- 
san en sus relaciones a través de los entes territoriales su- 
periores, de los entes regionales o de los «Landcr., o como 
se les quiera llamar en cada uno de los países. 

El modelo es que partiendo de la Constitución y de los 
Estatutos de Autonomía hay una parte importante de 
competencias en materia de régimen local que han sido 
transferidas a las Comunidades Autónomas y, por tanto, 
hay una relación que se establece y que están desarrollan- 
do las Comunidades Autónomas a través de sus leyes 
correspondientes, entre Corporaciones locales y Comuni- 
dad Autónoma, pero hay y habrá en el futuro también una 
vía de relación Corporaciones locales-Gobierno de la Na- 
ción que en absoluto implica mermas de las competen- 
cias que a las Comunidades Autónomas les atribuye la 
Constitución y los estatutos en materia de régimen local. 
Creo que así debe ser. Creo que aunque sea más complejo 
-también el Estado de las Autonomías es más complejo 
que el centralista, que no nos gusta-, aunque sea más 
complcjo, es bueno que las Corporaciones locales tengan 
una doble relación con las Comunidades Autónomas y con 
el Gobierno de la Nación. Así  debe ser en beneficio de 
todos. 

En cuanto a problemas, que han citado varios de uste- 
des, de descoordinación entre el Ministerio de Economía 
y Hacienda y el Ministerio para las Administraciones Pú- 
blicas o anterior de Presidencia, en materias de gastos de 
personal o en materia de financiación de entes territoria- 
les. Empiezo por esto último. 

Yo creo que, en cualquier país, los temas relativos a Ha- 
ciendas locales o territoriales son competencia del Minis- 
terio encargado directamente de la Hacienda central. No 
me puedo imaginar un país donde los tributos, que pue- 
den ser cedidos en el futuro a las Corporaciones locales o 
a las Comunidades Autónomas, sean de competencia de 
otro Ministerio distinto al que lleve el sistema tributario 
en su conjunto; o en materia de financiación es evidente 
que el Ministerio de Economía y Hacienda, o similar en 
otros países, siempre tiene palabras importantes que de- 
cir en materia dc financiación, porque ésa es una de sus 
competencias inherentes a su denominación y a su con- 
tenido. 

Ahora bien, eso no quiere decir, en absoluto, que en ma- 
teria de gastos de personal o en determinadas materias 
de financiación de Corporaciones locales o incluso de Co- 
munidades Autónomas, este Ministerio no tenga nada que 
hacer, porque lo tiene, lo está teniendo y lo va a seguir te- 
niendo. Es verdad quc todavía se producen disfunciones 
en esa relación entre las competencias propias del Minis- 
terio de Economía y Hacienda y las del Ministcrio para 
las Administraciones Públicas, que estén seguros que esta 
Cámara tendrá ocasión de debatir y verán que quedan 
más funcionales y más claros. 

Me preguntaba también el señor Espasa sobre la trans- 
ferencia de cámaras agrarias. Mire, lo he abordado la se- 

mana pasada con el Presidente de la parte catalana de la 
Comisión mixta y colega nuestro en esta Cámara, señor 
Alavedra. Sabemos que ese tema está pendiente, efectiva- 
mente, y espero que a partir de una reunión que tenía pre- 
vista el señor Alavedra con el Ministro de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, a partir de ahí el tema pueda que- 
dar en poco tiempo definitivamente zanjado y se proceda 
a ese traspaso, como también se va a proceder en esta Cá- 
mara a la discusión del proyecto de ley de cámaras agra- 
rias, que quedó pendiente de la anterior legislatura. 

Ha expuesto una idea el señor Espasa sobre que el sis- 
tema de financiación de las Comunidades Autónomas tie- 
ne poco plazo para poder ser recogido en los Presupues- 
tos del Estado para 1987. Es verdad, pero no se impute 
al Gobierno, o por lo menos no se impute sólo al Gobier- 
no el que haya pocos plazos. Ustedes saben igual o mejor 
que yo que la discusión del sistema de financiación defi- 
nitivo para las Comunidades Autónomas, se inicia me- 
diante propuestas del Gobierno. Hay propuestas, como 
decía, del mes de abril, y después mucho más precisas, a 
raíz de las conversaciones mantenidas en estos meses, que 
se han formulado el propio viernes día 10 de ocrubre, pero 
que para llegar a un acuerdo definitivo ojalá bastase con 
la voluntad del Gobierno, porque entonces lo tendríamos 
ya; hace falta la voluntad de todas y cada una de las Co- 
munidades Autónomas en una cuestión que, por razón de 
su propio contenido, hace que los intereses de las Comu- 
nidades Autónomas se contrapongan entre s í ,  a la hora de 
distribuir con determinados parámetros o determinadas 
ponderaciones de variables los recursos financieros entre 
todas y cada una de las Comunidades y ojalá que, a pesar 
de esas dificultades -yo confío en ello-, podamos llegar 
a un consenso y se puedan recoger en los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado para 1987 las cifras correspondientes 
a un sistema definitivo de financiación. 

LDefinitivo entre comillas o definitivo sin comillas? Sé 
que los representantes catalanes en el Consejo de Política 
Fiscal y Financiera -y lo ha repetido hoy el señor Espa- 
sa- prefieren que sea un sistema definitivo transitorio. 
Eso de las contradicciones en sus propios términos en po- 
lítica sucede mucho, pero debíamos aclararnos. La Ley 
dice un plazo de cinco años. LQué puede suceder que an- 
tes de qu?? finalice el plazo legal de cinco años a partir del 
momento en que se implante el sistema definitivo nos de- 
mos cuenta, Comunidades Autónomas o Gobierno de la 
Nación, que ha habido ajustes que no se ha producido con 
corrección en el sistema acordado y se pueda modificar 
antes de que finalice el plazo de cinco años? Todo es po- 
sible, pero la Ley tiene un mandato claro y no se puede 
tratar de tergiversar lo que es un mandato temporal de 
la Ley de que tenga una duración de cinco años, por in- 
tereses que no sé además muy bien si quien más intere- 
sado estaría en que no durase cinco anos, sino dos, fuesen 
las Comunidades o el Gobierno de la Nación. 

Creo que a todos nos va a interesar en parte que sea un 
sistema estable, pero en parte también que se pudiese 
corregir cuanto antes. Dotar de una mínima estabilidad 
al sistema de financiación parece que es necesario, y ése 
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creo que debe ser el objetivo principal, además del pro- 
pio contenido del acuerdo. 

El señor Espasa, en medio de mi fárrago de exposición 
inicial, no ha debido percibir lo que he dicho del artículo 
149.1.18. He dicho, primero, que es un tema crucial para 
solucionar todo lo que la voluntad política introduce de- 
trás de cada uno de los principios que configuraban la pri- 
mera parte de mi exposición. Pero por ser un tema cru- 
cial es un tema complejo y difícil. No tengo el optimismo 
científico del señor Calero, que cree que por ser un buen 
jurista la Ley se va a adecuar a la realidad, va a resolver 
los problemas de los ciudadanos y va a ser inmutable. To- 
dos hemos conocido leyes inmutables que están deroga- 
das y bien derogadas. 

Creo que es un tema de enorme importancia el proce- 
dimiento común, todas las leyes de expropiación forzosa, 
de responsabilidad, etcétera, algunas más fáciles técnica- 
mente, otras más difíciles técnicamente, en todo caso, to- 
das exigen de nosotros, como legisladores, el acierto en 
cuanto al contenido, aparte de que la técnica sea buena. 
No sólo mirándolo desde la óptica del Gobierno de la Na- 
ción, de la Administración central, desde todas las Admi- 
nistraciones simultáneamente, porque son instrumentos 
comunes a todas ellas. 

Se ha avanzado ya en legislación de Función Pública, 
que deriva del 149.1.18; se ha avanzado en legislación de 
Régimen Local, que deriva del 149.1,18, y vamos a seguir 
avanzando, pero no'vamos a avanzar con el voluntarismo 
del predominio de la ciencia sobre la razón política o so- 

'. bre el acierto en cuanto al contenido. Vamos a tratar de 
conjugar todo ello, que creo es lo más juicioso. 

Por último, el señor Espasa -no sé si me dejo algo por 
el camino- hacía una alusión a las retribuciones de los 
funcionarios en principio en un reparto de un complemen- 
to de productividad MUFACE. La verdad es que llevo poco 
tiempo para saber cómo se reparten los complementos de 
productividad, incluso en los organismos autónomos que 
dependen del Ministerio, como sabe usted. Espero que 
este año se cumpla en la Ley de Presupuestos del año pa- 
sado, y también en el proyecto que está planteado se pide 
ya una regulación estable del complemento de producti- 
vidad, que hasta ahora responde a unos criterios transi- 
torios. Si es así como lo cuenta, a lo mejor me parece ina- 
decuado. Cómo se está repartiendo el complemento de 
productividad en realidad no lo sé, no tengo los datos de- 
lante, pero, en todo caso, sí le puedo decir que, en cuanto 
a la apertura del abanico salarial, el abanico retributivo 
dentro de la Función Pública, es verdad que se ha produ- 
cido, porque se había cerrado demasiado, y eso, al final, 
lo pagamos todos los que necesitamos que la Administra- 
ción Pública tenga una Función Pública motivada y que 
cumpla aquello que se le encomienda, como en cualquier 
empresa, y ahí no creo que haya diferencias entre empre- 
sas públicas o privadas, pues un abanico salarial dema- 
siado cerrado implica desmotivación, y un abanico sala- 
rial razonablemente abierto permite la motivación, per- 
mite la carrera administrativa, permite la ilusión por se- 
guir avanzando en las escalas retributivas. Ahora bien, yo 
no conozco ninguna operación de apertura de un abanico 

salarial que haya hecho subir más los salarios de abajo 
que los de arriba y, por tanto, es verdad que al abrir el 
abanico salarial, en un proceso que no se produce conti- 
nuamente, sino que se ha producido en un momento de- 
terminado, han subido más los salarios de arriba que los 
de abajo, en términos generales, igual que en épocas in- 
mediatamente precedentes podía haber sucedido lo con- 
trario, que habían subido más los salarios de abajo que 
los de arriba, y eso ha motivado que haya habido necesi- 
dad coyuntural, en un momento determinado, de abrlr el 
abanico salarial. 

Al  señor Núñez tengo que decirle que ha leído, y creo 
que está justificado parlamentariamente que quien hace 
la comparecencia inicial, lea; quien quiere contraponer 
ideas con el lector -en este caso el Ministr-, si lee lo 
que ya traía desde casa, se convierte en una especie de mé- 
todo Ollendorf, donde yo le puedo pasar mis papeles, us- 
ted me pasa los suyos y al día siguiente ya podemos dis- 
cutir sabiendo lo que unos y otros hemos dicho. (Risas.) 

En cuanto al fondo, ha hecho énfasis en la situación de 
los funcionarios a raíz de la aplicación de la Ley 30. Dice 
que hay dos colectivos de funcionarios: los agraciados y 
los agraviados, y todo ello lo centra en la consolidación 
del grado personal. La reivindicación de la carrera admi- 
nistrativa es, ha sido, una teivindicación permanente de 
los funcionarios, y el primer paso para implantar seria- 
mente una carrera administrativa lo produce el sistema 
que la Ley 30 prevé y que se está empezando a desarro- 
llar. Y, como decía ya en mi intervención inicial, implan- 
tar una carrera administrativa no se pude hacer en base 
cero, igual que un presupuesto -aunque lo digan los téc- 
nicos- tampoco se hace n p c a  en base cero. Parte de la 
realidad que hay, y esa realidad es verdad que produce de- 
sajustes, y ojalá sean los mínimos posibles y,  de hecho, 
otro Diputado, me parece qusera el señor Espasa, en al- 
gún momento ha dicho que el proyecto de ley de Presu- 
puestos de 1987 preveía alguna disposición que quería 
suavizar algún precepto de la Ley 30 en relación a la con- 
solidación del grado personal, precisamente para evitar 
esos desajustes. 

No vale extrapolar esa argumentación -creo que todos 
reconoceremos que implantar una carrera administrati- 
va siempre va a suponer algún mínimo desajuste, y hay 
que tratar de que sea lo más mínimo posible- diciendo 
que miles de funcionarios estaban en el nivel 30 y han caí- 
do al 11; eso es incierto, eso no sucede así. En primer lu- 
gar, porque no hay miles de funcionarios con nivel 30 en 
la Administración, puesto que tenemos una Administra- 
ción pequeña, y las modificaciones que se han producido 
en los niveles 30 en los últimos cuatro años no han sido 
mayores que las modificaciones que se venían producien- 
do en años inmediatamente anteriores, entre otras cosas, 
porque nuestra Administración arrastra, entre otras iner- 
cias, la mala costumbre de que cada vez que cambia el ti- 
tular del Ministerio, van cambiando no sólo los Secreta- 
rios de Estado, los Subsecretarios y las Direcciones Gene- 
rales, sino también los niveles 30 y, a veces, los 28 o los 
26. La propia estabilidad en casi cuatro años ya del mis- 
mo partido en muchos Ministerios de los mismos respon- 



- 

COMISIONES 
562 - 

14 DE OCTUBRE DE 1986.-NÚM. 17 

sables al frente de los Departamentos y de las unidades, 
ha llevado a una mayor estabilidad de los niveles 30 en 
relación al período inmediatamente anterior y, además, 
cualquiera que conozca la Administracion -y usted la co- 
noce mejor que yo, porque lleva más años paseando por 
los pasillos de los Ministerios, a veces, en los pasillos al- 
tos con moqueta y,  a veces, sin tanta moqueta- (Risas.) 
sabe que, normalmente, salvo algún caso muy particular, 
quien ha tenido un nivel 30, aunque no existiese todavía 
la figura de la consolidación del grado personal, no caía 
al nivel 1 1 .  Y usted, si conoce dos casos, me los hace Ile- 
gar, pero ya verá cómo, al final, estamos de acuerdo en 
que han sido, en todo caso, supuestos que confirman la re- 
gla general de que eso no sucede así en esta Admi- 
nistración. 

En cuanto al Estatuto de la Función Pública, que lo han 
abordado varios señores Diputados, tengo que repetir lo 
que he dicho al final de la intervención, y reconozco que, 
al final de una intervención de casi dos horas, no puedo 
aspirar a que se me entienda muy bien lo que he dicho. 
El Estatuto de la Función Pública he dicho que se va a ha- 
cer en esta legislatura. Los elementos del Estatuto de la 
Función Pública prácticamente están todos regulados con 
posterioridad a la Constitución, pero en leyes fragmenta- 
das, salvo los órganos de representación y las elecciones 
de los funcionarios, que he dicho que va a venir en las 
próximas semanas a este Parlamento, y salvo algunas 
cuestiones, no contradictorias con la Ley 30í1984, que to- 
davía están reguladas por la parte vigente de la Ley de 
Funcionarios del año 1964. Pero como, a su vez, yo coin- 
cido con la representante de Minoría Catalana en no creer 
cn la Reforma, con mayúscula, sino que creo que las co- 
sas hay que meditarlas antes ae  perseguir su inmutabili- 
dad en el tiempo, hay que meditarlas e, incluso, hay que 
contrastar las ideas con la experiencia y con los datos de 
la realidad, creo que sería una mala. operación hacer un 
Estatuto de la Función Públlca inmediatamente, en el ini- 
cio de esta legislatura, cuando todavía no se ha llegado a 
poder desarrollar en la práctica todos y cada uno de los 
preceptos de la Ley 30í1984. Creo que es mucho más jui- 
cioso tener ese punto de referencia a lo largo de esta Ic- 
gislatura, contrastar la experiencia de los cambios intro- 
ducidos, meditar bien qué tipo de contenido, igual que 
del actual en la suma de las leyes fragmentarias o modi- 
ficado en lo que haya que modificar en base a la experien- 
cia, para que el Estatuto de la Función Pública dure, por 
lo menos, cuatro legislaturas, que no sea una ley estatu- 
'taria básica que cada dos años est6 modificándose por im- 
previsión o por precipitación. Eso es lo que quería decir 
con menos palabras al final de mi intervención. 

En cuanto a la Ley Orgánica de Libertad Sindical y a 
su derivada ley de órganos de representación, no puedo 
admitir que se culpe al Gobierno de que ese tema es una 
asignatura pendiente, y le voy a decir por qué, señor Nú- 
ñez. Porque no fue el Gobierno el que puso un recurso pre- 
vio de inconstitucionalidad a la Ley Orgánica de Liber- 
tad Sindical, que aplazó más de un año su entrada en vi- 
gor y que impidió, por lo tanto, que el proyecto de ley de 
órganos de representación llegase a la Cámara en el tiem- 

po en que hubiésemos deseado, cuando en la Ley Orgáni- 
ca de Libertad Sindical aprobada por las Cámaras se dijo 
que en el plazo máximo de un año, a partir de su entrada 
en vigor. Como el recurso previo de inconstitucionalidad 
retrasó la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Liber- 
tad Sindical hasta la mitad del año 1985, a partir de esa 
entrada en vigor se acabó de elaborar el proyecto, se ne- 
goció o se discutió con los representantes sindicales en el 
ámbito de la Función Pública, se trajo a esta Cámara, y 
la disolución de las Cortes impidió que fuese definitiva- 
mente aprobado, y ahora, en pocas semanas, lo va a te- 
ner usted aquí. 

¿Van a computar los resultados con las elecciones del 
ámbito laboral? Es una opción que, al final, la tomará el 
Parlamento. El proyecto del Gobierno dará una opción, o 
se computan o no se computan. Yo tiendo a pensar que 
es bueno que se computen; ahora, al final, será el Parla- 
mento el que, con el mantenimiento de esa disposición o 
su derogación por enmiendas de supresión, dirá si compu- 
tan o no computan. 

En cuanto a lo del centro de trabajo, me parecen ya dis- 
quisiciones técnicas que usted y. yo, como somos aficio- 
nados a las normas sindicales, seríamos capaces, a lo me- 
jor, de hacerlo a las nueve y veinticinco de la noche; no 
creo que sea el momento y podremos discutirlo cuando 
venga el proyecto de ley. 

Le agradezco al representante del Grupo Vasco las pa- 
labras que ha pronunciado y su coincidencia con los prin- 
cipios, aunque entiendo que esté pendiente de cómo se 
traducen los principios en realidades concretas. Le que- 
ría decir dos o tres cosas en poco tiempo. ¿Vamos a su- 
primir la figura de los Gobernadores Civiles o -no le he 
entendido bien- vamos a suprimir c )  modificar la de los 
Delegados del Gobierno? No. Van a seguir existiendo los 
Delegados del Gobierno y los Gobernadores Civiles. Esta 
es una posición clara. Y van a integrar los Gobernadores 
Civiles y los Delegados del Gobierno, como decía en mi in- 
tervención, los servicios que, por razón del proceso de 
traspasos se puedan ir integrando bajo una única respon- 
sabilidad en la Administración periférica del Estado, en 
vez de la proliferación de direcciones provinciales que 
existían; que ahora se ha reducido en parte y que habrá 
que seguir reduciendo. 

Sobre el convenio con el Instituto de Estudios de Ad- 
ministración Local del correspondiente Instituto vasco 
para la formación de funcionarios locales, si mis informa- 
ciones no son erróneas creo que ha estado retenido, entre 
otras cosas, parece ser porque antes de llegar a un acuer- 
do concreto sobre la formación de funcionarios, es preci- 
sa la norma a que antes he hecho referencia y que está en 
avanzado estado de tramitación. Es la norma que regule 
a los antiguos cuerpos nacionales, a los habilitados de ca- 
rácter nacional. Creo que no hay discrepancias de fondo 
para poder llegar a un convenio en cuanto se tenga el mar- 
co claro. 

En cuanto al diálogo en el cupo, también se lo pido a 
los representantes del Gobierno vasco. No es buena ma- 
nifestación de diálogo, guste más o menos la propuesta 
que hace una de las partes, el no tardar medio minuto en 
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levantarse de la mesa e irse, y ni siquiera discutir en qué 
supuestos está basada una propuesta de cupo determina- 
do. Como eso fue lo que se produjo en una reunión mera- 
mente técnica, no de contenido político, esa petición de 
diálogo en el cupo le pido que se la traslade a los repre- 
sentantes de su Gobierno. 

La representante de Minoría Catalana dice que he ol- 
vidado lo que ha hecho el Gobierno entre 1982 y 1986. Yo 
creo que no lo he olvidado. Todo aquello que supone de- 
sarrollo de lo realizado en la legislatura anterior he tra- 
tado de marcarlo así. Hay algunas situaciones distintas 
en esta legislatura que no se planteaban en la legislatura 
anterior y, por lo tanto, suponen un cambio de política 
para adecuar10 en una realidad distinta; pero yo no creo 
que se pueda encontrar una sola discrepancia entre la po- 
lítica llevada a cabo por el Gobierno en el período 82-86, 
y la política que yo he expuesto ante ustedes y que que- 
remos desarrollar en el período 86-90: Cambios de ritmo, 
cambio de matización, nuevas situaciones que producen 
nuevas políticas, pero no creo que haya ningún elemento 
de contradicción. 

Sobre la pregunta, casi filosófica, que me plantea sobre 
reformasadministrativa o política pública, tengo que de- 
cirle que le he llamado un proceso de reformas inin- 
terrumpidas para evitar que se pueda seguir hablando de 
la reforma administrativa, que no me gusta nada. No creo 
que nadie sea capaz, más que desde un punto de vista in- 

, telectual y poco operativo, de reformar algo tan complejo 
como la Administración pública en un solo día y porque 
le venga la idea de no se sabe qué mundo extraño imagi- 
nativo. Creo que esto es un proceso continuo en el que hay 
que tener otros criterios, que me he preocupado de expo- 
ner ante ustedes, y a partir de ahí mantener una volun- 
tad constante de continuar produciendo reformas y de se- 
guir diseñando y aplicando políticas para mejorar la 
Administración. 

Me ha preguntado sobre si la Ley de órganos de repre- 
sentación tendrá carácter $e básica y permitirá un de- 
sarrollo a las Comunidades Autónomas. Espero que usted 
lo considere así cuando conozca el proyecto. Efectivamen- 
te, hay toda una serie de ámbitos donde las Comunidades 
Autónomas tienen capacidad de autoorganización. Por lo 
tanto, esa capacidad debe refiejarse en una Ley que regu- 
la un proceso electoral, siempre que se cumplan una se- 
rie de conceptos generales que hagan que ese proceso per- 
mita ser considerado como un proceso general, y no como 
una suma de 17 procesos. Creo que no es eso lo que está 
en la Ley Orgánica de Libertad Sindical, que es la norma 
de la cual trae causa esta Ley de órganos de representa- 
ción. Hay un ámbito claro que va a exigir la regulación 
en cada una de las Comunidades Autónomas de materias 
ligadas a 18s órganos, de representación. 

En capibio no weo -y no se lo puedo decir con total 
seguridad, pero sí en una primera aproximación-, no 
creo, repito, que quepan cuerpos docentes para las Comu- 
nidades Autónomas en la Universidad. Me parece que son 
cuerpos de carácter nacional. No creo que quepan cuer- 
pos distintos en cada una de las Comunidades Autóno- 
mas, como me preguntaba usted. 

Estoy de acuerdo en la forma de abordar las transfe- 
rencias con esos tres bloques: las que están pendientes de 
problemas técnicos, que ya hemos acordado impulsar las 
ponencias para que se puedan aprobar cuanto antes en la 
comisión mixta; las pendientes de sentencia del Tribunal 
Constitucional, esperaremos a ver qué sentencia dicta el 
Tribunal, y las pendientes de decisión política, que ojalá 
lleguemos a un acuerdo. Yo le tengo que decir, por razón 
de mi responsabilidad anterior, que no estoy de acuerdo 
en que el INSS sea transferible. No creo que se derive eso 
de la Constitución más el Estatuto de Cataluña, pura y 
simplemente. Del INEM hay partes que sí, que son enor- 
memente discutibles. Esta ha sido una discusión que he- 
mos tenido mucho tiempo y que va a seguir existiendo y 
algún día llegaremos a un acuerdo. Pero, desde luego, no 
creo que en nuestra Constitución ni en los Estatutos de 
Autonomía se prevea el traspaso puro y simple del INSS 
a las Comunidades Autónomas. 

En las relaciones Comunidades Autónomas-Comunida- 
des Europeas, yo no estoy pensando en una ley de bases 
para resolver la aplicación de las directivas. En algún mo- 
mento parece que se planteó como hipótesis, pero quedó 
desechada hace ya tiempo. Sí estoy de acuerdo, como lo 
he dicho en mi intervención, que las Comunidades Autó- 
nomas deben participar en la formación de la voluntad es- 
tatal para los temas en los cuales han asumido competen- 
cias, y ahora dependen de decisiones que se adoptan en 
Bruselas. No estoy de acuerdo, porque no está de acuerdo 
la Comunidad Europea, ni lo permite el modo en que ésta 
funciona, en que las Comunidades Autónomas estén sen- 
tadas a nivel superior comunitario discutiendo en el Con- 
sejo de Ministros de Agricultura, de Pesca o de Finanzas, 
los temas en los cuales ellas han asumido competencias. 
Eso ni está previsto en los ordenamientos, donde la ac- 
ción exterior es competencia exclusiva del Estado, ni está 
previsto en las Comunidades Autónomas, donde no hay 
un solo precedente en que se admita que una región eu- 
ropea -terminología comunitaria- vaya directamente a 
discutir o negociar los temas en los cuales tiene compe- 
tencia propia. Siempre utilizan el servicio exterior de su 
Estado correspondiente, como parece lógico. Otra cosa es 
cómo se contribuye a formar la voluntad estatal y cómo 
se discute el modo de ejecutar las normas comunitarias 
que es, de verdad, el meollo de la cuestión. 

Al representante del CDS, aparte de agradecerle las pa- 
labras iniciales y de que coincidíamos en muchas cosas 
entre lo que usted decía y lo que yo había dicho antes, me 
estaban dando ganas de responderle -y espero que me 
lo tome en buen sentido, lo digo con humor y no con cara 
seria- que su intervención ha sido casi tan aburrida 
como la mfa. Hemos dicho lo mismo dos veces. El resto 
de la Comisión nos hubiese agradecido, a usted y a mí, 
que hubiéramos sido más breves y así el debate hubiese 
sido más ágil. No he podido percibir u0 solo elemento de 
contradicción o de discrepancia entre lo que usted ha ma- 
nifestado y lo que yo he dicho. Lo que pasa es que lo ha 
dicho de forma distinta, pero creo que hemos incidido en 
los mismos temas y desde un punto de vista similar. 

El seíior Calero ha empezado por decir que preferiría 
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que los Ministerios se creasen por ley. Mire, si es posible, 
como ha dicho el Tribunal Constitucional que se creen 
por decreto, se crean por decreto. Más allá de una discu- 
sión que podía ser doctrinal o de preferencias políticas o 
subjetivas, más allá del mundo de la política, fíjese si al- 
gún día, en este país, y al paso que vamos pasará, se con- 
fluye en un Gobierno de coalición como resultado de unas 
elecciones. ¿Usted cree que es posible esperar a configu- 
rar un Gobierno, que en toda coalición siempre se discu- 
te, como estamos viendo en cualquier país de los que nos 
rodean que gobiernan en coalición es posible esperar a 
que el Parlamento apruebe una ley para poder constituir 
un Gobierno por el hecho de que haya cambiado de nom- 
bre un Ministerio o pasar una competencia de un Minis- 
terio a otro? Yo no lo conozco en ningún país, salvo en Ita- 
lia, donde tienen tantos años de práctica de coalición y lo 
hacen nada menos que en ((perita partiti», porque están 
acostumbrados a todo. Pero en España sería un bloqueo 
total en el momento de configurar un Gobierno y de pro- 
ceder a las negociaciones para poder confluir en una coa- 
lición que tuviese mayoría. Ya ve usted la confianza que 
teníamos en las elecciones del 86 que, para curarnos en 
salud, lo pusimos en la Ley de Presupuestos, y es total- 
mente legal porque el Tribunal Constitucional lo ha di- 
cho así. 

Se refiere a que como he dicho un conjunto de inten- 
ciones, aunque sean buenas, se siente decepcionado. 

Yo lo que quiero es que no me haga usted un proceso 
de intenciones. Si estamos de acuerda en las intenciones, 
hemos dado un paso adelante muy importante. Estar de 
acuerdo en las intenciones, en los principios, en las ideas, 
o de la forma que se las quiera denominar -aquí ha ha- 
bido cualquier tipo de denominación y alguna más- a 
partir de ahí, es lógico que la oposición pida mucha ma- 
yoc concreción y compromiso para cazar al Gobierno y 
que éste, en aquello que ve con claridad que tiene un pla- 
zo, lo digo, como lo he dicho yo en bastantes de los temas 
que han sido objeto del contenido de mi primera inter- 
vención, como en otros temas, por razón de su compleji- 
dad o de que no vale sólo con la voluntad exclusiva del 
Gobierno, sino que hay que contar con una negociación 
con Comunidades Autónomas, con Corporaciones Locales, 
con sectores sociales o con los Grupos Parlamentarios, no 
quiera poner un plazo hasta saber si las ideas del Gobier- 
no van a confluir y van a ser idénticas o ensamblables con 
las ideas de otros Grupos que también tienen que formar 
parte en la decisión final que se tome. 

Eso se entiende en el juego parlamentario y, por lo tan- 
to, usted dice que no facilito el control y a mí siempre me 
parecerá que usted me quiere controlar demasiado. Eso 
me parece que entra dentro del juego. 

En cuanto al desarrollo del artículo 149.1.18 de la Cons- 
titución, ya he dicho antes lo que pensaba, tratando de de- 
sarrollarlo más. 

Los reglamentos de la Ley de Régimen Local y de con- 
senso con la FEMP, no le quepa duda de que antes de en- 
viarlos al Consejo de Estado esos proyectos de reglamen- 
to habían sido discutidos muy a fondo con la FEMP, y an- 
tes de que vayan al Consejo de Ministros, una vez recibi- 

do el dictamen del Consejo de Estado, vamos a tener una 
reunión de trabajo o las que hagan falta con la Federa- 
ción Española de Municipios y Provincias, porque a na- 
die más que a ellos les va a interesar que el contenido de 
esos reglamentos se corresponda con la Ley Básica de Ré- 
gimen Local. Por tanto, es lógico que así sea y no tenga 
prevención en que no lo vayamos a hacer así, porque no 
nos cuesta nada dialogar con la FEMP. 

Con relación a la prontitud de los reglamenros, he di- 
cho que estarán antes de final de atio. Cada uno de ellos 
es muy largo y, a veces, con un contenido técnico difícil 
que hay que cuidar para no verse obligado a corregirlos 
cada poco tiempo. Yo espero que esos cuatro reglamen- 
tos estarán en el ((Boletín Oficial del Estado» antes de fi-  
nal de año. 

En cuanto a Ceuta y Melilla, reitero la oferta y la peti- 
ción de consenso en esta meteria. Es verdad que el con- 
senso debe realizarse con los representantes de Ceuta y 
Melilla, pero también en esta Cámara, que es la que tiene 
la obligación de aprobar las correspondientes leyes. Por 
lo tanto, además de los representantes de Ceuta y Meli- 
Ila, sabe su Grupo -en especial su Grupo- que quere- 
mos el consenso y que lo buscaremos con afán. 

El señor Calero se muestra escéptico en cuanto a la f i -  
nanciación de las Comunidades Autónomas. A lo mejor es 
por la oposición de alguna Comunidad, que tiene un Pre- 
sidente de su partido y que no parece estar muy de acuer- 
do con la propuesta del Gobierno. Como tiendo a ser op- 
timista, prefiero quedarme con su última parte, referida 
a la financiación de Comunidades, en que, a pesar de mos- 
trar el escepticismo, ha dicho que el Grupo Popular nos 
apoyará para conseguir ese acuerdo. En especial pedimos 
el acuerdo del Grupo Popular, porque, por los resultados 
de las últimas reuniones, parece que va a hacer falta, y 
creo que, respetando la autonomía de cada una de las Co- 
munidades Autónomas, sería bueno que pudiésemos Ile- 
gar a un acuerdo gracias, entre otras cosas, al apoyo y a 
la ayuda del Grupo Popular. 

No puedo admitir, señor Calero, algo que ya algún otro 
Diputado de su Grupo ha dicho en alguna otra ocasión en 
esta Cámara, en una pregunta parlamentaria que se me 
había formulado: que en la Administración pública, en- 
tre los funcionarios, hay miedo. Eso no es cierto. Eso no 
es en absoluto cierto. Por mucho que me digan que sí, 
como comprenderá yo estoy mucho más en la Adminis- 
tración pública que ustedes, porque yo estoy todos los 
días. No hay miedo. ¿De qué va a haber miedo? ¿De qué? 
¿O es que basta con tirar la idea de que hay miedo a ver 
si alguno dice: «pues sí, mire, yo tengo miego»? No hay 
miedo. Habrá insatisfacciones, como las hay en toda or- 
ganización, y más en una con este tamano. Muchas me- 
nos que las que ha habido en otras épocas, pero hay lógi- 
camente insatisfacciones. Y habrá quien esté frustrado 
porque cree que puede rendir más de lo que hasta ahora 
está rindiendo, y habrá que buscar fórmulas para moti- 
var y para permitir que aquel que trabaja con motiva- 
ción, con responsabilidad y cumpliendo sus obligaciones 
no se vea frenado en su carrera administrativa. Se ha 
abierto ya la posibilidad de la movilidad, que permite 
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progresar a gente que había estado durante años metida 
en una esquina de la Administración pública y como el 
sistema no permitía la movilidad, no tenía posibilidad de 
progresar. Eso se va abriendo a raíz de la ley de Medidas 
Urgentes para la Reforma de la Función Pública. Yo le 
diga que no hay miedo en la Administración y que si se 
expresan esas ideas generales de que hay miedo, hay que 
demostrarlo con hechos. Dudo mucho de que piidiesen us- 
tedes exponer datos concretos de que hay miedo, porque 
no sé de qué va a haber miedo en la Administración 
española. 

El señor De la Vallina ha repetido la decepción que ya 
había mostrado su compañero de Grupo. Ya digo que 
comprendo que la oposición no pueda mostrarse conten- 
ta con lo que dice el Gobierno. ¡Faltaría más! 

Es verdad que las leyes sectoriales en cuanto a la auto- 
nomía local son la madre del cordero. Lo he dicho así en 
la intervención relativa a la política respecto a las Corpo- 
raciones locales, donde la Ley Básica de Régimen Local 
es un régimen nuclear -decía en la intervención-, es una 
regulación -como diría el Subsecretario del Ministerio, 
que también es catedrático de Derecho Administrativo-: 
regula el Estatuto subjetivo, pero después vienen las le- 
yes sectoriales a llenar de contenido material esa organi- 
zación local que se define COP carácter general en la Ley 
Básica de Régimen Local. 

Ya he dicho que por eso nos interesa sobremanera po- 
tenciar la colaboración con las Corporaciones locales a 
través de la Comisión Nacional de Administración Local, 
para velar juntos -Ministerio con las Administraciones 
públicas y los representantes de las Corporaciones loca- 
les- por que la legislación estatal o la legislación auto- 
nómica, por vía de ley sectorial, no invada competencias 
que corresponden al régimen local y no trate de volver a 
desandar el camino que se ha recorrido con la nueva Ley 
Básica de Régimen Local. Estamos totalmente de acuer- 
do y creí haberlo dicho. 

'También estoy de acuerdo en que es necesaria la Ley 
de Haciendas Localcs. He dicho que el señor Ministro de 
Economía y Hacienda, por ende o por razón de la mate- 
ria ha anunciado a la propia Federación de Municipios 
que se va a presentar en poco tiempo. No se puede hacer 
todo a la vez. Si en esta semana estamos tratando de Ile- 
gar a un acuerdo con las Comunidades Autónomas, sería 
dificil que simultáneamente se pudiese abordar también 
ese segundo tema importante, que ha sido objeto ya, en 
meses pasados, de discusiones en profundidad con los re- 
presentantes de la Federación Española de Municipios y 
Provincias, que yo espero que en pocos meses llegue a esta 
Cámara y espero que llegue, además, con acuerdos entre 
la Administración central y las Administraciones locales. 

Estoy de acuerdo en adecuar la organización de la Ad- 
ministración al Estado autonómico, así lo he dicho. El ar- 
tículo 22 de la LPA dice que hay que informar cada seis 
meses de las reformas. Trataré de hacerlo. 

En cambio, no veo ninguna contradicción en lo que 
haya dicho el Presidente del Gobierno o mi antecesor el 
señor Moscoso, o yo mismo en cuanto al artículo 
149.1.18a. Lo que sí hubo al principio de la Legislatura 

pasada fue un mayor optimismo en cuanto a la posibili- 
dad de zanjar ese proceso de desarrollo legislativo y aho- 
ra quizá nos hemos vuelto más realistas y sabemos que 
no es fácil acabar en dos meses todo ese proceso, muy im- 
portante y crucial, de desarrollo del artículo 149.1,lSa. 
Pero no veo yo contradicción entre lo que ha dicho el Pre- 
sidente del Gobierno, lo que decía el señor Moscoso y 16 
que he dicho yo mismo sobre esa materia. 

De la oferta de empleo público algo he dicho del pri- 
mer balance en cuanto a la oferta de 1985, ya que la de 
1986 todavía se está realizando y es imposible evaluarla 
ya con un mínimo de rigor. En cuanto a la oferta de 1985, 
jcuáles han sido las primeras consideraciones del balan- 
ce? Que se presenta poca gente a las oposiciones del gru- 
po de titulación A) y,  en cambio, a medida que va descen- 
diendo el nivel de titulación de los Cuerpos, hay más de- 
manda. Es curioso el porcentaje tan elevado de titulados 
universitarios que se están presentando a pruebas del gru- 
po B), incluso a veces del grupo C), y en cambio hay pla- 
zas del grupo A), convocadas en la oferta de empleo pú- 
Iblico, que no se cubren, porque ni siquiera el número de 
110s que se presentan B la oposición es suficiente para cu- 
ibrir las que han salido en la oferta de empleo público. 

Hay también otra experiencia, y lo he dicho en la in- 
Itervención inicial. Es que quienes se presentan a las prue- 
ibas que se convocan a través de la oferta de empleo pú- 
lblico tienen una concentración geográfica que no es regu- 
llar en todo el territorio español. Hay muchos más madri- 
leños que periféricos entre quienes se presentan a esas 
,oposiciones y creo que no es bueno que eso sea así. En un 
Estado autonómico hay que tratar de que en todos los ni- 
veles de la Administración estén representadas todas las 
zonas del territorio español. Por eso hay que tratar de dar 
publicidad y hacer un esfuerzo especial para que lleguen 
a conocimiento de las zonas alejadas de Madrid y de la 
sede central de cada Ministerio qué tipo de puestos y qué 
tipo de plazas se convocan en la oferta de empleo público. 

Después, hay toda una reflexión, a la cual he hecho re- 
ferencia en mi intervención, no sólo sobre la oferta de em- 
pleo público, que también la he hecho, sino sobre las prue- 
bas y los sistemas de acceso, sobre cómo se pueden y de- 
ben mejorar, desde nuestro punto de vista, para permitir 
un funcionamiento más correcto del sistema. 

Señor Presidente, creo que aun siendo largo, porque 
eran muchas las preguntas y las intervenciones que ha ha- 
bido, he tratado de concluir esta parte del debate en un 
tiempo razonable. Espero que haya respondido suficien- 
temente a lo planteado. Si me he dejado alguna cosa en 
el tintero y el Presidente aplica el Reglamento, en la 
próxima ocasión estaré encantado de responderles. (El se- 
ñor Núnez Pérez pide la palabra.) 

I 

El señor PRESIDENTE: Tiene 1s palabra el señor 
Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Setior Prrsidente, ya lo dije 
al principio. 

El señor PRESIDENTE: Yo también, señor Núñez. 
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El señor NUNEZ PEREZ: Era lógico que ocurriera esto; 
es decir, que el Ministro no solamente contestara a las 
preguntas, sino que replicara a nuestros argumentos. En 
ese caso, el sentido del debate cambia profundamente, y 
la réplica se hace necesaria, por lo menos, para aclarar al- 
gunas posiciones y decirle al señor Ministro si estamos o 
no de acuerdo con lo que nos ha dicho. Es elemental. En 
otras Comisiones de esta naturaleza, concretamente en la 
Comisión de Educación, ocurrió esto y el señor Presiden- 
te de la Comisión tuvo en cuenta estas consideraciones y 
concedió un pequeño turno de réplica. Yo calculo que con 
tres minutos cada Grupo tendríamos suficiente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núiiez, desconozco lo 
que ha pasado en la Comisión de Educación, sé que en 
otras Comisiones no ha pasado eso. Evidentemente no voy 
a entrar en los criterios de cada uno de los Presidentes de 
las Comisiones, pero yo creo que tendría usted el mismo 
problema, igual que los Grupos, en las contestaciones pos- 
teriores del señor Ministro; y, como consecuencia, yo me 
voy a atener a la aplicación del Reglamento, porque to- 
davía queda otra parte, que son las preguntas que los se- 
ñores Diputados quieran formular al señor Ministro, y yo 
creo que es mejor que apliquemos el Reglamento. Ten- 
dremos cantidad de ocasiones de debatir sobre lo que hoy 
se ha dicho, porque la intervención del señor Ministro es- 
toy convencido de que va a ser eje y citada en numerosas 
ocasiones a lo largo de esta legislatura en estas materias, 
en esta Comisión y fuera de ella. 

En cualquier caso, pasaría al turno de presuntas de 
Diputados. 

Se me han pasado preguntas formuladas por Diputa- 
dos de la Agrupación del PDP, del CDS y del Grupo de 
Coalición Popular. 

Por la Agrupación del PDP, voy a dar la palabra al se- 
ñor Ollero. Pediría, en cualquier caso, al senor Ollero y a 
los demás intervinientes, que las preguntas, ya no sólo 
por la hora, sean breves y cortas. Me dice el señor Minis- 
tro que las contestará una a una. Por el Reglamento pue- 
de contestarlas en el momento que considere conveniente. 

El señor Ollero tiene la palabra. 

El señor OLLERO TASSARA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Quiero reiterar el agradecimiento y satisfacción que ya 
expresó mi compañero de Grupo, señor Núñez, por la pre- 
sencia del señor Ministro, y quisiera, con unas notas que 
he garabateado aquí, y que prometo mirar de reojo, for- 
mularle alguna pregunta: porque en estos debates el pro- 
blema no es sólo contestar a lo que .dice el señor Minis- 
tro, sino adivinar, como hacen los expertos, lo que no va 
a contestar, lo que no va a decir. Cuando alguien trae unas 
notas 'y no se las mete en el bolsillo, es señal de que ha 
acertado, lo cual es una prueba de su veteranía, que yo 
quisiera tener. 

Me gustaría plantearle algunas cuestiones con relación 
al Estado de las Autonomías, porque ya se ha aludido an- 
tes a cómo este modelo de nuestra Constitución pretende, 
entre otras cosas, respetar y realzar esa libre pluralidad 

que tanto nos enriquece; pero nuestra Constitución, como 
S. S. bien sabe, es cuidadosa y siempre que habla de li- 
bertad habla en seguida de igualdad. El Estado de las Au- 
tonomías también pretende conseguir esa igualdad, pre- 
tende mejorar las relaciones de justicia entre las Comu- 
nidades Autónomas, y,  claro, para hacer justicia con fre- 
cuencia hay que hacer reajustes. 

Quisiera, por ello, volver sobre el problema de la finan- 
ciación autonómica, sobre el que sin duda, como usted ha 
dicho, c'ompete decir algunas cosas al Ministro de Econo- 
mía, pero también, sin duda, compete muchísimo más a 
usted, señor Ministro. Quisiera que nos ilustrara un poco 
sobre cuál es la situación actual, porque algunos ciuda- 
danos españoles de comunidades que se consideran sub- 
desarrolladas, discriminadas, como por ejemplo la Comu- 
nidad andaluza (yo represento una de sus provinciqs aquí, 
tengo ese honor), asisten un poco perplejos a la filtración 
de algunos de los criterios que se están manejando; y asis- 
ten perplejos a esa filtración, porque después de que en 
las transferencias se hicieron unas valoraciones que reco- 
gían el estado de los servicios que se prestaban en ese mo- 
mento, con lo cual, lógicamente esas Comunidades donde 
el nivel de servicios era inferior se veían perjudicadas, se 
manejan criterios de población, 73 por ciento; superficie, 
15 por ciento; y hay que ir al final de esos criterios, si es 
que estos datos son fiables, para encontrar algo, lo que se 
llama, no sé si con perfección técnica, «índice de pobreza 
relativan, y se le atribuye un 1,99 por ciento. Eso en un 
momento en el que se nos anuncia, además, que el Fondo 
de Compensación no va a contar con el 40 por ciento de 
la inversión, sino sólo con el 30, francamente es intran- 
quilizador. Podríamos llegar a la conclusión de que las 
Comunidades mejor dotadas van a mejorar su situación, 
mientras que las empobrecidas la van a ver agudizada. 
Eso no lo digo yo sólo, lo dice el Presidente de una Comu- 
nidad Autónoma Socialista, por lo menos lo dice en los pe- 
riódicos de Andalucía, no sé lo que dirá luego cuando vie- 
ne aquí a hablar con el señor Ministro. 

Quisiera que, por un lado, me confirmara si realmente 
las partidas de educación van a ser objeto de un trata- 
miento peculiar, para no entorpecer demasiado toda esta 
negociación, y, por otra parte, qué criterios de los que ma- 
nejan piensa el señor Ministro que van a contribuir efec- 
tivaniente a una solidaridad. Una solidaridad en la que 
el Partido Demócrata Popular piensa, pero no como una 
palabra formal, sino como algo material, que tiene que 
verse reflejado en estos criterios, porque, de lo contrario, 
es pura poesía. 

Por otro lado, quisiera hacer -y con esto termin- 
otra pregunta. El Estado de las Autonomías no sólo inten- 
taba esos objetivos de libertad y de igualdad, sino tam- 
bién una mejora en la función pública. Pretendía una de- 
limitación más racional del ámbito territorial de los ser- 
vicios, una mayor eficacia y un menor coste. Los ciuda- 
danos -y esto es grave, porque afecta a la credibilidad 
del modelo constitucional- comprueban que tenemos 
una duplicidad de órganos, que se solapan competencias 
y trámites enojosos y que se aumentan los costos. 

Yo quisiera que usted hiciera un esfuerzo por concre- 
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tar algo, porque yo que soy nuevo en esta casa, cuando oi 
el discurso de investidura del Presidente pensé: “Hombre, 
luego vendrán los Ministros a las Comisiones y ya audaz- 
mente darán unos detalles más concretos, unas promesas, 
unos plazos)). Pero estoy comprobando, porque es la ter- 
cera Comisión de este tipo en la que estoy, que tenemos 
Ministros que pueden pronunciar un discurso de investi- 
dura en cualquier momento sin verse en el peligro de co- 
gerse los dedos, lo cual puede ser lisonjero, si11 duda. 

Quisiera que, en lo posible, concretara esa norma que 
ha anunciado para evitar ese tipo de disfunciones. iQué 
objetivos piensa el señor Ministro que debería lograr para 
ser considerado favorable en sus resultados y en qué pla- 
zo piensa que es razonable la obtención de esos objetivos? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ministro. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES PU- 
BLICAS (Almunia Amann): Señor Presidente, sefior Olle- 
ro. 

Antes de responder al señor Ollero, quiero paliar un ol- 
vido imperdonable, que ha sido la no referencia en mi ré- 
plica, por mor del tiempo, que corre, a la intervención de 
mi compañero del Grupo Socialista, señor Caldera, al 
cual, por lo menos, le quería agradecer su discurso, que 
lógicamente coincide con lo que yo, como.miembro del 
Gobierno y del Grupo Socialista, pienso. Me parece de 
obligada cortesía agradecerle la intervención, ya que an- 
tes se me había pasado. 

En cuanto a las dos preguntas que formula el señor 
Ollero sobre el sistema de financiación, tengo que decirle 
que pienso que no es este el lugar de entablar ahora en 
poco tiempo, y a las diez menos diez de la noche pasadas, 
una discusión rigurosa sobre el sistema de financiación; 
pero, en todo caso, fíjese en el hecho de que no es un tema 
simple, y lo demuestra el que su primera pregunta, o su 
intención, es contradictoria con la segunda. 

Si de lo que se trata a la hora de llegar a un acuerdo 
sobre el sistema definitivo de financiación, por parte de 
todas las Comuniddes Autónomas -y ahí todas están de 
acuerd-, es de conseguir una distribución ajustada a los 
criterios del artículo 13 de la LOFCA, población, superfi- 
cie, índice de riqueza relativa, insularidad, etcétera, pero, 
por otro lado, las Comunidades Autónomas dicen que eso 
no se puede hacer a coste cero, que no se puede hacer esa 
redistribución a coste cero, como mínimo ninguna puede 
perder nada, por tanto, la mayoría o todas ganan, eso su- 
pone un coste adicional para las arcas de la Hacienda cen- 
tral que no está basado en ningún criterio de valoración 
del coste efectivo de los servicios transferidos, porque pre- 
cisamente de donde se parte es de la valoración del coste 
efectivo, realizada con un grado de acierto razonable, y 
siempre habrá alguna insuficiencia o alguna deriva, en 
jerga técnica, que se va solucionando cada año en las res- 
pectivas Comisiones Mixtas de Tranferencias. 

Por tanto, si se quiere hacer un sistema definitivo de fi- 
nanciación que reduzca el abanico de gasto «per cápita)), 
que hoy es amplio, entre unas Comunidades y otras, la 

, 

propuesta del Gobierno reduce ese abanico, de forma que 
elimina una parte al menos de las desigualdades que se 
han producido a lo largo del sistema transitorio de finan- 
ciación entre los recursos «per cápita)) que van a una Co- 
munidad Autónoma o a otra. 

Esa disfunción se reduce, pero al reducirse hay Comu- 
nidades que se encuentran con algún tipo de agravio com- 
parativo respecto de otras, porque siempre hay razones, 
ya sean de falta de equipamiento, ya sean necesidades de 
inversión, ya sean necesidades de financiación corriente 
para atender a los gastos recurrentes de las inversiones, 
siempre hay razones -además diversas en cada una de 
las Comunidades- que llevan a que nadie se sienta satis- 
fecho. Esto sucede en parte a la Comunidad Autónoma an- 
daluza, a la Comunidad catalana, a la Comunidad de La 
Rioja y a la Comunidad de Valencia o a cualquier otra 
que usted quiera citar. De lo que se trata es de llegar a 
un sistema que minimice los agravios comparativos in- 
terrelacionados de unas Comunidades respecto de otras, 
y eso lo produce la propuesta del Gobierno. 

En primer lugar, aumenta el grado de autonomía en el 
gasto. A medida que aumenta la financiación incondicio- 
nada sitúa a todas las Comunidades en igualdad y prác- 
ticamente a todas ellas en mejor situación financiera de 
la de partida e introduce una racionalidad en la distribu- 
cion de los recursos a través de unos parámetros objeti- 
vos. ¿Ponderación de esos criterios? A partir del sistema 
transitorio, parece que existía un grado de acuerdo bas- 
tante amplio en que había un mayor peso de las hectá- 
reas y un peso muy reducido de la población. Como hay 
muchos servicios, entre otros el educativo, que tienen mu- 
cha más relación con la población, y en particular con la 
población en edad escolar, que con la superficie del terri- 
torio, ese elemento se corrige. iEso significa que el siste- 
ma que propone el Gobierno para ser convertido en defi- 
nitivo es menos redistibutivo? No, primero, porque la 
cantidad del FCI es verdad que se reduce, pero en la par- 
te en que se reduce se convierte en financiación incondi- 
cionada, con lo cual cada Comunidad va a seguir hacien- 
do lo que quiera con el dinero que recibia, con más liber- 
tad que si fuese dinero recibido vía Fondo de Compensa- 
ción Interterritorial. 

Además, por el hecho de nuestro ingreso en las Comu- 
nidades, se introduce un hecho que no se produce por 
igual en todas ellas, que es la posibilidad de acceder a las 
ayudas FEDER, cuya financiación sale del Presupuesto 
del Estado, en nuestra contribución a las Comunidades, 
pero una parte de la recuperación de esa financiación que 
hacemos a la caja de las Comunidades no se distribuye 
por igual conforme al esfuerzo fiscal o a la población; se 
distribuye en aquellas zonas a las que el FEDER propor- 
ciona ayudas, una de las cuales es, evidentemente, Anda- 
lucía, que de las ayudas concedidas este año tiene un por- 
centaje bastante importante. Con el nuevo sistema de fi- 
nanciación se abre la vía para que con las cantidades que 
a Andalucía, a Extremadura, a Canarias, a Galicia o a las 
dos Castillas les correspondan del Fondo de Compensa- 
ción Interterritorial, puedan cofinanciar la parte de pro- 
yectos a los que puedan acceder en el FEDER, con lo cual 
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los gastos de inversión redistributiva y de nivelación de 
equipamientos o de recuperación de atrasos se multipli- 
ca por dos gracias a la existencia del FEDER y no con re- 
cursos de las Comunidades, sino con recursos que salen 
del Presupuesto del Estado. 

Por lo tanto, la redistribución que se produce, aunque 
no de forma brusca, en favor de la población y en detri- 
mento de la superficie -como es lógico, porque más de 
la mitad del coste efectivo es coste de educación en prác- 
ticamente todas las Comunidades- queda compensada, 
y más que compensada en algunos casos, con esa posibi- 
lidad que sólo tienen algunas Comunidades Autónomas 
no sólo de recibir más por la vía del Fondo de Compen- 
sación, sino para cofinanciar el FEDER. Ese creo que es 
un planteamiento razonable que nunca va a dejar plena- 
mente satisfecha a ninguna Comunidad Autónoma. Lo 
que hay que esperar es que el grado de insatisfacción de 
cada una de ellas no haga peligrar la posibilidad de Ile- 
gar a un acuerdo, y éste creo que sería el planteamiento 
razonable. No se puede pensar que todas las Comunida- 
des y el propio Gobierno podemos salir plenamente satis- 
fechos de una negociación tan complicada como ésta. 

El señor PRESIDENTE: El señor Martínez-Campillo 
tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Señor Mi- 
nistro, espero ser muy breve porque si no podemos que- 
darnos en confesión usted y yo solos. 

Tras una comparecencia que tiene por objeto la expo- 
siciCn de la política general de su Departamento, los di- 
ferentes portavoces ya han establecido sus observaciones 
de índole normalmente general. 

En este segundo turno de intervenciones yo quisiera, y 
debo hacerlo, además, sujetarme a preguntas muy escue- 
tas, a tenor de lo establecido en el artículo 202 del Regla- 
mento de la Cámara. Mis preguntas se van a circunscri- 
bir, senor Ministro, a la Función Pública, parte importan- 
te, aunque no exclusiva, de la gran reforma de la Admi- 
nistración, que sólo será posible si es fruto de lo'que hoy 
se ha repetido a menudo, y es un gran consenso nacional 
que dé estabilidad a uno de los cinco grandes objetivos 
nacionales. 

En este orden de ideas quisiera hacer las siguientes pre- 
guntas: Señor Ministro, la Ley Orgánica de Armonización 
del Proceso Autonómico, LOAPA, tras su mutilación por 
el Tribunal Constitucional, ha quedado reducida en gran 
parte a normas sobre Función Pública que no se están 
aplicando. Por ello pregunto: ¿Están o no en vigor los pre- 
ceptos de la controvertida LOAPA en lo relativo a mate- 
ria de Función Pública? Y si fuera así, jse van a integrar 
en el ordenamiento de la Función Pública? 

Segunda pregunta, señor Ministro: El propósito de es- 
timular la carrera administrativa sólo será posible - c r e o  
que en esto coincidimos- si se especifican los méritos en 
los concursos de traslados. Más que una pregunta, como 
verá, se trata de una observación que mi Grupo espera 
que sea recibida con agrado por el señor Ministro. 

En este mismo sentido, quisiera añadirle que los con- 

cursos, convocados entre los días 1 y 15 de cada mes, han 
provocado resoluciones que posteriormente no se han pu- 
blicado y, lo que es peor, no se notifican a los concursan- 
tes que no obtuvieron plaza. Evidentemente -y creo que 
también coincidirá el señor Ministr-, ello produce una 
profunda indefensión que protege la Ley de Procedimien- 
to Administrativo y también conculca el principio de pu- 
blicidad que contempla el artículo 19 de la Ley de 2 de 
agosto de 1984, sobre medidas para la reforma de la Fun- 
ción Pública. Conozco incluso el caso de un funcionario 
que ha participado en más de 40 concursos y aún no se 
le ha notificado ninguna de las resoluciones. ¿Está dis- 
puesto el setior Ministro a modificar esta situación? 

Tercera pregunta: Señor Ministro, mientras achicaba, 
como cualquier vecino, agua del río Segura en la provin- 
cia de Alicante, que usted bien conoce, y pensando en la 
eficacia de la Administración de cara a los administrados, 
en este caso angustiados, considerando que ello es la pie- 
dra angular de la reforma de la Administración, y tras 
comprobar la mezcla de voluntariedad, desbarajuste y de- 
sorden de las diferentes Administraciones Públicas, nos 
preguntamos en el ámbito de la Función Pública si parte 
de esta situación no se debe a la refundición de escalas 
de funcionarios de manera vertical en lugar de haberlo he- 
cho horizontalmente, según lo previsto en la disposición 
adicional de la Ley de 2 de agosto de 1984. Es chocante 
ver integrados y, por supuesto, concursando, en escalas 
de funcionarios de organismos autónomos del MOPU, a 
ingenieros superiores de la Confederación del Tajo y a los 
farmacéuticos de la Confederación del Guadiana. 

Son preguntas, como ve, señor Ministro, muy concre- 
tas y de las que esperamos respuesta. En cualquier caso, 
nos llevan a la reflexión de que en cualquier organización, 
grande o pequeña, debe haber cierta claridad y orden, y 
si se produce desorden no se podrá cumplir con ese gran 
objetivo que, en todo caso, supone la reforma de la Admi- 
nistración, que esperamos que no quede pasada por agua. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ministro. 

El senor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES PU- 
BLICAS (Almunia Amann): Respondo con la misma con- 
creción con la que ha formulado sus preguntas. Efectiva- 
mente,la Ley del Proceso Autonómico está en vigor. Yo 
mismo en vi intervención he hecho referencia a dos de 
sus artículos, el 22 y el 23, y está plenamente en vigor 
como cualquier ley aprobada por este Parlamento. En 
cuanto a la oportunidad de integrarla o no en una futura 
refundición del ordenamiento, si se llega a producir la ne- 
cesidad de esa refundición o de las materias en las que se 
vaya produciendo, parecerá lógico, al igual que cualquier 
otra ley, que deba ser refundida para una mayor claridad 
y c-alidad del ordenamiento jurídico. No veo por qué me 
hace la pregunta en especial sobre esa ley y no sobre cual- 
quier otra que podemos encontrarnos en los «Aranzadi», 
que abordan una cuestión particular y que podrían ser en- 
globadas o refundidas en un texto más amplio. Esta ley, 
igual que otras, puede ser objeto de refundición y puede 
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que en el futuro así ocurra en al'gunos aspectos o en todos 
ellos. 

Recojo su opinión sobre la importancia de los méritos 
en los concursos de traslado para consolidar la carrera ad- 
ministrativa. Evidentemente, no creo que sea la única 
causa. Tampoco creo que usted lo piense. Creo que coin- 
cide con lo que he dicho en mi intervención inicial sobre 
la carrera administrativa y lo que he dicho en alguna ré- 
plica sobre la importancia de ir ampliando la provisión 
de puestos por concurso, cosa que nunca se consiguió en 
España y que espero que se pueda conseguir por primera 
vez a partir de la Ley 3011984. 

En cuanto a que no se comunica la resolución de la li- 
b e  designación a los que no obtienen plaza, manifiesto 
mi total desconocimiento, porque nunca me he presenta- 
do a un puesto de libre designación, pero si la ley dice 
que hay que comunicarlo, velaré porque se cumpla la ley 
y se comunique. 

Me parece que es de elemental, no ya justicia, sino bue- 
na educación, comunicar a alguien cuál ha sido el resul- 
tado de un concurso de libre designación. Y tomo nota de 
la observación que me hace. 

En cambio, no acabo de ver muy bien cuál es la rela- 
ción entre la posible descoordinación entre distintas Ad- 
ministraciones producida por las riadas o avenidas y la 
integración horizontal o vertical. Yo creo que globalmen- 
te considerado y por salir del caso concreto, aunque co- 
nozco bien la provincia de Alicante, me parece mucho 
más lógico un sistema de cuerpos y escalas no muy nu- 
meroso y que luego permita al funcionario que es de un 
cuerpo o una escala irse especializando en determinadas 
materias, me parece mucho más racional, repito, ese mo- 
delo, al cual se tiende a partir de la Ley 3011984, y pen- 
samos seguir avanzando en esa dirección, que el espanto- 
so panorama quc tenía la Administración española antes 
de la Ley 3011984, con un número desconsiderado y fuera 
de todo elemento racional de cuerpos y escalas, que ha- 
cia que para cada puesto concreto, casi en el límite, a ve- 
ces se creaba un cuerpo particular, lo cual producía unas 
disfunciones que, en todo caso, superaban con mucho las 
posibles disfunciones concretas que en un momento de- 
terminado haya producido la coincidencia en un mismo 
cuerpo de un farmacéutico y de un ingeniero de caminos. 
Depende de lo que hagan en su tarea administrativa para 
que sea lógico que estén en un mismo cuerpo o requiera 
estar en un cuerpo de una especialización concreta, que 
de todo hay en la Administración y debe haberlo. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
El señor Zárate tiene la palabra. 

El señor ZARATE PERAZA DE AYALA: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Señor Ministro, al oír su intervención esta noche me Ila- 
mó mucho la atención y no quisiera resultar aguafiestas, 
pero me la llamó negativamente, porque me pone de re- 
lieve que el gran debate, si queremos una Administración 
moderna, una Administración abierta y al servicio del ciu- 

dadano y no un aparato hermético como instrumento de 
poder del Gobierno o de una clase política, sería necesa- 
rio conocer la voluntad política del Gobierno de llevar a 
cabo un programa fundamental que recoja esa aspiración 
de modernidad y de servicio al ciudadano. Y me estoy re- 
firiendo al artículo 105 de la constitución española, al que 
usted no ha hecho en absoluto referencia esta noche. 

En ese precepto constitucional se establece que la Ley 
regulará la participación de los ciudadanos en la elabo- 
ración de disposiciones administrativas y,  lo que es más 
importante, el acceso a los archivos y a los documentos 
administrativos que rompan esa configuración hermética 
de la Administración pública. 

Fíjese usted si el pueblo español está necesitado de esa 
Ley que nosotros, los Diputados, el Parlamento, ni siquie- 
ra podemos tener acceso a documentos tan importantes 
como la Cuenta General del Estado, que su Gobierno no 
rinde desde el año 1982. 

Muchas gracias, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro tiene la 
palabra. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES PU- 
BLICAS (Almunia Amann): La Cuenta General del Esta- 
do la rinde el Tribunal de Cuentas, si no estoy mal infor- 
mado. Es decir, el Gobierno al Tribunal de Cuentas y el 
Tribunal de Cuentas al Parlamento. Me parece que es así, 
jno? 

En cuanto al artículo 105 de la Constitución, coincido 
plenamente con usted y probablemente por razones total- 
mente diversas. Usted, si lee la intervención, encontrará 
elementos que, sin citar el artículo, denotan nuestra vo- 
luntad de desarrollar y poner en práctica ese artículo. N o  
hay cosa que más perjudique a la imagen de la Adminis- 
tración Pública que por el hecho de no poder acceder a 
los archivos o al expediente tengan que estar todos los se- 
ñores Diputados, Senadores y muchos otros responsables 
públicos colgados del teléfono, porque hay ciudadanos 
que les piden que, por favor, muevan un expediente. Eso, 
que me parece que es una de las lacras de esta Adminis- 
tración, se evitará con una correcta aplicación de las pre- 
visiones del artículo 105 y diciendo directamente al ciu- 
dadano que la Administración le reconoce el derecho de 
participar en la toma de decisiones y de seguir cómo se 
ejecutan las decisiones que le interesan a él. Como yo soy 
un pleno convencido de la necesidad de ello, he hablado 
de la necesidad de modificar la forma de elabora? dispo- 
siciones generales, he hablado de la necesidad de una 
transparencia en el funcionamiento de la Administración. 
No le quepa duda que estoy totalmente de acuerdo, aun- 
que no haya citado el precepto, porque no podía citar toda 
la Constitución. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, hemos terminado ya 
Esta sesión. Después de cinco horas creo qbe los que aún 
:stamos hemos aguantado bien y, en cualquier caso, por 
tradición, al menos de la anterior legislatura, supongo 
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que será muy citada siempre esta intervención del Minis- 
tro en esta Comisión y siempre que se trate de estos 
asuntos. 

En cualquier caso, quiero agradecer a SS. SS. y al se- 
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nor Ministro el haber estado en esta Comisión. 
Se!evanta la sesión. 

Eran las diez y cinco minutos de la noche. 
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